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Este trabajo analiza  las causas y el contexto que hicieron posible la construcción de 
políticas públicas de educación indígena de manera autónoma por los indígenas del 
departamento del Cauca organizados en su consejo regional – el CRIC- y su posterior 
incidencia en las políticas públicas de educación indígena para todos los pueblos 
indígenas de Colombia. También  se analiza la evolución de las relaciones del CRIC con 
el Estado en este proceso. El análisis se apoya en un enfoque basado en los conceptos 
de referencial y de mediadores desarrollados por Muller y Surel así como en la  utilización 
del modelo de la ventana de oportunidad de Kingdon. Igualmente se acude al trabajo 
desarrollado por Majone para evidenciar la importancia de la argumentación en el debate 
político. Metodológicamente, el trabajo se realizó desde una perspectiva cualitativa 
fundamentada sobre el análisis documental, trabajo de campo para la realización de 
entrevistas y asistencia a los eventos del CRIC.  
Palabras claves: Programa de educación bilingüe e intercultural, movimiento 




This work analyzes the causes and the context that made the construction of public 
policies of indigenous education of independent way by the natives of the department of 
the Cauca organized in their regional politic structure - CRIC and its later incidence in the 
public policies of indigenous education for all the indigenous of Colombia. After the 
evolution of the relations of the CRIC with the State is analyzed. The analysis leans in an 
approach based on the concepts of referential and mediators developed by Muller and 
Surel as well as the model of police window of Kingdon. Equally the work developed by 
Majone for highlighting the importance of the argument in the political debate.  
Methodologically, the work was made from a based qualitative perspective on the 
documentary analysis, work of field for the accomplishment of interviews and attendance 
to the events of the CRIC.  
Key words: Program of bilingual and intercultural education, social movement, 
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En este trabajo vamos a analizar la génesis, el desarrollo y las transformaciones de la 
política pública de educación indígena elaborada por los indígenas del Cauca, en el seno 
del Consejo Regional Indígena del Cauca-CRIC a través del Programa Educativo Bilingüe 
Intercultural -PEBI, y su influencia en las políticas estatales de educación indígena. 
 
La génesis de esta política se sitúa en el contexto de la lucha por la recuperación de la 
tierra de los indígenas de este departamento a principios de la década de los setenta en 
pleno apogeo de las ideas socialistas acogidas por otros sectores sociales: campesinos, 
obreros, estudiantes, intelectuales que pretendían liberar a los “explotados”, entre ellos a 
los indígenas (Galeano, 2006). La reacción de los actores sociales afectados por estas 
rebeliones, como los terratenientes y la iglesia, permitirá observar los intereses en juego 
de este proceso. 
El desarrollo de estas políticas educativas, que se elaboraron de manera autónoma en un 
comienzo por los indígenas del Cauca, permite mostrar la multiplicidad de relaciones 
causales que influyen en la construcción de estos procesos: Relaciones históricas, 
políticas, jurídicas, sociológicas, antropológicas, pedagógicas y lingüísticas. La mayor 
parte de ellas no previsibles, y a las que se responde con soluciones adecuadas para el 
momento. Y es precisamente el cambio del  contexto regional, nacional e internacional 
que facilita el avance de la propuesta educativa indígena y que induce a la 
transformación o adaptación de las políticas públicas de educación indígena en el país.  
El camino recorrido por algunas escuelas que comenzaron impartiendo una educación 
propia y bilingüe y que nacieron más de una coyuntura política que de un movimiento 
pedagógico; pasando por todas las dificultades que implica la realización de estos 
procesos, hasta llegar a incidir en la formulación e implementación de las políticas 
públicas de educación indígena en Colombia, es el tema de nuestra investigación. 
 
Este trabajo se ha estructurado en cuatro capítulos. El primer capítulo versa sobre los dos 
momentos de las políticas públicas de Educación Indígena en Colombia. El primer 




El Estado concibe una educación homogénea para toda la población colombiana, sin 
tener en cuenta la existencia de las poblaciones indígenas como expresión de la 
diversidad cultural de esta nación. El segundo momento parte desde 1978 hasta hoy 
(2012) cuya concepción de la educación incluye las especificidades culturales de los 
pueblos Indígenas aceptándolas como un patrimonio de la humanidad. En el segundo 
capítulo se elabora el marco conceptual de las políticas públicas de educación 
elaboradas por el CRIC, acudiendo a las teorías, entre otros, de Pierre Muller e Yves 
Surel (1998) concernientes a la elaboración de los conceptos de referencial, mediadores 
y las características de la génesis de una política pública. También acudimos a Majone 
(1997) para analizar la importancia del poder argumentativo en la construcción de 
políticas públicas. Por su parte Kingdon (1984) con su modelo de ventana de 
oportunidades, nos permitirá analizar cómo logran los indígenas poner en la agenda 
política sus problemas, en este caso el de la educación. La teoría de desigualdad 
persistente desarrollada por Tilly (2000) nos permitirá abordar el hecho social del rechazo 
que provoca las políticas educativas elaboradas por los indígenas, de parte de la 
población regional y de los actores políticos, atendiendo a la “normalización” de la 
exclusión social, económica y política de los indígenas. 
Oslender (2008) por su parte, nos guiará para resaltar al territorio como lugar de gestión 
de los movimientos sociales y de reconstrucción de identidad a través de la elaboración 
de políticas educativas autónomas. Por último Bourdieu (1999) nos va a permitir 
incursionar en el campo del lenguaje para analizarlo no solamente como elemento 
socializador, sino como elemento discriminatorio, dada la característica bilingüe de la 
educación indígena. 
 
En el tercer capítulo abordamos la construcción autónoma de las políticas públicas de 
educación indígena por las comunidades indígenas organizadas en el seno del CRIC, 
destacando el contexto de rebelión en el que la recuperación de tierras marcó la 
singularidad de este movimiento. Además, se comprueba el carácter de imprevisibilidad 
de la génesis de las políticas públicas denotando la influencia del contexto en este caso 
de confrontación de los indígenas del Cauca con el Estado.  
De igual manera se analiza la construcción de un nuevo referencial de educación 
indígena para la definición del problema y la formulación de soluciones. Se enfatiza en 
que si bien el movimiento indígena demandaba la intervención del Estado para la 
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solución de sus problemas de marginalización social y político, en el caso de la 
problemática de la educación su solución fue construida desde la base comunitaria 
constituyéndose en un caso de construcción de políticas públicas autónomas de “abajo 
hacia arriba” (bottom-up) y que están íntimamente ligadas a la recuperación de tierras del 
levantamiento indígena de la década de los setenta.   
Luego, se describe el desarrollo de las políticas educativas del CRIC y su influencia en la 
construcción de las políticas públicas de educación indígena denominada etnoeducación. 
Igualmente en este capítulo se da cuenta del dinamismo inherente a las políticas públicas 
que conlleva a una continúa readaptación y reelaboración a partir de evaluaciones 
continuas. Es así como el Programa de Educación Indígena Bilingüe se dirige hacia una 
educación bilingüe intercultural. 
Y en el cuarto capítulo abordamos la tensión que resulta de una coproducción de 
políticas públicas entre el CRIC y el Estado así como la tensión entre los diferentes 
actores sociales que ven afectados sus intereses por estas políticas. Igualmente se 
destaca el desarrollo de estas políticas en medio de dos corrientes ideológicas 
contradictorias, una inclusiva de la diversidad cultural y la otra excluyente de esta 
diversidad que influye en el ritmo de su desarrollo sea retrasándolo, acelerándolo o 
pausándolo. Igualmente abordamos los obstáculos que encuentra el desarrollo del 
carácter bilingüe de la educación indígena en la medida que la expansión de un modelo 
cultural único abarca también el lenguaje estableciendo una jerarquización linguistica.  
Por último damos cuenta de la autonomía administrativa de la educación indígena 
lograda por el CRIC en los territorios indígenas del departamento del Cauca, enfatizando 
en la limitación de esta autonomía por la imposición de condiciones por parte del 
gobierno fundamentadas en el modelo económico neoliberal y nos detenemos en la 
construcción de la propuesta de los indígenas de la creación de un sistema educativo 
intercultural propio el SEIP como alternativa a esta autonomía limitada y como 
instrumento para ejercer una administración educativa propia para todos los pueblos 










El marco metodológico adoptado para este trabajo fue el del muestreo no probabilístico, 
atendiendo al conocimiento previo de la población objeto de estudio y aplicado 
especialmente en el trabajo de campo para la realización de entrevistas o en el caso de 
los indígenas, reacios a las entrevistas elaboradas, “conversaciones espontáneas 
dirigidas”. Siguiendo lo indicado en este método la selección para las entrevistas de los 
indígenas y de los funcionarios de la Secretaría de educación se realizaron por: 
Conveniencia: Aquella personas que poseen más información. Se seleccionaron a los 
líderes y maestros indígenas, colaboradores, asesores del programa de educación 
bilingüe e intercultural  PEBI- que participaron en la construcción de la escuela indígena y 
los que trabajan actualmente y ex funcionarias de la Secretaría de educación. 
Por Juicio y cuotas: Fueron seleccionadas las personas que poseen más información 
sobre la elaboración de la propuesta educativa del CRIC. En general a los maestros, 
líderes y  autoridades tradicionales y a profesores mestizos que trabajan y han trabajado 
en las instituciones educativas indígenas. 
Muestreo direccional: Se lo hace atendiendo al conocimiento que posee sobre el tema 
en desarrollo. Para ello, se seleccionó, además de las personas mencionadas 
anteriormente, a algunos padres de familia de los niños indígenas y de niños no 
indígenas que asisten a las escuelas de los indígenas. Atendiendo a esta condición se 
seleccionó a personas externas a los indígenas como ex funcionarias de la secretaria de 
educación del Cauca y las que trabajan o trabajaron con el PEBI para tener una mirada 
diferente de estas políticas de educación indígena del CRIC. 
Bola de nieve: La entrevista de un comunero me llevaba hacia otras personas. Esta 
dinámica es bastante frecuente en las comunidades pequeñas como las comunidades 
indígenas que habitan los resguardos y es de mucha utilidad  para el investigador. 
Este método fue complementado por la conformación de dos grupos focales, uno 
integrado por profesores indígenas, algunos fundadores de la escuela indígena aún en 
ejercicio, profesores no indígenas que trabajan en los resguardos. El otro conformado por 
la directiva del sindicato de profesores del Cauca- ASOINCA y algunos profesores 
afiliados a ese sindicato. 
La etapa de trabajo de campo se realizó durante dos meses pero previamente existía un 
trabajo de campo realizado en el marco de una investigación anterior sobre la resistencia 
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del CRIC en los años 2002-2006 época de agudización del conflicto armado 
especialmente en el departamento del Cauca y cuyo resultado fue la elaboración del libro 
Resistencia Indígena en el Cauca, Labrando otro Mundo (2006), trabajo que permitió 
conocer las estructuras y las dinámicas de esta organización indígena. La participación 
activa en las asambleas comunitarias, en las juntas directivas, en los congresos y en las 






























Capítulo  I 
 
1.1. Contexto de las políticas públicas de educación indígena en Colombia                                
 
Las políticas públicas de educación indígena en Colombia marcan a grandes rasgos dos 
momentos importantes, cada uno de los cuales con su propia concepción de la educación 
indígena atendiendo al contexto histórico e ideológico. El primero y el más prolongado va 
desde la construcción del Estado-nación en 1810 hasta 1978. Y el segundo momento 
parte desde 1978 hasta la actualidad (2012). 
 
En el primer momento de las políticas públicas de educación indígena el Estado concebía 
una educación homogénea para toda la población colombiana con el propósito de 
construir una nación desde una perspectiva culturalmente homogénea. La existencia de 
las poblaciones indígenas como parte constitutiva de la diversidad cultural de la nación 
era sencillamente ignorada. 
Esta concepción se apoyaba en los textos fundacionales de la joven nación que acogen 
los postulados de la teoría evolucionista vigente en Europa en el siglo XIX. Estos 
postulados afirman el carácter unidireccional del desarrollo humano dirigiéndose hacia un 
modelo cultural considerado como superior: el europeo. De ahí que cualquier diferencia 
cultural debía ser homogeneizada a través de la educación para adoptar ese patrón 
cultural considerado como el modelo a seguir. 
En este contexto se considera a los indígenas como “sociedades incipientes”, “salvajes” 
cuya única forma de salir de este estado era a través de una educación que permita  
borrar esas diferencias. Fundamentado en estos principios el Estado construye un 
sistema educativo en donde se asigna principalmente a la iglesia la misión “civilizadora” 
de educar a los indígenas. La legislación educativa indígena nacional, hasta 1.978, refleja 
esta concepción como se evidencia a continuación. 
La Ley 89 de 1890 “…determina la manera como deben ser gobernados los salvajes que 
vayan reduciéndose a la vida civilizada por medio de Misiones” (Cartilla de Legislación 
Indígena, 2005:137). En esta misma Ley se considera a los indígenas como menores de 




Al leer el decreto 74 de 1898 en su artículo 1° por el cual “la legislación general de la 
República no regirá entre los salvajes que vayan reduciéndose a la vida civilizada por 
medio de las Misiones. En consecuencia, el gobierno, de acuerdo con la sociedad 
eclesiástica, determinará la manera como esas incipientes sociedades deben ser 
gobernadas”, se constata el carácter excluyente y dominador del Estado con respecto a 
estas culturas amerindias cuyas poblaciones han venido siendo vejadas, oprimidas y 
degradadas durante el despotismo español1 y se pretende con las políticas de educación 
homogeneizantes destruirlas culturalmente. Para el cumplimiento de esta misión 
“civilizadora” se estableció un Concordato entre el Estado colombiano y la Santa Sede en 
1887 con vigencia hasta después de mediados del siglo XX (Castillo et al, 2004). 
La legislación de esa época concibió la educación en comunidades indígenas como parte 
de la misión civilizadora iniciada en la conquista y la colonia y continuada durante buena 
parte de la vida republicana. De ahí que Serje (2005) señala que la construcción del 
Estado-nación en Colombia es una reproducción de la administración colonial española 
cuyas bases de interpretación y significación del mundo se fundamentan en la teoría 
evolucionista. 
 
Pese a estas políticas educativas que lograron socavar considerablemente las culturas 
amerindias, la memoria colectiva persiste e induce a una resistencia indígena que se 
nutre de las condiciones de marginalidad económica y social en que se encontraba esta 
población y de la brutalidad utilizada en las instituciones educativas para impedir 
cualquier manifestación cultural indígena entre ellas las lenguas indígenas. Una de las 
manifestaciones de resistencia más importantes durante la República fue la liderada por 
el indio Quintín Lame en el departamento del Cauca, a principios del siglo XX. Este 
alzamiento indígena duró veinte años y se extendió al suroccidente de Colombia (Huila y 
Tolima). Quintín Lame, educado por la iglesia católica, utilizó los mismos argumentos 
                                                     
1
 Contenido de los considerandos del decreto de 1820 del Libertador Simón Bolívar que manifestaba: desear 
corregir los abusos introducidos…”en la mayor parte de los pueblos naturales, así contra sus personas, como 
contra sus resguardos y aún contra sus libertades; y considerando que esta parte de la población de la 
República, merece las más paternales atenciones del gobierno, por haber sido la más vejada, oprimida y 
degradada durante el despotismo español (Cartilla de legislación indígena, 2005:167)   
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provistos por su educación2 para movilizar a los indígenas con el fin de exigir la 
devolución de sus tierras y el derecho a vivir de acuerdo a su cultura (Castillo et al, 2004). 
Si bien esta resistencia será los cimientos para futuros alzamientos, ella sufrió periodos 
de receso (1930-1968) debido al avance del proceso educativo de aculturación realizado 
por las misiones en las comunidades indígenas y a la intensificación de políticas de 
parcelación de los resguardos para la construcción de un Estado moderno. 
Estos dos factores,  las políticas educativas homogeneizantes y la expropiación de la 
tierra de los indígenas, fundamento de su cultura, aceleraron el proceso de aculturación 
menoscabando la resistencia. No obstante, un cambio en las ideas filosóficas, políticas, 
antropológicas y sociológicas sobre la unidimensionalidad del desarrollo humano empezó 
a gestarse desde la década de los sesenta. El modelo único de desarrollo empieza a 
cuestionarse y se reconocen y valoran los diversos desarrollos humanos de diferentes 
regiones del mundo. En referencia precisamente a las culturas amerindias se afirma que 
“Estas poblaciones adquirieron un profundo conocimiento de las especies vegetales y 
animales de las más variadas para la alimentación, la medicina y la defensa [venenos]. 
Sin olvidar el grado de perfección que adquirieron en la elaboración de la cerámica, el 
tejido y en el trabajo de los metales” Lévi-Strauss (1961:38). La diversidad humana es 
considerada inherente al desarrollo de la humanidad abandonando la concepción de la 
existencia de culturas superiores y culturas inferiores. Lumbreras (1992: 82) afirma  “Lo 
que encontraron los españoles hace 500 años fue un mundo diverso donde los pueblos 
desde hace miles de años atrás habían iniciado un largo proceso de dominio de la 
naturaleza cada cual según sus circunstancias, de manera optima según las 
condiciones”. Cada cultura es valorada en su diferencia. El evolucionismo cultural va 
dejando paso al relativismo cultural. 
  
Estas nuevas concepciones influyeron en la legislación internacional donde se reconoce 
el derecho a una educación específica a las características culturales de los pueblos 
aborígenes. Tal es el caso del Pacto de Derechos Civiles y Políticos de 1966 que 
establece en el artículo 27 
                                                     
2
 “Los anales de todas mis campañas  contra dichos técnicos de la usura y del sofisma contra mí se han 
estrellado en esta muralla vencedora y convencedora de María concebida sin pecado, pues este es el maná 
espiritual de cristianismo”  en Manuel Quintín Lame, (2004:223) Castillo y al, Los pensamientos del Indio que 
se educó en la selva. Editorial Universidad del Cauca. 
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“…en los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se negará 
a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, en 
común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y 
practicar su propia religión y a emplear su propio idioma” (CENCOIN, 2007:182). 
  
La influencia de esta legislación conjugada con la resistencia indígena que se vigoriza 
desde 1968 a causa de la reforma agraria inconveniente para los indígenas, llega 
también a Colombia para dar paso al segundo momento de las políticas públicas de 
educación indígena a partir de 1978. Este segundo momento y atendiendo al nuevo 
contexto social y político, concibe y reglamenta, como veremos más adelante, no 
solamente una educación diferencial para los indígenas denominada es esa época 
etnoeducación, sino también su participación en la formulación de sus proyectos 
educativos y la inclusión de los mismos indígenas en el ejercicio de la docencia. 
  
Para entender las lógicas y estrategias que subyacen en los comportamientos políticos 
de los indígenas del Cauca para la configuración de sus políticas públicas de educación 
es necesario conocer la evolución del proceso de  resistencia de estas comunidades que, 
en la década de los setenta, se convierte en un movimiento social y luego en una 
organización política que lleva a esta población a empezar a construirse como sujeto 
político. 
 
1.2. Movimiento indígena del Cauca 
 
El movimiento indígena del Cauca es pionero en Colombia en la construcción de una 
organización política y social que le permite luchar por sus derechos colectivos. Con una 
histórica experiencia de resistencia, los indígenas de este departamento comprendían 
que la movilización social es casi la única alternativa con que cuentan los sectores 
sociales marginados y sin recursos ni capacidades de acceso al sistema político para 
lograr que el Estado se ocupe de sus demandas. La recuperación de sus tierras y el 
derecho a vivir de acuerdo a su cultura era el núcleo de sus demandas.  
Los orígenes de esta resistencia se remonta al siglo XVI desde el momento en que el 
colonizador español los expropió de sus tierras y, a través de la educación impartida por 
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las misiones durante la República, inicia un proceso de aculturación que permite 
mantenerlos en condición de subordinados. 
 
La forma como el colonizador español expropia a los indígenas de sus tierras fue 
mediante la figura de la Encomienda3 , luego con la figura de los resguardos4 creados con 
el propósito de ejercer mayor control y facilitar el cobro de los impuestos. Estas figuras 
facilitaron el sometimiento de los indígenas al dominio español durante la Colonia. Sin 
embargo, la historia del despojo y sometimiento permanece en la memoria colectiva e 
incentiva a seguir la resistencia a lo largo de los siglos. Los momentos más intensos de 
esta resistencia se sitúan en el siglo XVII cuando una mujer, la Cacica Gaitana lideró la 
resistencia con los mismos métodos guerreristas del invasor. Luego en el siglo XVIII, el 
líder Juan Tama de la Estrella utilizó la negociación como instrumento de lucha. O sea 
que la resistencia continúa durante la República contra las políticas del Estado 
republicano de expropiación de los resguardos. 
 
A principios del siglo XX, la resistencia organizada por Quintín Lame se nutre también de 
la condición humillante de semiesclavitud en la cual vivían los indígenas terrajeros5 por la 
continúa expropiación de los resguardos por parte de colonos, hacendados, la iglesia y 
empresarios rurales amparados en la legislación, lo cual facilitó el acaparamiento de 
estas tierras aumentando el latifundismo. En el departamento del Cauca, los resguardos 
pasaron de 56 a 28 (Galeano, 2006:184). Sin embargo, como se verá más adelante, este 
proceso fue más lento en este departamento que en otras partes de Colombia. 
 
El indio Quintín Lame lideró durante veinte años el levantamiento indígena más 
importante de este periodo, fundamentándose en las leyes, y luego organizando grupos 
armados como métodos de lucha para recuperar sus tierras y su cultura (Galeano, 2006). 
Después de 1920 Quintín Lame, vencido en el Cauca, parte al Huila y al Tolima a 
continuar la resistencia.  
                                                     
3
Encomienda era la adjudicación de tierra con una población indígena, a un español, el encomendero, para 
facilitar el cobro de impuestos para la Corona española. 
4
Los resguardos es una unidad geográfica de propiedad colectiva de los cabildos donde viven los indígenas 
ejerciendo autonomía política en estos territorios. 
5
 Terrajeros o terrazgueros son indígenas sin tierra que cultivaban parcelas dentro de las haciendas, pagando 
terraje o sea arriendo en forma de días de trabajo para el patrón, en condiciones de semiesclavitud 
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La importancia de las movilizaciones masivas provocadas por Quintín Lame radica en 
que dejó los fundamentos políticos para las siguientes movilizaciones del siglo XX. Estos 
fueron: a) la defensa de las parcialidades y la oposición militante a las leyes de división y 
repartición de las mismas, b) la consolidación del Cabildo Indígena como centro de 
autoridad y base de organización, c) la recuperación de las tierras perdidas a manos de 
los terratenientes y desconocimiento de todos los títulos que no se basaron en cédulas 
reales, d) la liberación de los terrazgueros, mediante la negación a pagar terraje o 
cualquier otro tributo personal, e) la afirmación de los valores culturales indígenas y 
rechazo a la discriminación racial y cultural a que eran sometidos los indios colombianos 
y, f) la reunificación de los resguardos del Cauca y del país para constituir la República 
Chiquita al margen de los blancos con un Cacique General (Fernández, M, s.f). 
 
Sobre estas bases históricas de resistencia, los indígenas de este departamento 
protagonizaron uno de los levantamientos contra el Estado más importantes del país en 
los primeros años de la década del 70, en respuesta a la implementación de la Ley de la 
reforma agraria durante la presidencia de Carlos Lleras Restrepo (1968-1972).  
 
La ley de la reforma agraria de 1968 pretendía una vez por todas terminar con los 
resguardos, como continuidad de una serie de legislaciones que desde la independencia 
de España en 1810 construye políticas públicas de expropiación de las tierras de 
propiedad colectiva con la intención de romper con todo vestigio del pasado colonial y 
dirigirse hacia la construcción de un Estado moderno entendido como la inserción de 
Colombia en el mercado mundial en particular como exportador de productos agrícolas. 
La implementación de esta ley hubiese permitido la transformación definitiva de los 
indígenas en campesinos liquidando de esta manera la cultura indígena.  
Este levantamiento se organizó a partir de una estructura política: el Consejo Regional 
Indígena del Cauca-CRIC en 1971 (primera estructura política indígena de Colombia), 
creada para luchar por la recuperación de sus tierras y abandonar la condición de 
terrajeros. El CRIC recogió los mismos principios abanderados por Quintín Lame: Unidad, 
Tierra, Cultura. De igual manera los siete objetivos6, propuestos por el CRIC son hasta 
                                                     
6
 1- Recuperar las tierras de los resguardos 2- Ampliar los Resguardos, 3 - Fortalecer los Cabildos, 4- No 
pagar el  terraje, 5- Hacer conocer las Leyes sobre los indígenas y exigir su aplicación, 6- Defender la 
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hoy en día esencialmente los mismos que fueron establecidos por este líder. A diferencia 
que en la década de los setenta se empezó a cuestionar la educación impartida por la 
iglesia, entendida esta como un factor de aculturación, y se propuso la educación propia 
como el séptimo objetivo a alcanzar: Formar profesores indígenas para educar de 
acuerdo a su propia cultura y en su propia lengua. De tal manera que la evolución de la 
resistencia indígena pasa de manera rápida de un movimiento indígena a la de una 
organización con estructuras políticas. 
  
Si bien es cierto que el movimiento indígena del Cauca se ha alimentado de su histórica 
resistencia, realizada especialmente por el pueblo nasa (paéces) atendiendo a su 
legendaria identidad guerrera y rebelde, las condiciones históricas del departamento del 
Cauca fueron otro factor que contribuyeron al nacimiento de este movimiento indígena. 
 
1.2.1. Factores históricos del departamento del Cauca y la gestación del 
Movimiento social indígena 
 
Hacia la mitad del siglo XIX se presentaron en Colombia una serie de reformas 
económicas orientadas básicamente hacia una apertura de la economía nacional. Estas 
reformas iban en el sentido de insertar a Colombia en el comercio mundial como 
característica de un Estado moderno y la existencia de los resguardos ponía límites a la 
disposición de la tierra para aumentar la producción agrícola con el fin de exportarla.   
 
Hermes Tovar (1985) considera que el desarrollo económico de Colombia osciló después 
de 1810 entres dos modelos: uno, que luchaba por reconstituir los fundamentos 
coloniales de la economía nacional, y el otro que aspiraba a una ruptura de ese modelo 
para lograr un desarrollo económico moderno. O sea tradición contra modernidad. Las 
élites caucanas se han considerado como unos actores apegados a un orden colonial y 
poco afines a los valores republicanos. A gusto con la esclavitud, latifundistas, renuentes 
al cambio y sin ninguna conexión con grupos dominantes de otras zonas del país de 
aquellos días. Por ejemplo, la expedición de la Ley de Repartimientos de 1832 tuvo la 
                                                                                                                                                                
Historia, la Lengua y las Costumbres indígenas 7- Formar profesores indígenas para educar de acuerdo a su 
propia cultura y en su propia lengua 
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oposición de los terratenientes del Cauca que se consideraban afectados en sus 
intereses con la disolución de los resguardos ya que perdían las rentas del trabajo servil 
de los indígenas. El interés de los terratenientes del Cauca, alejados de la economía 
mercantil de mediados del siglo XIX, estaba en la fuerza de trabajo indígena, no en el 
despojo de sus tierras (Fernández, s.f: 8). 
Esta oposición al cambio se convertiría en un elemento clave que unido a la resistencia 
indígena, permitiría la conservación de gran parte de los resguardos, a pesar de todas las 
disposiciones que reiteradamente ordenaban su disolución. De esta manera, la 
aristocracia terrateniente caucana, con fuertes vínculos con la población indígena de los 
resguardos, a través de las relaciones de servidumbre, se constituyó en una barrera para 
la disolución de los resguardos en ese departamento contribuyendo a su conservación. 
Aunque, con el paso del tiempo, no fue posible resistir de una manera constante a la 
legislación que sobre la disolución de los resguardos se seguía dictando. 
 
Ya para la segunda mitad del siglo XIX, Jorge Orlando Melo (2002:186) explica que 
“hacia 1880 se estaba formando un nuevo tipo de empresario rural y urbano más 
ilustrado que el terrateniente tradicional, partidario del progreso tecnológico, dispuesto a 
ensayar nuevos cultivos, nuevas actividades productivas”.  …”pero, paradójicamente, 
este tipo de empresarios introduce una organización del trabajo aún más opresiva de la 
que exhibe el terrateniente “tradicional” y su carácter expansionista ponía en peligro los 
resguardos”. Nuevamente, el Estado apoya a estos empresarios y emite la Ley 55 de 
1905 y la Ley 104 de 1919 que incluso, fijó castigo para los indígenas que “estorbarán” la 
repartición de los resguardos y dictó medidas para que esta se acelerara (Castillo y al, 
2004). 
 
Pero en 1968, al comenzar a implementarse la Ley de la Reforma Agraria que terminaría 
de expropiar de los resguardos a los indígenas, ya en un contexto nacional e 
internacional más favorable a sus derechos, los indígenas del Cauca desataron el 
proceso de recuperación de sus tierras en alianza con las movilizaciones campesinas 
organizadas en el marco de la Asociación de Usuarios campesinos-ANUC. El movimiento 




En medio de esta dinámica y arrastrada por los acontecimientos comienza la génesis de 
la política educativa por iniciativa de la comunidad. Una construcción de política pública 
de abajo hacia arriba, (bottom - up) de la periferia al centro con el objetivo de crear una 
escuela propia a sus necesidades culturales, sociales y políticas. De ahí, que se 
considera que la génesis de las políticas públicas de educación indígena elaboradas por 
el CRIC es indisociable de la lucha por la recuperación de la tierra realizada en el seno 
del movimiento indígena del Cauca. 
 
Este movimiento ha pasado por diferentes etapas que muestran la influencia del contexto 
regional, nacional e internacional y sus repercusiones en el desarrollo de este movimiento 
y consecuentemente en el desarrollo de la política educativa indígena. De manera muy 
sintética se puede distinguir cuatro etapas. 
 
La primera etapa cubre casi toda la década de los 70, desde la creación del CRIC en 
1971, hasta 1978 y se caracteriza por la movilización social de los indígenas y de los 
campesinos que recuperan las tierras, abandonan la condición de terrajeros como 
reacción a la reforma agraria de 1968. Pese a la represión que desató el Estado ayudado 
por los latifundistas y la misma iglesia, los indígenas empezaron a visibilizarse como 
actores sociales en la región y en el país.  
 
La agudeza de la represión colmó las cárceles de los pueblos del departamento del 
Cauca y se debió acudir a abogados para la defensa de los indígenas detenidos y 
presos. Esta situación indujo al CRIC a la creación del Programa jurídico incluso antes de 
la creación del Programa de educación. Es en esta primera etapa que tuvo lugar la 
génesis y el desarrollo de las políticas públicas autónomas (bottom- up) fundándose el 
Programa de Educación Bilingüe-PEB. 
 
La segunda etapa es la década de los 80 caracterizada por la agudización del conflicto 
armado en Colombia, la represión contra el movimiento indígena y los movimientos de 
izquierda y la entrada en escena un nuevo actor social: el narcotráfico.  A pesar de esto el 
CRIC se fortaleció y en lo que respecta al tema de nuestro trabajo, las escuelas 
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indígenas aumentaron7 y la propuesta educativa se consolidó, esta vez articulándose al 
Estado.  
 
La tercera etapa corresponde a la década de los noventa cuando la organización 
indígena cosecha los frutos de sus luchas al ser reconocido el carácter multicultural y 
pluriétnico de la nación colombiana en la Constitución de 1991, lo que significó para los 
pueblos indígenas, entre otros derechos, el derecho a una educación diferenciada. Estos 
acontecimientos permitieron un cambio en la relación del movimiento indígena con el 
Estado, la confrontación va cediendo el paso a la concertación para la realización de 
proyectos que permitan el goce  efectivo de sus derechos. 
 
Y la cuarta etapa del movimiento indígena del Cauca a partir del año 2000 hasta hoy 
(2012) nos revela un mayor empoderamiento político que se manifiesta en la participación 
en  espacios de debates públicos como la Mesa Nacional Permanente de Concertación, 
en la elaboración de propuestas políticas, en su participación en las instituciones 
representativas del Estado y en el ejercicio de su autonomía política y territorial (no 
exento de problemas). Las políticas educativas en esta etapa ya elaboran propuestas 
para la educación superior indígena como el Programa de pedagogía comunitaria. Pero, 
al mismo tiempo el movimiento indígena y sus programas se encuentran en un contexto 
desfavorable por la adopción de los principios de economía de mercado por el Estado 
colombiano, ya que con esos principios prevalecen los criterios de eficiencia económica 
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2.1  Enfoque Conceptual 
 
El enfoque conceptual desde el que se realizará la génesis y el proceso de construcción 
autónoma (bottom-up) de las políticas públicas de educación para los pueblos indígenas 
del Cauca, es el propuesto, entre otros, por Pierre Muller e Yves Surel (1998). Sus 
planteamientos en relación con la génesis de políticas públicas, tomando en cuenta la 
multiplicidad de relaciones causales que influyen en la construcción de estos procesos, 
nos guiará para comprender el proceso sociopolítico e histórico que hizo posible la 
construcción de estas políticas. 
Muller y Surel (1998:56ss) explicitan que la génesis de las políticas no corresponde 
necesariamente a un proceso determinado por condiciones previsibles y reglas precisas. 
De una parte, señalan que cualquier tema puede ser, según circunstancias no previsibles, 
considerado como problema social que necesita de una intervención pública o sea del 
Estado. Cuando los indígenas del Cauca empiezan a dar una formación política a sus 
comunidades para que entiendan el sentido del levantamiento indígena en la década de 
los 70 para recuperar sus tierras, lejos están de imaginar que están gestando políticas 
públicas de educación indígena de manera autónoma. 
Por otra parte, argumentan los mismos autores, que el proceso de problematización de 
un tema por unos actores sociales y políticos debe pasar por una serie de “prismas” 
(1998:57) que permitirá percibir la situación como “anormal” o problemática. Esto significa 
que hay una tensión que se crea entre el ser y el deber ser. Lo que era “normal” en un 
momento dado, pasa a ser percibido por una serie de actores como “anormal”, es decir 
problemático. 
 
En este sentido, en relación a la política pública educativa para los pueblos indígenas, la 
diferencia entre la política oficial homogeneizante -lo que es- y lo esperado y propuesto 
por los pueblos indígenas en la materia, se ha ido ampliando, a medida que los pueblos 
indígenas del Cauca, a través del CRIC, reafirmaban sus particularidades sociales y 
culturales. Para ellos, la formulación de un derecho a una educación respetuosa de su 
cultura, a una educación propia, se convirtió en un elemento central, con el de la 
recuperación de las tierras, porque una educación construida por ellos mismos sería un 
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medio de fortalecimiento cultural y político para mitigar el proceso de aculturación 
realizado por la educación oficial. Claramente, en este caso se observa el conflicto 
creciente entre dos referenciales de política educativa. 
Muller (2006: 97ss) define el concepto de referencial como la imagen, la representación 
de la realidad sobre la que se quiere intervenir, construida por los actores sociales y 
políticos de un determinado sector. Este referencial se construye a partir de su visión del 
mundo sustentada en valores y normas. De modo que tenemos, de un lado, el referencial 
oficial, dominante, de una educación homogénea pensada para asimilar y construir una 
sola nación y, del otro, un referencial de política que se basa en la legitimidad para los 
pueblos indígenas de disponer de una educación que corresponde a sus  propios valores 
y normas. Los pueblos indígenas progresivamente construyeron y consolidaron un 
referencial de política que entra en contradicción con el referencial dominante, a través de 
una argumentación fundamentada, entre otras, sobre el creciente reconocimiento de los 
derechos de los pueblos otorgado por las Naciones Unidas. Entre ellos, el derecho, no 
solamente a una educación diferenciada, sino a su participación en la formulación y 
ejecución de sus propios programas de educación (Convenio 169, OIT, de 1989, art. 27, 
numeral 2).  De ahí, que el reconocimiento de la diversidad cultural como un patrimonio 
de la humanidad obliga a los Estados a repensar sus políticas públicas hacia los pueblos 
originarios asentados en su territorio. 
 
La construcción de estos referenciales va a necesitar de un poder argumentativo en las 
deliberaciones de políticas públicas, al cual deben apelar los pueblos indígenas del 
Cauca para defender sus propuestas educativas ante el Estado. Para analizar la 
importancia de la argumentación nos basaremos en Majone (1997). Este autor considera 
la argumentación como un elemento central de todo proceso de construcción de política. 
Majone (1997:57)  afirma que la política está hecha, ante todo, de palabras. De modo que 
la construcción de un referencial de política se basa en el desarrollo de argumentos que 
se inscriben en un discurso persuasivo (Roth, 2008). La diversidad de discursos en 
relación a un problema en particular pone en competencia distintas visiones del mundo. 
La competencia política consiste en intentar convencer al otro de la veracidad o bondad 
de un combate. La argumentación basada en una amplia información del problema 
permite mostrar el conocimiento de la situación por los actores que solicitan la 
intervención del Estado o el reconocimiento de sus propuestas políticas para solucionar el 
21 
 
problema aludido. A lo largo de casi 40 años, los pueblos indígenas del Cauca han 
estado construyendo sus argumentaciones para legitimar y legalizar, primero ante sus 
comunidades, luego ante el Estado, su política pública educativa. El argumento central se 
resume así: “la educación oficial, ya sea de parte de la iglesia o de parte del Estado, ha 
sido uno de los factores que más han contribuido al sometimiento y destrucción de 
nuestras culturas” (Cartilla del Programa de Educación Bilingüe e Intercultural, 2002:2). 
Más tarde este argumento será alimentado por el derecho a una educación propia 
apoyado en la legislación nacional e internacional. No obstante, siendo los indígenas un 
sector social marginado, sin recursos, ni capacidades de acceder a los dispositivos del 
poder para influir en la definición y posterior implementación de políticas públicas, 
necesitan, además del poder argumentativo, recurrir a formas de presión y visibilización 
tal como los paros, las movilizaciones, las marchas. De esta manera, amplían la 
audiencia y buscan mayor legitimidad a sus propuestas educativas. 
La evolución del rol de los indígenas como “hacedores” de políticas educativas propias a 
participantes e influyentes de políticas públicas de educación indígena, se puede explicar 
con los  conceptos de Muller (1997:105ss) respecto al rol de los mediadores. Este autor, 
afirma que los mediadores son los agentes que construyen el referencial de una política, 
que traducen la percepción del problema por parte de los grupos presentes en 
propuestas de soluciones apropiadas. En suma, son aquellos que ocupan una posición 
estratégica en el sistema de decisión al ser los agentes del cambio.  
De igual manera, para entender cómo logran los indígenas poner en la agenda política 
sus problemas en materia de política educativa, Kingdon (1984) con su modelo de 
ventana de oportunidades, nos permitirá analizar la estrategia política de los indígenas 
del Cauca, para detectar los momentos oportunos para presionar al gobierno y lograr 
captar su atención en un determinado problema. El modelo de la ventana de 
oportunidades (policy window) de Kingdon contiene tres elementos: las corrientes, el 
acoplamiento y los emprendedores. 
Las corrientes son tres, la corriente del problema, la corriente de la política pública (la 
solución) y la corriente política. Cada una de estas tiene una dinámica autónoma, según 
una lógica y calendario propio. La primera corriente es la de los problemas (problem 
stream). Se puede hablar de problema desde el momento que la gente esté convencida 
de que se puede hacer algo para mejorar una situación dada. En el caso de los indígenas 
del Cauca, sus comunidades están convencidas de la necesidad de desarrollar una 
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educación específica para ellos. Kingdon afirma que se puede evidenciar una situación 
problemática mediante datos como indicadores (tasa de desempleo elevada), los eventos 
(una catástrofe industrial) y los resultados de una evaluación.  
 
Independientemente, continúa Kingdon, se desarrolla la corriente de las soluciones, de la 
política pública (policy stream), donde numerosas alternativas propuestas por 
emprendedores de política circulan. Estas alternativas deben ser técnicamente posibles, 
compatibles con los valores dominantes de “los expertos en políticas públicas” (policy 
community). En el caso de la tercera corriente, la política (political stream), Kingdon 
afirma que los eventos evolucionan según reglas y calendarios propios de la vida política 
dinamizada por los cambios de la opinión pública, la política electoral, los cambios en el 
gobierno y la administración y las acciones de los grupos de presión (cabildeo, lobbies). 
 
Con el fin de analizar la acción de los indígenas para lograr que sus propuestas 
educativas entren en la agenda del gobierno acudiremos también a la definición de 
Kingdon sobre los emprendedores políticos como  actores que invierten tiempo, energía y 
recursos para promover una alternativa. Este autor afirma que los emprendedores deben 
ser líderes, tener capacidad de negociación y sobre todo ser perseverantes. Los 
emprendedores, continúa Kingdon, son aquellos que promuevan las soluciones todo el 
tiempo, ensayan una y otra vez para provocar el acoplamiento de las tres corrientes. La 
mayor parte de las veces fracasan, pero esperan y buscan siempre la oportunidad.  
 
Ahora bien, si la génesis de las políticas públicas de educación indígena tuvo lugar 
durante el proceso de recuperación de la tierra emprendido por el levantamiento indígena 
de principios de la década de los 70, esto lleva a acudir a la definición del territorio dada 
por Oslender (2008) como el sitio que sirve para “espacializar la resistencia”, como el 
lugar de las confrontaciones sociales, las cuales se agudizan cuando el espacio tiende a 
homogeneizarse o a eliminar las diferencias, y por reacción se busca un espacio 
diferencial. En este espacio se articula una multiplicidad de resistencias como una política 
concreta de espacio. El territorio es el lugar donde se construye identidad y se gestionan 
los movimientos sociales, afirma Oslender. Para el caso de los indígenas que recuperan 
su territorio este es el lugar de reconstrucción de una identidad de resistencia 
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fundamentada en la memoria colectiva8. De ahí que en el territorio apenas “liberado” se 
construyó la escuela indígena como génesis de las políticas públicas de educación desde 
las bases comunitarias, desde la periferia  hacia el Estado. 
 
Si abordamos, ahora los constantes obstáculos que encuentran los indígenas en la etapa 
de implementación de sus políticas educativas tanto con el Estado como con la población 
no indígena e incluso a veces con sus propias comunidades, la teoría de la desigualdad 
persistente desarrollada por Tilly (2000) nos permitirá comprender el origen de estos 
obstáculos. 
 
La implementación de las políticas educativas elaboradas por los indígenas genera 
rechazo por parte de muchos sectores de la población y de los actores políticos 
regionales y nacionales. Según Tilly (2000) la desigualdad persistente entre categorías 
sociales en el acceso a las ventajas que gozan los seres humanos es creada por las 
personas que controlan el acceso a recursos productores de valor para resolver 
problemas organizacionales acuciantes. Este sistema de distinciones categoriales al 
establecer - de manera consciente o no - sistemas de cierre, exclusión y control social 
facilita el manejo de las organizaciones. El establecimiento de estos límites tendrá más 
éxito, cuanto más estén incorporados a formas de desigualdad bien establecidas en el 
mundo circundante, a tal punto que, a veces, son considerados hasta esenciales tanto 
para los excluidos como para excluyentes. 
 
La persistencia de esta situación se explica, según Tilly, porque una vez establecida la 
desigualdad categorial se buscan los mecanismos al interior de las organizaciones para 
mantenerlas, asegurar la solidaridad, la lealtad, el control y la sucesión. Así como para 
monopolizar el conocimiento que favorece el uso provechoso de los recursos 
confiscados. 
Ante la normalización de la exclusión de los indígenas desde la invasión de América, 
cualquier derecho reclamado por estos pueblos es catalogado por la mayor parte de la 
                                                     
8
 En la escuela indígena del Cauca, estas nuevas relaciones con el pasado se articulan a las nuevas 
generaciones a través de textos escolares elaborados por el programa de educación en colaboración con la 
misma comunidad para darle a conocer las luchas de sus mayores para recuperar su tierra. 
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población, como rebelión al  orden social establecido. Más aún, si se trata de reclamar el 
derecho a administrar una  educación propia. Las manifestaciones, las declaraciones e 
incluso las confrontaciones físicas son instrumentos utilizados para que estas 
comunidades vuelvan a ocupar su categoría de excluidas que les fue asignada 
históricamente. 
 
Al mismo tiempo, esta teoría elaborada por Tilly (2000) nos sirve para explicar la rebelión 
de los indígenas. El autor afirma que las desigualdades persistentes deben su 
funcionamiento a las prácticas y las relaciones sociales históricamente acumuladas. O 
sea que los mecanismos causales cruciales subyacentes a la desigualdad categorial no 
consisten en sucesos mentales individuales, estados de conciencia o a acciones 
autónomas de sistemas sociales. Sino que actúan en los dominios de la experiencia 
colectiva y la interacción social. Los indígenas han comprendido estos mecanismos de 
exclusión y su reacción ha sido la de organizarse políticamente para cambiar esta 
desigualdad persistente, reclamando sus derechos, entre ellos los de crear sus propias 
“instituciones” y medios de educación. 
 
La característica bilingüe de la educación indígena nos va a permitir incursionar en el 
campo del lenguaje para analizarlo no solamente como elemento socializador, sino como 
elemento discriminatorio asociado a la misma población históricamente excluida. Para 
ello acudiremos a Bourdieu (1999), que en el mismo sentido de Tilly desvela los 
mecanismos de exclusión social, en este caso, a través del lenguaje. Según Bourdieu 
(1999) con el proceso de elaboración, legitimación e imposición de una lengua oficial, el 
sistema escolar cumple la función de fabricar similitudes de donde se deriva esa 
comunidad de consciencia, no sin antes, estableciendo un proceso de devaluación de 
dialectos, y modos de expresión populares para implantar la nueva jerarquía de usos 
lingüísticos y unificar el mercado de bienes simbólicos. La recuperación de la lengua 
indígena como condición sine qua non en el proceso de recuperación cultural se ve 
confrontada a la imposición y subordinación lingüística como otro medio de dominación. 
La imposición del español como lengua dominante y la lengua indígena subordinada. 
Esta jerarquía lingüística permitió la prohibición de su uso desde la escuela, cuyo 
resultado fue la desaparición de muchas de ellas.  
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Los diferentes usos de una lengua, nos recuerda Bourdieu, instauran relaciones de 
valoración entre lenguas diferentes, habladas por grupos políticos y económicos 
independientes. Todas las prácticas lingüísticas se valoran con respecto al modelo de las 
prácticas legítimas, las prácticas de los dominantes. Y esta concepción se encuentra 
todavía, tanto en los miembros de la sociedad hegemónica, como en los mismos 
indígenas que aún sienten vergüenza de hablar su propia lengua como resultado del 
trabajo educativo de denigración de las lenguas aborígenes realizado por la educación 
oficial. En consecuencia los intentos de recuperación de las lenguas indígenas al margen 
del patrón de las prácticas legítimas de los dominantes, en el marco de políticas 
educativas autónomas, se revela difícil especialmente a mediados de la década de los 
noventa con la expansión del modelo único cultural derivado de las políticas mundiales 
de economía de mercado donde las diversidades culturales encuentran menos margen 





























3.1. La imprevisibilidad en la génesis de políticas públicas 
 
Tal como lo afirman Muller y Surel (1998:56ss) la génesis de las políticas públicas no 
corresponde necesariamente a un proceso determinado por condiciones previsibles y 
reglas precisas. En el caso de las políticas públicas de educación indígena del CRIC, su 
génesis no fue el resultado de una planeación del movimiento indígena. Ellas se 
originaron en la dinámica del alzamiento indígena a principios de la década de los 70 
cuya máxima expresión fue la recuperación de sus territorios y ante la necesidad de 
capacitar políticamente a sus comunidades para que entienda las causas de este 
levantamiento. 
 
3.1.1 Génesis de las políticas públicas de educación indígena del CRIC 
 
Una educación específica para los indígenas como medio para reconstruir su identidad 
era uno de los objetivos del CRIC, pero su desarrollo se lo preveía después de haber 
logrado los objetivos más prioritarios como la recuperación de sus tierras y el abandono 
de la condición de terrajeros. Incluso el Formar profesores indígenas para educar de 
acuerdo a su propia cultura y en su propia lengua era el último de los siete objetivos 
planteados por el CRIC. 
La educación propia empieza a generarse en los espacios de discusión política del 
movimiento indígena donde los líderes y la comunidad discutían sobre la orientación 
política de este movimiento, las alianzas necesarias, las formas de defensa ante la 
represión desatada contra ellos. Los líderes capacitaban y enfatizaban en las razones por 
las cuales era necesario recuperar las tierras fundamentándose en la historia y en la 
legislación indígena para resaltar el derecho que tenían los indígenas sobre esas tierras 
como pobladores originarios pero que fueron usurpadas por el colonizador español. Por 
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ello, la historia y la legislación indígenas eran el núcleo de esta capacitación. “La 
formación política y organizativa de los dirigentes era una tarea prioritaria. La historia de 
opresión y resistencia es el principal tema de reflexión” (Caminando La Palabra de los 
Congresos del CRIC, 2009:19). Estos espacios de debate político se fueron ampliando 
hasta convertirse en un proceso de formación política en el marco de un programa para la 
comunidad. 
Luego, se pasó a una etapa de capacitación más participativa que revitaliza la tradición 
oral en una población a quien se le había negado la palabra. Lo que permitió conocer las 
necesidades de la comunidad. Se procedió a la elaboración de cartillas, del periódico 
Unidad Indígena que circulaba en todo el país con el fin de crear conciencia política, no 
sin antes ocuparse de la alfabetización de adultos que era una necesidad manifiesta para 
avanzar en este proceso (Bolaños et al, 2004). Esta capacitación política estimuló a los 
indígenas y a los cabildos que todavía no hacían parte del CRIC a sumarse a los cinco 
cabildos fundadores9 y se decide que los cabildos serán la estructura política que 
aglutinará estas luchas.  
De tal manera que la escuela indígena del Cauca nace de un objetivo de formación 
política y no de una intención pedagógica: “EL CRIC fue un movimiento de educación de 
masas no escolarizado” (Carlos Cortez en Bolaños et al, 2004:40) en medio del proceso 
de la recuperación de las tierras. De ahí que se puede afirmar que la génesis de la 
educación indígena en el Cauca es indisociable de la recuperación del territorio. 
Sin embargo, a medida que el movimiento indígena se ampliaba y se fortalecía, la 
represión también se agudizaba. Dos actores se confrontaban, cada uno defendiendo sus 
intereses. Los indígenas defienden sus derechos ancestrales: la tierra y su cultura; y los 
terratenientes con la ayuda del Estado regional defendiendo la tierra que sus 
antepasados usurparon a los indígenas y tratando de mantener la mano de obra indígena 
barata. Los asesinatos y las desapariciones de los líderes se sucedían día a día y las 
detenciones eran tan numerosas que las cárceles de los pueblos estaban repletas. Se 
debió crear en el CRIC un programa jurídico, para poder establecer un sistema de 
defensa y vaciar las cárceles de los detenidos indígenas. Además, la alteración del orden 
público en el departamento del Cauca provocado por el alzamiento indígena origina 
                                                     
9
 Cabildo de Toribio, San Francisco, Jambaló, Pitayó y Totoró 
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anormalidad académica en los territorios indígenas. El gobierno se abstiene de nombrar 
profesores y en las escuelas aumenta el rechazo hacia los niños indígenas donde “las 
profesoras eran las hijas de los terratenientes y maltrataban a los niños (indígenas) 
diciéndoles ladrones de tierras, comunistas” (GF-1-Profind, entrevista N°18). 
Estos acontecimientos imprevisibles impulsan a la organización política indígena (CRIC) 
a empezar a construir su propio programa de educación. Fue como si recuperar la tierra 
era recuperarlo todo. De ahí que es en medio de esta efervescencia de acontecimientos 
que tiene lugar de manera simultánea la recuperación de tierras y la génesis de las 
políticas públicas de educación indígena. 
 
3.1.2.  De la definición del problema a la evaluación y reelaboración de las 
políticas públicas de educación indígena 
 
Para entender la construcción autónoma de políticas públicas de educación indígena por 
el CRIC, apelaremos al modelo del ciclo de políticas públicas que presenta este proceso 
a manera de diferentes etapas que no son necesariamente consecutivas, sino que 
obedecen a una dinámica particular como en el presente caso en que las etapas se dan 
de manera simultánea. Roth (2004) establece cuatro etapas en la construcción de las 
políticas públicas : a) definición del problema y formulación de soluciones b) toma de 
decisión c) implementación de las políticas públicas d) evaluación de las políticas 
públicas. 
 
3.1.2.1  Definición del problema y formulación de soluciones 
La construcción de referenciales de educación 
 
Muller (2010) afirma que dada la complejidad del funcionamiento de la sociedad, para 
elaborar una política pública es necesario construir una representación, una imagen de la 
realidad sobre la cual se quiere intervenir. Esta imagen es lo que él denomina el 
referencial. Y con base en este referencial los actores sociales van a organizar su 
percepción del problema, confrontar sus soluciones y definir sus propuestas de acción. 
Cuando se procede a la definición del problema Muller y Surel (1998:56ss) aclaran que 
este debe pasar por una serie de “prismas” que permitirá percibir la situación como 
“anormal” o problemática. Esto significa que hay una tensión que se crea entre el ser y el 
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deber ser. Lo que era “normal” en un momento dado, pasa a ser percibido por una serie 
de actores como “anormal”, es decir, problemático. Cuando el movimiento indígena del 
Cauca a través del CRIC decide empezar a construir su propia educación es porque 
considera que la educación oficial es un problema. Se la considera entonces como un 
instrumento de dominación bastante eficaz que logró normalizar el rechazo de toda 
manifestación cultural indígena por considerarla inferior dando como resultado un alto 
grado de aculturación. Lo que intentan los indígenas como solución a este problema, es 
precisamente elaborar su propia educación para reconstruir su identidad cultural.  
Ya en su cuarto congreso en 1975, el CRIC, plantea a la ”educación como una 
herramienta importante para defender y revitalizar nuestra cultura, es necesario 
replantearla desde los propios intereses y necesidades comunitarias” (CRIC, 2009:22). 
Este enfoque o este “prisma” es opuesto al enfoque de la educación indígena del Estado 
vigente en esos tiempos, ya que la concebía como un medio para sacar del estado de 
“salvajismo” a esas “incipientes sociedades”10, desconociendo así cualquier valor a la 
cultura indígena.  
Siguiendo a Muller, se afirma que un referencial se construye a partir de una visión del 
mundo sustentada en valores y normas. El Estado en tanto que actor político construyó 
su referencial  con el fin de formular la política educativa para indígenas basado en los 
valores del evolucionismo cultural que imperaban en el siglo XIX. El evolucionismo 
cultural concibe un desarrollo humano lineal que se dirige hacia un solo modelo que es la 
cultura occidental. Con este enfoque, las otras culturas se las considera solamente 
“estados” previos a este modelo y se niega la validez a otras culturas.  
 
El referencial que se construyó para la política de educación indígena legitimaba todos 
los medios utilizados en las instituciones educativas para erradicar cualquier 
manifestación de la cultura indígena, y en particular el uso de la lengua. De su parte, los 
indígenas del Cauca empiezan a construir progresivamente su referencial de políticas de 
educación partiendo de la crítica de la educación convencional que por su carácter 
homogeneizante desconoce y desvaloriza la cultura indígena. Pero, la crítica parte de la 
utilización de la educación como instrumento de dominación política – a través de la 
                                                     
10
 Ley 89 de 1890…“…determina la manera como deben ser gobernados los salvajes que vayan 
reduciéndose a la vida civilizada por medio de Misiones” (Cartilla de Legislación Indígena, 2005:137) 
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iglesia como actor encargado de impartirla – que vehicula valores y normas sociales para 
facilitar la desestructuración social y cultural de estos pueblos indígenas y poder así 
mantenerlos en posición de subordinación. Por ello, al construir una educación propia el 
propósito es invertir a su favor el rol de la educación, es decir convertir la educación en 
un instrumento político para cambiar las relaciones de poder o al menos equilibrarlas. Ya 
Gramsci (1998: 82-84) había anotado que la educación puede ser tanto un espacio de 
imposición de la ideología del Estado como de confrontación y transformación de la 
misma.  
La nueva educación indígena también debe ser un medio para reconstruir su identidad. 
“Casí siempre se encuentra en el referencial un componente de identidad 
extremadamente fuerte, en la medida en que fundamenta la visión que un grupo se da 
con respecto a su lugar y su papel en la sociedad” (Muller, 2003:124). Pero, cuando los 
indígenas construyeron el referencial de educación, aún no tenían una identidad, ni un 
lugar, ni un rol definido en la sociedad, apenas se encontraban en la búsqueda de medios 
para lograrlo, entre ellos la recuperación de sus tierras y la construcción de sus políticas 
educativas. De ahí que la construcción de estas políticas va a requerir de un doble 
esfuerzo porque parte de un referencial donde el componente identitario es aún débil y 
además contiene valores opuestos a los del referencial de la educación convencional que 
establece relaciones de poder que no son fáciles de cambiar. Lo que buscan los 
indígenas por medio de la educación es comenzar un proceso de re-significación de su 
lugar y su rol en la sociedad. Esta re-significación exige como prerrequisito la 
reconstrucción de la identidad perdida que comienza con el hecho de la recuperación de 
sus tierras como un acto de resistencia contra aquellos que los desposeyeron de ella. 
Afirmando con este hecho al territorio como el lugar de reconstrucción de identidad de 
resistencia y desde donde se gestiona su movimiento social como lo afirma Oslender 
(2008). Y la manera de reconstruir esta identidad va a ser a través de una educación 
concebida por ellos mismos para reafirmar su diferencia cultural (negada por la educación 
convencional) que los encamina a construir una nueva imagen de lo indígena ante la 
sociedad hegemónica. 
Una de esas diferencias culturales que trataban de recuperar era la lengua. Por ello a la 
educación le dan el carácter bilingüe (para aquellos pueblos indígenas que no la habían 
perdido) para sustentar aún más su identidad. El bilingüismo se incorpora en el 
referencial de políticas educativas como elemento de revaloración de sus lenguas 
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desvalorizadas por el sistema educativo convencional que prohibía su práctica legitimada 
en la concepción de que las lenguas de los indígenas eran “lenguas de salvajes” para 
imponer el castellano considerada “lengua de civilizados”.  
En 1973, cuando se realiza el tercer congreso y solamente dos años después de fundado 
el CRIC ya se planteaba la necesidad de recuperar las lenguas indígenas como parte 
esencial de la reconstrucción de su cultura (CRIC, 2009). El bilingüismo como 
característica del referencial de educación se manifiesta durante el Quinto Congreso del 
CRIC, en 1978, como una educación bilingüe para fortalecer la dimensión política y 
cultural de la organización indígena (CRIC, 2009). Sin embargo, como se verá más 
adelante esta jerarquización lingüística persistirá a lo largo de los casi cuarenta años de 
construcción de las políticas educativas de los indígenas del Cauca, dificultando 
mantener su carácter bilingüe.  
De modo que tenemos, de un lado, el referencial oficial, dominante, de una educación 
homogénea pensada para asimilar y construir una nación culturalmente uniforme, y del 
otro, un referencial de política de educación que atienda a la característica pluricultural de 
Colombia (con los afrocolombianos, los rom y los raizales) legitimando una educación 
que corresponda a los valores y normas de los habitantes indígenas del territorio 
colombiano. Con la existencia de estos dos referenciales opuestos se empieza a fundar 
las primeras escuelas indígenas y el Programa de Educación Bilingüe - PEB. 
 
 
3.1.2.2  Toma de decisiones: Fundación de las primeras escuelas indígenas 
y del Programa de Educación Bilingüe – PEB 
 
…Nosotros con los abuelos y la comunidad nos pusimos a pensar, porque también se 
hablaba en las asambleas y en los congresos y así se enseñaba, que la recuperación de 
la tierra no era suficiente, que había que hacernos pueblos fuertes, grandes como se 
dice. Entonces, en las reuniones salió la idea de que era necesario crear una escuela con 
el esfuerzo de todos (Álvaro Tombé en Bolaños et al, 2004:43)  
Esas escuelas siguiendo el referencial ya construido, debían ser diferentes a las escuelas 
convencionales manejadas sobre todo por la iglesia. Se necesitaba una escuela donde el 
aprendizaje se enmarque en una ideología que valore a los indígenas en su diferencia 
para comenzar la reconstrucción de la identidad y “en donde el niño indígena no sea 
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maltratado, ni humillado  “Cuando yo iba a la escuela se burlaban porque iba sin zapatos 
y no podía hablar bien el español, me tiraban pepas” (Entrevista N°22)  y en donde el 
maestro no represente el autoritarismo del saber sino que sea asequible al estudiante 
(Entrevista N°18).  
De tal manera que se procede a fundar las primeras escuelas indígenas. Se asiste a un 
caso de construcción de políticas educativas desde la base comunitaria, desde “la 
periferia” hacia el centro de poder. Se busca las soluciones a los problemas en el lugar 
más concreto a donde aparecen o, como lo señala Elmore (1982:19) la implementación 
se sitúa en el lugar más bajo de la jerarquía. “Cuanto más próximos estemos de la fuente 
del problema, mayor será nuestra capacidad de influenciarla, y la capacidad de sistemas 
complejos para resolver problemas no depende de su control jerárquico sino de llevar al 
máximo la discrecionalidad hasta el punto en que el problema sea más inmediato”. En 
base a la proximidad del problema y apelando a su discrecionalidad los indígenas 
establecen tres criterios para fundar sus primeras escuelas: a) sitios que mostraban una 
fortaleza cultural y que podían ser los orientadores para las otras comunidades, b) 
lugares donde la cultura y en especial la práctica de la lengua estaba en descenso, pero, 
los procesos de recuperación de tierras exigía que la educación ayudara a cohesionarlos 
y c) sitios donde se estaba perdiendo totalmente la cultura y era necesario recuperarla 
(Bolaños et al, 2004:46).  
La fundación de la escuela de La Laguna de Siberia en el municipio de Caldono, que 
encaja con el segundo criterio, es una muestra de la estrecha relación entre la génesis de 
la política de educación indígena del CRIC y las luchas por recuperar la tierra. “En este 
territorio multiétnico, se presentaba un alto riesgo de pérdida de la lengua Nasa Yuwe, 
pero, ahí se libraron fuertes luchas de los terrajeros contra los terratenientes para 
recuperar la tierra de los resguardos” (Entrevista N°18). 
Atendiendo a los criterios mencionados se fundaron cinco escuelas: en el Chimán-La 
Marquesa (municipio de Silvia), el Cabuyo (Tierradentro), Vitoyó (municipio de Jambaló), 
Potrerito (municipio de Toribío), el Canelo (municipio de Popayán) y la Delicias (Buenos 
Aires). Y ya para 1978 se formaliza en la estructura del CRIC esta experiencia creando el 
Programa de Educación Bilingüe durante el Quinto Congreso con el propósito de 
fortalecer la organización política y culturalmente como fundamento de la autonomía y un 
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proyecto educativo acorde con los intereses y necesidades de los pueblos indígenas 
(Memorias  de los Congresos del CRIC, 2009:27). De esta forma se acelera el desarrollo 
del séptimo objetivo de la plataforma de lucha del CRIC: formar profesores indígenas 
para educar de acuerdo a su propia cultura y en su propia lengua.  
Luego de fundadas las escuelas y el Programa Bilingüe de Educación –PEB - como 
instrumento de las políticas educativas indígenas, las propuestas curriculares y 
metodológicas, así como sus objetivos se elaboraron en largas discusiones comunitarias 
en las que participaron colaboradores no indígenas, como antropólogos, sociólogos, y 
profesores universitarios. Estos debates se ampliaban se comparaban y se evaluaban en 
las asambleas y congresos que son los espacios de deliberación de esta organización 
indígena. 
  
3.1.2.3  Implementación y evaluación de las políticas públicas de  educación 
indígena   - Nueva escuela y otro tipo de profesor 
 
La implementación es sin duda la fase más crucial del ciclo de políticas públicas donde 
las ideas se ponen en práctica. Es el momento de la  ejecución, aplicación o puesta en 
marcha de lo programado. La implementación de las políticas públicas también conlleva 
una reformulación para realizar los ajustes necesarios impuestos por la práctica concreta 
donde aumentan los obstáculos ocasionados por el juego de intereses de la multitud de 
actores. 
En el caso de la implementación de las políticas de educación indígena se facilitaban por 
cuanto se realizaban en la efervescencia del movimiento indígena donde la mística del 
militantismo facilitaba encontrar siempre soluciones y se empezó con una pequeña 
cobertura (seis escuelas). Además, el encontrarse en el lugar más próximo donde se 
origina el problema, permite encontrar soluciones más adecuadas (bottom-up) que si las 
diseñaran personas extrañas al lugar y desde los dispositivos centrales del poder con 
desconocimiento del contexto (top-down). Y ya se contaba con el apoyo de una 
“estructuras político administrativa” el Programa de educación bilingüe – PEB haciendo 
parte del entramado estructural del CRIC. Pero, en esta joven organización política  
donde se construye de manera autónoma políticas públicas de educación indígena no 




Dado que la construcción del CRIC también se logró por el apoyo de actores sociales 
externos a los indígenas como académicos y militantes de izquierda que asesoraban al 
movimiento indígena, las divergencias se presentaron entre estos asesores que 
representaban a dos sectores. Uno, el sector denominado “los solidarios”, integrado por 
personas vinculadas a la academia, muchos de ellos profesores de la Universidad 
Nacional y de la Universidad del Valle11.  El otro sector estaba integrado por profesionales 
y técnicos vinculados a la izquierda que habían trabajado con el INCORA y que habían 
impulsado la creación del CRIC12 (Entrevista N°18). 
  
Pero demos la palabra a uno de los protagonistas de esos acontecimientos, Luis 
Guillermo Vasco  “…El resultado inicial fue una cartilla escrita en castellano y titulada 
“Historia Política de los Paeces”. En el momento de su aparición, para no hablar de su 
contenido, el mero título fue como una bomba que estremeció los medios intelectuales 
relacionados con el movimiento indígena y a los historiadores de la academia, pero 
también a los dirigentes del Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC). En ese 
entonces no se aceptaba que los indios tuvieran una historia propia; si acaso, una 
“historia fría”, como repetían algunos antropólogos. Y mucho menos que tuvieran una 
existencia política, ni que la hubieran tenido en el pasado. Incluso, durante un buen 
tiempo, los dirigentes del CRIC y sus colaboradores afirmaron que el movimiento 
indígena era de carácter gremial y por lo tanto sus reivindicaciones eran también 
gremiales. De ahí que hablar de historia política para referirse a las sociedades indias era 
poco menos que una blasfemia, tanto que, por haberla presentado en el IV Congreso del 
CRIC, realizado en Coconuco en 1978, su autor fue retirado de tal Congreso, pese a las 
protestas de un buen número de los participantes indígenas, en especial de los paéces 
de Jambaló y de los guambianos.”13 
 
Estos dos actores “los solidarios” – los académicos – y los “colaboradores” – los 
militantes de izquierda- defendían cada uno su concepción sobre el actor principal: los 
indígenas. Al ser irreconciliables estas dos concepciones se originó una división del 
naciente movimiento indígena. El primer sector, los solidarios, apoyó la creación de una 
                                                     
11
 Entre las personas que integraron el movimiento de los “solidarios” se encontraban Victor Daniel Bonilla, 
Maria Teresa Findji, Javier Fayad y Luis Guillermo Vasco. 
12
 Graciela Bolaños, Pablo Tatay, Edgar Londoño, Luis Angel Monroy, Jorge y Henry Caballero, entre otros. 
13
 Vasco, Luis Guillermo.  Los Solidarios con las luchas indígenas.  En www.lugiva.net  
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organización denominada Autoridades Indígena del Suroccidente (AISO), germen de la 
actual organización AICO. El segundo sector continuó en el CRIC y participó de la 
creación de la Organización Nacional Indígena de Colombia -ONIC y del grupo armado 
Quintín Lame, desmovilizado en 1991. El movimiento AISO en el Cauca estaba 
compuesto en sus inicios por los cabildos de Jambaló, Guambía, La Paila, Jebalá y 
Novirao, a todas luces minoritario en relación con los cabildos agrupados en el CRIC. 
 
Este contexto nos muestra la pluralidad de actores y de concepciones presentes en la 
construcción de las políticas educativas indígenas. Por fortuna la división del CRIC, no 
influyó en estas políticas educativas. Y con el apoyo de estos actores externos los líderes 
indígenas, los padres de familia, los ancianos, los thé walas (médicos tradicionales) 
conocedores de las necesidades de la comunidad tratan de definir el tipo de escuela, la 
metodología, los currículos y el tipo de profesor que necesitaba esta propuesta. En estos  
debates se exponían toda una variedad de argumentos para imaginar la nueva escuela 
basándose en una re-conceptualización de la educación convencional (Bolaños et al, 
2004).  
 
No obstante, las dificultades de la implementación de toda política pública se hacen 
presentes. Muller (2003) afirma que no es siempre fácil de delimitar las fases de las 
políticas públicas porque una política consiste en modificar el entorno y la percepción de 
los actores implicados y desde ahí su conducta en relación a esa modificación que 
introduce la política pública. Modificar el entorno y la percepción de los actores implicados 
(incluidos los mismos indígenas) no es tarea fácil. La resistencia al cambio de modelo 
educativo es mayor cuando ha sido presentado como modelo único y mejor. Además la 
modificación del juego de poderes de la iglesia y del Estado en el manejo de la educación 
indígena perturba el establecimiento del orden de las categorías sociales donde están 
definidas las categorías excluidas, como lo afirma Tilly (2000). Los indígenas como 
categoría históricamente excluida se atrevían a cuestionar ese orden establecido e 
incluso pretendían construir sus propias políticas educativas. La resistencia de los actores 
a quien se le toca sus intereses se convierte en otro obstáculo para la implementación de 
estas políticas. 
La iglesia era un actor social predominante en la oposición, primero a la rebelión de los 
indígenas y luego a la construcción de políticas autónomas de educación. Su monopolio 
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sobre la educación indígena disminuía poco a poco, la dificultad para cambiar su 
percepción sobre los indígenas de un actor sumiso, fácil de “civilizar” a través de la 
evangelización, a un actor rebelde que lucha por reconstruirse como actor social y 
político, le impide entender este proceso de emancipación de una población excluida. 
Además sus intereses económicos se vieron afectados porque los indígenas también 
recuperaron tierras que eran de su propiedad14. La iglesia era en esos momentos una de 
las mayores propietarias de tierras no solamente en el Cauca sino en Colombia. Y en 
cuanto a su poder político este se ejercía en alianza con el Estado a través del 
Concordato de 1887 vigente hasta mediados del siglo XX. Su influencia se desplegaba a 
todos los aspectos de la vida social y política, especialmente en la educación en general 
y la de los indígenas en particular. En alianza con la gobernación del Cauca, integrada 
por los mismos terratenientes quienes a su vez tenían gran influencia sobre el Estado 
central en donde también se encontraban un buen número de ellos, organizaban la 
represión del movimiento indígena.  
La presencia de los terratenientes del Cauca  (de los cuales hubo presidentes de 
Colombia como Tomas Cipriano de Mosquera, Guillermo León Valencia) en los 
dispositivos del poder regional y central se explica por la importancia que tenía el Gran 
Cauca, la provincia más grande y rica de los Estados Unidos de Colombia desde 1857 
hasta 1886 que incluía lo que ahora es departamentos de Nariño, Valle, Chocó, Caquetá, 
Guainía, Vaupés, Amazonas, Guaviare. 
 
De tal manera que la magnitud del poder de los actores sociales con quien se 
enfrentaban los indígenas para lograr autonomía en la implementación de sus políticas 
educativas revela la complejidad de este proceso. Esta complejidad aumenta también por 
el desconocimiento del cómo hacerlo. A pesar de tener bien definido el problema “una 
educación como elemento desestructurante de las culturas indígenas” y planteada la 
solución “una educación construida por ellos mismos para reconstruir su identidad y 
fortalecerse políticamente”, el trazar nuevos caminos por una población que no tiene los 
elementos conceptuales ni la experiencia no es tarea fácil. 
                                                     
14
 La finca Cobaló de propiedad de la Arquidiócesis de Popayán fue recuperada a la fuerza por los indígenas 
Kokonucos en el resguardo del mismo nombre y causó un enorme escándalo mundial a mediados de los 
años setenta. Galeano(2006)    
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Autores como Aaron Wildavsky (1980) consideran que los procesos de implementación 
deben ser considerados como procesos en constante redefinición de objetivos y de 
reinterpretación de los resultados, es decir como una evolución, como un proceso de 
aprendizaje. El mismo autor afirma que los enfoques clásicos –la mayor parte de los 
enfoques –top- down- no son adecuados porque conciben la implementación como si 
fuera de una vez por todas, sin considerar que este es un proceso reiterativo sin fin. 
    
En este laboratorio de aprendizaje se escogió como estrategia  pedagógica el método 
inductivo. A partir de la observación de la realidad se construye la teoría. Esto disminuía 
el carácter memorístico del aprendizaje. El ejercicio de aprendizaje se hacía al aire libre 
convirtiendo la naturaleza en aulas. Esta práctica, después de casi cuatro décadas, aún 
se conserva aprovechando el espacio con que cuentan las escuelas en el campo. Pero, 
según algunos observadores, esto se ha convertido en una práctica distractora para los 
niños y “los profesores aprovechan para no hacer nada”. Lo que podría revelar la falta de 
profesores formados en este método pedagógico. 
 
El maestro era otro actor a quien se lo consideraba también en proceso de aprendizaje 
(Bolaños et al, 2004:54). A ese propósito Muller (2003:72) afirma que “la implementación 
de la política pública es, con frecuencia, un puro ejercicio escolar”. Sin embargo, para 
algunos críticos esto revela la incapacidad de los indígenas que “experimentan sin saber 
qué tipo de pedagogía siguen”, “no tienen una propuesta educativa clara” (Entrevista 
N°6). La imagen de incapaz de los indígenas persiste en el imaginario  colectivo. 
 
El académico Pedro Cortez que colaboró en los primeros tiempos de esta política afirma 
que en términos pedagógicos, esta visión implicaba un giro en la metodología…”No había 
alfabetización, no había áreas, era más bien una visión crítica de la escuela oficial” (en 
Bolaños et al, 2004:54). Por ejemplo, en sus inicios, los encuentros de los niños con los 
profesores eran un conversatorio. Los niños hablaban de lo acontecido en su hogar, en la 
comunidad (Bolaños et al, 2004), induciéndolos a hacerlo en su propia lengua, aunque 
con cierta dificultad por el peso de la prohibición de expresarse en lengua indígena. Era 
la manera de empezar a articular la escuela con la comunidad.  
Evidentemente, la implementación de una nueva escuela requirió también de un nuevo 
tipo de profesor. Los indígenas decidieron que ellos mismos debían y podían ser los 
38 
 
profesores. El problema radicaba en que estas comunidades sufrían de un alto grado de 
analfabetismo en comparación con el resto de la población colombiana. Pero esto no 
constituyó un obstáculo, aunque sí generó largas deliberaciones. En esos primeros 
tiempos las condiciones para ser profesor eran solamente las de saber leer y escribir, es 
decir haber cursado dos o cinco años de escuela, ser bilingüe y líder de su comunidad. 
Con la condición de ser bilingüe se facilitaba alcanzar el objetivo de empezar a recuperar 
las lenguas indígenas. 
En las deliberaciones que provocó la escogencia del tipo de profesores para implementar 
su nueva educación se manifestaban diferentes argumentos. Aquellos que exponían las 
limitaciones a la se confrontarían estos profesores y los que argumentaban que era 
posible hacerlo. La existencia de diferentes percepciones de un mismo problema 
evidencia la importancia de la argumentación como característica del universo de la 
deliberación pública. Majone (1997) considera la argumentación como un elemento 
central de todo proceso de construcción de política. Él afirma que la política está hecha, 
ante todo, de palabras y la argumentación política tiende a equiparar lo deseable con lo 
posible (Majone 1997:57). Por ejemplo ante las dudas de escoger indígenas con escasa 
formación pedagógica, pero hablantes del nasa yuwe, se argumentaba…"eso se 
aprende, eso desde allí tiene que hacerse, porque si van ya maestros formados, eso no 
va a ser posible desarrollar algo nuevo” (Bolaños et al, 2004:55). 
Este argumento se basaba en la evidencia y en un amplio conocimiento de la situación 
problema. Los indígenas conocían bien su problemática (una educación que negaba su 
cultura y era un instrumento de dominación) y por lo tanto sabían el tipo de solución que 
necesitaban: una escuela propia construida por ellos mismos y que responda a sus 
necesidades culturales y políticas, aunque para esos primeros momentos aún no se tenía 
claro el contenido. Por lo tanto era una escuela experimental con profesores indígenas 
que también experimentaban. Y a pesar de tener solamente nociones de lecto-escritura y 
sin formación pedagógica, su conocimiento de la dinámica comunitaria y su bilingüismo 
eran condiciones que contribuían a alcanzar los objetivos que perseguían estas políticas. 
De tal manera que ese argumento era persuasivo. Si bien el escaso nivel académico con 
que contaban los primeros profesores bilingües era compensado por el conocimiento de 
las necesidades de la comunidad, esto no era comprendido –ni es - por la sociedad 
mayoritaria. De ahí sus afirmaciones: “El nivel es muy bajo porque los profesores ni 
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siquiera saben escribir una carta a la Secretaría de educación”,  “No saben ni siquiera 
hablar español, qué van a poder enseñar” (Entrevista N°4). Más tarde, este desafío 
asumido por los indígenas se iba poco a poco solucionando con la formación pedagógica 
de estos profesores. 
 
La formación de los nuevos profesores la realizó el programa de educación del CRIC en 
la modalidad de talleres. El núcleo de esta capacitación lo conformaban los temas de 
política, pedagogía, legislación indígena, historia de las comunidades. Más tarde se 
elaboró en concertación con la comunidad un Plan de Formación Básica que contenía los 
procesos de socialización y desarrollo del niño, diagnóstico de la educación escolarizada 
en el contexto de la resistencia organizada e integración de la lingüística a los currículos. 
También se diseñaron  cartillas, videos, audio, útiles tanto para profesores como para los 
estudiantes (Bolaños et al, 2004:57). Con el tiempo, ciertas escuelas como la de La 
Laguna de Siberia y de López Adentro lograron un avance en este proceso educativo y 
se convirtieron en centros de formación donde iban los profesores de otros resguardos a 
capacitarse. 
  
Como toda política pública, la política de educación de los indígenas tiene un carácter 
experimental, por ello se estableció la evaluación de esta escuela cada dos meses. Esta 
frecuencia evaluativa permitía hacerle los reajustes y las correcciones necesarias. 
La evaluación entendida como un proceso que permite “conocer y medir los efectos 
propios de una política” (Corcuff,1993) en Roth (2004:192-194) se realizaba de manera 
continua y simultánea a la implementación de la propuesta educativa, con la comunidad, 
sus líderes, ancianos y thé walas. El programa de educación bilingüe del CRIC 
compuesto por un equipo interdisciplinario de colaboradores académicos no indígenas 
participaba en estas evaluaciones. La pluralidad de estos debates ejercitaba el debate 
democrático y permitía hacer las correcciones necesarias a esas políticas educativas. 
También se generaba una responsabilidad colectiva en la construcción de estas 
propuestas. De tal manera que estas evaluaciones se convertían en foros en donde se 
exponían los problemas y se reflexionaba para buscar la solución. Roth (2004:149) afirma 
que “una evaluación continua tiende a ser más amplia que el monitoreo por ser concebida 
como un instrumento que suministra información permanente para ajustar continuamente 
tanto los objetivos como los medios y los procesos de una política”. 
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En estas evaluaciones se recomendaba investigar las necesidades locales y regionales 
para ligarlas a la educación y fundamentar la educación en el reconocimiento de las 
lenguas, historia indígena y usos culturales. En un estado más avanzado de la 
construcción de la nueva escuela indígena, los Cabildos que ya estaban fortalecidos 
participaban tanto en la evaluación de los maestros como en la toma de decisiones de la 
implementación de esta nueva escuela.  
Por su parte, el Programa de Educación siendo parte de la estructura del CRIC y al 
considerarse uno de sus pilares fundamentales del proyecto político organizativo del 
CRIC (Bolaños et al, 2004:66), era evaluado por las asambleas y los congresos. En estos 
mismos espacios los niños participaban en comisiones especialmente creadas para 
evaluar este nuevo proceso educativo. Las recomendaciones de tres Congresos, 
resultado de evaluaciones de la comunidad, nos muestran la permanente preocupación 
de seguir construyendo la escuela atendiendo a las necesidades de la comunidad para 
que esta sea el medio a través del cual se reconstruya la identidad cultural. Más tarde, se 
manifestó la necesidad de integrar la producción agrícola a la escuela.            
 
Sexto Congreso, Toribio, 1981: las escuelas deben encargarse de 
fortalecer las culturas y enseñar la historia, atendiendo al conocimiento de 
los mayores y de los líderes. 
Séptimo Congreso, Caldono, 1983: se recomienda que la educación debe 
tener en cuenta la producción (agrícola) para que los niños y los jóvenes 
contribuyan a proteger la naturaleza. También se recomienda la 
articulación de la producción (agrícola) en las escuelas a las enseñanzas 
de los thë walas (chamanes). 
Octavo Congreso, Tóez, 1988: Se recomienda intensificar el uso oral y 
escrito de las lenguas autóctonas y fundamentar la educación desde los 
criterios de identidad y participación comunitaria. Igualmente debe 
intensificarse el proceso de formación de maestros indígenas. (CRIC, 
2009: 31, 37 y 43) 
 
Así que la escogencia de esta continua evaluación resultó ser la apropiada porque se 
aplicaba en un caso en que existía gran incertidumbre sobre los efectos de una política y 
porque permitía consolidar el programa de educación bilingüe. No obstante, a medida 
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que se avanzaba en estas políticas educativas, los padres de familia manifestaban sus 
dudas y continuaban asociando la educación a la convencional (Bolaños et al, 2004).  
Esta actitud es comprensible en la medida en que se trataba de modificar el entorno y 
cambiar la percepción forjada durante más de cien años y que dejó huella en el espíritu 
de muchos  indígenas. Se trataba de modificar las representaciones dominantes en 
cuanto al tipo de profesor, al contenido y sobre todo al valor de “superioridad” asignado a 
la educación convencional. Aunque era un modelo educativo autoritario que legitimaba la 
subordinación de los indígenas, esta subordinación ya se encontraba “normalizada” en 
las comunidades indígenas, pero ese era el único referente que conocían.  
El cambio a una nueva política siempre encuentra resistencia porque implica cambios en 
el referencial, cambio en los valores dominantes, afirma Muller (2003). “Incluso esta 
percepción subsiste aún ahora, en algunas comunidades” (Entrevista N°18). Algunos 
líderes e incluso profesores indígenas prefieren matricular a sus hijos en otras escuelas 
“porque allá hay más disciplina y aprenden más cosas para poder defenderse afuera” 
(Entrevista N°16). 
  
Pese a las dificultades inherentes a la construcción de políticas públicas en general y de 
las políticas públicas educativas en particular, estas siguieron su desarrollo de manera 
autónoma desde las bases comunitarias - en algunos resguardos y en algunas escuelas. 
En una etapa más avanzada la redefinición de objetivos y la reinterpretación de 
resultados llevaron a presionar ante el Estado la legalización de estas experiencias que 
sirvieron de marco a la normatividad de la educación de todos los indígenas de Colombia. 
 
  
3.2. Desarrollo de las políticas educativas del CRIC y su reconocimiento por 
el Estado 
  
¿Por qué las políticas de educación indígena construidas por el CRIC son reconocidas 
por el Estado a pesar de la existencia de dos referenciales opuestos? 
 
Desde finales de la década de los sesenta, en el mundo se han producido cambios 
sociales y políticos donde los derechos humanos amplían su difusión y la población 
adhiere cada vez más a este imperativo democrático. En la ampliación de estos derechos 
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se reconocen los derechos de las diversas culturas y se propende por la construcción de 
naciones pluriculturales.  
Ese contexto también permitió el desarrollo de movimientos sociales, sindicatos y 
organizaciones de izquierda para reclamar los derechos de los excluidos. El movimiento 
social indígena del Cauca está inmerso en este contexto y además se apoya en una 
legislación internacional como los dos Pactos fundamentales de la ONU de 1966, el de 
Derechos Civiles y Políticos y el de Derechos económicos, sociales y culturales, DESC15, 
de carácter vinculante para reclamar sus derechos, entre ellos el de una educación 
diferencial atendiendo a sus especificidades culturales. Estos pactos hacen eco a las 
concepciones del relativismo cultural que reconoce la diversidad cultural per se y no en 
comparación con otras culturas.  
El Estado colombiano también se encamina hacia este proceso de reconocimiento de los 
derechos de los pueblos indígenas. Pese a que el final de la década de los setenta 
(época en que se legalizan experiencias educativas realizadas por los indígenas), el 
Estado se caracteriza por la intensificación de la represión contra los movimientos 
sociales. La presidencia de Julio César Turbay Ayala logra hacer aprobar el “estatuto de 
seguridad” como instrumento para desatar una ola de represión contra la izquierda 
colombiana. Represión a la cual el CRIC no escapa. 
En el departamento del Cauca los territorios indígenas son militarizados y los líderes 
deben actuar en la clandestinidad, con el agravante que en este departamento los 
latifundistas y la iglesia coadyuvan al Estado en esta represión. Sin embargo, el CRIC se 
fortalece con la adhesión de nuevos cabildos16 y la creación de nuevos programas como 
el de Recursos Naturales, de Comunicación y el de Educación. Además otro objetivo se 
añade a los siete existentes: Fortalecer las organizaciones económicas comunitarias. Así 
que en medio de una situación de proliferación de movimientos sociales, de 
intensificación de la represión y del desarrollo organizativo del CRIC, el Estado empieza a 
realizar cambios en su referencial de educación. 
Es así como desde 1976 se empieza a cambiar la normatividad para reestructurar la 
educación y reorganizar el Ministerio de Educación Nacional. El Decreto número 
                                                     
15
 Los cuales consagran en su artículo primero, el derecho a la libre determinación de los Pueblos 
(CENCOIN, 2007) 
16
 A finales de la década de los setenta 36 cabildos formaban parte del CRIC. CRIC (2009).  
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088/1976 afirma en su Artículo 11: “Los programas regulares para la educación de las 
comunidades indígenas tendrán en cuenta su realidad antropológica y fomentarán la 
conservación y la divulgación de sus culturas autóctonas. El Estado asegurará la 
participación de las comunidades indígenas en los beneficios del desarrollo económico y 
social del país” (Diario oficial 34495, febrero, 1976). 
En este periodo se puede considerar que el Estado se acoge a la nueva concepción 
internacional en materia de reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas en 
el tema educativo. Este hecho significa una ruptura con el referencial de educación 
homogénea prevaleciente hasta ese entonces. La ruptura se evidencia en la labor 
diligente con que algunos funcionarios del Ministerio de Educación prestaron a las 
nacientes propuestas educativas de las organizaciones indígenas. Este grupo de 
profesionales estaba liderado por Yolanda Bodnar y Gina Carrioni y desde el MEN 
impulsaron la expedición de decretos como el 1142 de 1978. Estas funcionarias 
mantuvieron siempre una coordinación con las organizaciones indígenas y propiciaron la 
reflexión que dio origen a muchos de los actuales planteamientos de la educación 
indígena (Entrevista N°18).  
 
Mientras tanto los indígenas del Cauca organizados en el CRIC estaban ya 
implementando la política educativa en sus territorios (de igual manera lo empezaron a 
hacer los arhuacos en la Sierra Nevada de Santa Marta y los sikuani en el Vichada).  
Todos estos factores presentes en el contexto que se vivía a finales de la década de 
1970, confluyeron para que las propuestas de educación indígena de Colombia pudieran 
ponerse en la agenda del gobierno e iniciar las políticas públicas de educación indígena 
que en aquel tiempo se denomina la etnoeducación. 
 
3.2.1. La etnoeducación en Colombia y la incidencia de las políticas 
educativas del CRIC en su elaboración 
  
La etnoeducación en Colombia tiene sus antecedentes en las reivindicaciones sociales 
de las organizaciones indígenas que, como producto de su presión sobre el Estado, 
lograron influir en la expedición de una normatividad educativa indígena. Estas demandas 
se fundamentaban de una parte, en la constatación del carácter excluyente de la 
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educación hacia la cultura indígena. De otra parte, en la existencia de propuestas de 
educación en curso en sus territorios. Estas presiones se apoyaron en la legislación 
internacional como el Pacto fundamental de la ONU de Derechos Civiles y Políticos de 
1966 que establece  en el artículo 27:  
  
“…en los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se 
negará a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les 
corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida 
cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma” 
(CENCOIN, 2007:112). 
 
El marco legislativo internacional abona al terreno y se constituye en una poderosa fuente 
para argumentar a favor de  una educación indígena. Aunque desde la década de los 60 
el Estado colombiano ya había empezado a hacer ciertas transformaciones que iban en 
dirección de las nuevas concepciones respecto a los derechos culturales de los 
indígenas, como se manifiesta en el decreto 812 de 1961 que ordenó la reorganización  
del Instituto Colombiano de Antropología. Una de cuyas funciones es, según el artículo 
1°numeral c), “la Investigación metódica de los grupos étnicos que integran actualmente 
la población colombiana, con el objeto de definir sus características o peculiaridades 
antropológicas, físicas y sociales” que más tarde se plasmará en el Decreto 2122 de 1971 
(Cartilla de Legislación Indígena, 2005:211). Así como la investigación de las 
manifestaciones de lingüística aborigen es decretada en el numeral d) del mismo artículo. 
Estas modificaciones normativas se van a conjugar en el Decreto 1142 de 1978 expedido 
cinco meses después de que el CRIC creara su Programa de Educación Bilingüe, 
legalizando esta experiencia educativa (así como la de los arhuacos y la de los sikuani) y 
además reconociendo que los indígenas cuentan con estructuras políticas y 
socioeconómicas autónomas y con características culturales específicas. Esto se 
establece en su artículo 6° -“La educación para las comunidades indígenas debe estar 
ligada al medio ambiente, al proceso productivo y a toda la vida social y cultural de la 
comunidad. En consecuencia los programas curriculares asegurarán el respeto de su 
patrimonio económico, natural, cultural y social…” (Ministerio de Educación Nacional, 
1978). La sustentación de este decreto, inimaginables en las legislaciones nacionales 
anteriores (Ley 89/1890) que consideraban a los indígenas “salvajes” “pertenecientes a 
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sociedades incipientes”, “menores de edad”, da inicio a una rápida ampliación del marco 
normativo especialmente en la década de los ochenta17, que reorganiza el sistema 
educativo para elaborar las políticas de etnoeducación en Colombia. El Estado se apoya 
en el trabajo de conceptualización sobre etnoeducación propuesto por el antropólogo 
mexicano Bonfill Batalla. Este concepto surge de la reinterpretación del concepto de 
etnodesarrollo18 (Procuraduría General de la Nación, Evaluación al Programa de 
Etnoeducación, 2004) como proposición opuesta a la del concepto de desarrollo, 
concebido como modelo único de formas de vida, derivándose una inevitable obligación 
para las diversas culturas de imitación de este modelo.  
La etnoeducación significaría una educación adecuada a las formas de vida de las 
diferentes culturas para construir su propio desarrollo, lo que induciría, siguiendo a Bonfill 
Batalla, si no a una inversión, al menos a un equilibrio entre los grupos con su cultura 
propia y los que tienden a enajenar esa cultura y a imponer una diferente. 
Así planteada la etnoeducación, tendería a lograr los cambios necesarios en las 
relaciones de la sociedad hegemónica con las culturas indígenas estimulando el respeto 
y el enriquecimiento mutuo sin la tendencia asimiladora propuesta por las antiguas 
legislaciones educativas. 
  
Alimentadas por este marco conceptual, las políticas de educación indígena del Estado 
cambian de forma radical su referencial acercándose al referencial construido por los 
indígenas: “Una educación ligada a la vida social y cultural de las comunidades 
indígenas”. 
Para proceder a su implementación el Estado ajusta su aparato administrativo y le asigna 
presupuesto. Se procede a crear comisiones de expertos en el MEN compuestas de 
antropólogos, lingüistas, pedagogos y de los delegados de las comunidades indígenas 
para definir las acciones que desembocan en la creación del Programa de Etnoeducación 
adscrito al Ministerio de Educación Nacional en 1985. La función de este programa era 
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 Decretos 085/1980, 1498/1986, 2230/1986, 1217/1987, 1490/1987 y las resoluciones 3454/1984 y 
9549/1986 
18
 Etnodesarrollo es la capacidad autónoma de una sociedad culturalmente diferenciada para guiar su propio 
desarrollo, con la condición de poseer sus propias unidades territoriales con posibilidades reales de 
autodeterminación. Bonfill Batalla (1995)     




prestar asesoría pedagógica en etnoeducación y establecer mecanismos de interlocución 
regional y nacional (Procuraduría General de la Nación, 2004).  
Entre las primeras decisiones del MEN está la creación de los Centros Experimentales 
Pilotos en varias regiones, la implementación de los currículos definidos especialmente 
para las comunidades indígenas (Art.5 decreto1142/1978) y la creación del Comité 
Nacional de Lingüística Aborigen-CCLA de la Universidad de los Andes como organismo 
consultor para las políticas lingüísticas de los indígenas de todo el país (Decreto 
2230/1986).  
En la elaboración de los lineamientos de la política pública de etnoeducación y 
atendiendo a la normatividad (Resolución 3454/1984) participó el Programa de Educación 
Bilingüe del CRIC- PEB- en vista de la experiencia adquirida en sus territorios, junto al 
MEN y al Instituto Colombiano de Antropología (CRIC, 2009) (Procuraduría General de la 
Nación, 2004). 
 
Esta participación los hace ejercer el rol de “hacedores” o de “mediadores” de políticas. 
Atendiendo a la definición de Muller (1997:105ss) según la cual los mediadores son los 
agentes que realizan la construcción del referencial  de una política, que determinan la 
percepción del problema por parte de los grupos presentes y la definición de las 
soluciones apropiadas. Desarrollan las negociaciones, asumen los conflictos y buscan 
alianzas que conducen a la decisión. En este caso serían líderes indígenas y algunos 
colaboradores que se ocupan del programa de educación y que articulados al Estado les 
permite incursionar en su sistema de decisión para incidir en la construcción de las 
políticas educativas indígenas. De esta manera se empieza a establecer una dinámica de 
coproducción de la política de educación indígena entre estas comunidades y el Estado 
(ONIC, Ministerio de Educación Nacional, 1985). 
 
Respecto a los profesores indígenas bilingües con quienes el proceso de la nueva 
escuela indígena despegó, pero que carecían de una formación pedagógica, el Estado 
debió elaborar una reglamentación (Decreto 085 de 1980) atendiendo a esta 
particularidad para eximirlos del cumplimiento de los requisitos académicos exigidos a los 
demás docentes del país. Igualmente, el Estado reglamenta (Resolución 9549/1986) la 
ampliación y consolidación de los programas de formación pedagógica, diseñados y 
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coordinados por el CRIC, para que estos docentes indígenas pioneros se profesionalicen 
como bachilleres pedagógicos. 
Se procede a hacer  convenios con las escuelas normales del Cauca, entre ellas la de La 
Vega. Esta reglamentación permite a las comunidades indígenas nombrar a sus propios 
docentes bilingües. La financiación de algunos profesores es asumida por el Estado. Más 
tarde, otros maestros indígenas se formarán en etnolingüística en la Universidad de los 
Andes. Evidentemente que la elaboración de esta normatividad también fue el resultado 
de las demandas hechas por los indígenas al MEN.  
 
Las políticas etnoeducativas despertaron una dinámica pedagógica en el país. Las 
organizaciones indígenas, el MEN, las universidades participan en el primer Encuentro 
Nacional de Educación Indígena en Bogotá y el Primer Congreso Pedagógico Nacional a 
mediados de la década de los ochenta. El CRIC presenta su experiencia educativa en 
este último propiciando una constante retroalimentación tanto con el Estado como con las 
otras organizaciones indígenas. Esta dinámica pedagógica facilitó la aceleración del 
desarrollo de las experiencias educativas indígenas en sus territorios. “Aunque, en 
muchas ocasiones el Estado se quedaba en la normatividad y no brindaba todos los 
instrumentos para seguir implementando la educación indígena, entonces, el CRIC 
acudía al apoyo de la Cooperación Internacional” (Entrevista N°18). 
 
Las políticas de etnoeducación de Colombia se enmarcaban en el movimiento en 
América Latina de reconocimiento del derecho a una educación diferencial para los 
indígenas. Por ello, también es adoptada en otros países como México y Ecuador. La 
diferencia con Colombia es que “la legislación de educación indígena no fue producto de 
la legislación estatal sino de la construcción autónoma del movimiento indígena de 
políticas educativas indígenas al poner en cuestión la educación oficial”  (Bolaños et al, 
2004: 68). 
 
En esta perspectiva podría decirse que la orientación de las políticas de educación 
indígena en el MEN, ha estado siempre en una tensión entre la representación de 
intereses de las comunidades indígenas y la ejecución de las políticas del gobierno 
central. Si desde esta institución se han impulsado disposiciones que le han dado 
herramientas jurídicas a las comunidades para hacer valer sus derechos colectivos, es 
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innegable que el reconocimiento de los mismos, ha sido por la conquista de espacios de 
participación directa en el aparato estatal por los indígenas. 
 
3.2.2. Readaptación y reelaboración de las políticas educativas del CRIC 
 
De una educación indígena bilingüe–PEB- a una educación bilingüe intercultural- 
PEBI 
 
Una política pública nunca termina de elaborarse, ella está en constante reelaboración y 
evaluación para adaptarse a las nuevas necesidades y a los nuevos contextos. Las 
políticas de educación del CRIC al articularse al Estado se amplían y se cualifican en un 
primer momento y luego comienza un proceso de reelaboración de estas políticas y de 
capacitación de los profesores indígenas que su desarrollo y ampliación demandaba. 
Pero, siempre conservando su objetivo principal, su núcleo inamovible: convertir la 
educación en un medio de fortalecimiento político y reconstrucción de identidad para 
asumir el rol de actores sociales y políticos. 
 
El Estado para ampliar y apoyar la etnoeducación en el departamento del Cauca 
involucra a otro actor social, la Universidad del Cauca. El rol de este actor es el de 
estudiar el contexto social y cultural de los indígenas del Cauca para elaborar propuestas 
curriculares acordes a sus especificidades culturales. Más tarde, la Universidad del 
Cauca se articula al Programa de Educación Bilingüe -PEB del CRIC con el Proyecto de 
Investigación en Educación Indígena para apoyar su desarrollo (Cortez y al 1986).  
Con estos tres actores El CRIC, el MEN y la Universidad del Cauca se logró ampliar la 
cobertura del programa pasando de las 6 escuelas fundadoras del primer año, a 9 el 
tercer año y a 19 el cuarto año. Para el periodo de 1991 a 1997 el programa de 
educación contaba ya con 40 escuelas (Bolaños et al, 2004). Aunque, este crecimiento 
trae consigo nuevos problemas como las dificultades para hacer un seguimiento 
adecuado a las escuelas. Con este fin el PEB crea los Centros Educativos Comunitarios 
Interculturales Bilingües, CECIB de nivel básico primario en las seis escuelas 
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fundadoras19 para que sirvan de referente y así ayuden a consolidar esta propuesta 
educativa.  
Más tarde, y ya contando con los profesores indígenas formados como bachilleres 
pedagógicos, se creó el CECIB de nivel medio llamado Luis Angel Monroy en Pueblo 
Nuevo. Estos CECIB siguen la construcción de una educación bilingüe con la 
participación de la comunidad y el entorno inmediato como principio de aprendizaje 
(Entrevista N°6). 
 
En el continuo aprendizaje de la implementación que requiere toda política, el PEB se 
cuestiona la pertinencia de seguir con una educación bilingüe que solamente traduce los 
textos de la educación del Estado cuyos contenidos son ajenos a los objetivos que 
persigue el CRIC  (Entrevista N°18). El caso de la historia de Colombia que ignora la 
existencia de los indígenas y si se los visibiliza es para confinarlos en la categoría de 
“salvajes” pobladores de la periferia (Rojas, Castillo, 2005). O sea que su diferencia 
cultural se construye en imágenes y representaciones asociadas a esas categorías para 
legitimar su posición de subordinación, sin ningún reconocimiento de su condición de 
sujetos sociales. Seguir con este tipo de educación era reproducir el antiguo modelo 
educativo donde “las imágenes de la identidad nacional, que se difundieron en los textos 
escolares, se hicieron con discursos racistas legitimando imágenes en las cuales lo 
blanco europeo estaba por encima de los mestizos y estos a su vez en un nivel superior 
al que ocupan los indígenas y los negros” (Herrera y al., citado por Rojas y Castillo, 2005, 
p.65). 
 
Ese carácter político del conocimiento, entendido como reproducción y legitimación de 
estructuras y de relaciones de poder, vivido por los indígenas en calidad de 
subordinados, intenta ser incorporado en la propuesta educativa indígena, pero, con el 
objetivo de modificar esas relaciones de poder, o al menos equilibrarlas, entre la sociedad 
hegemónica y las comunidades indígenas. Tal como lo afirman: En el CRIC hacer 
educación es hacer política y hacer política es  hacer educación, (…) porque es a través 
de ella que hemos encontrado nuestras raíces de resistencia (…) la educación es una 
                                                     
19
Chimán-La Marquesa (municipio de Silvia), el Cabuyo (Tierradentro), Vitoyó (municipio de Jambaló), 
Potrerito (municipio de Toribío), el Canelo (municipio de Popayán) y la Delicias (Buenos Aires).  
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base de nuestra lucha. Para nosotros la educación es una base de construcción de 
pensamiento, para analizar los problemas, para descubrir nuestras raíces y para 
fortalecer nuestra identidad (Bolaños et al, 2004, p.24). 
 
De ahí que, en la reelaboración de las políticas públicas de educación indígena, el CRIC 
considera necesario evitar trazar barreras culturales para acceder al conocimiento 
universal poseído por la sociedad mayoritaria con el fin de apropiarse de instrumentos 
para integrarse a esa sociedad - en la diferencia – sin asimilarse, y en condiciones de 
igualdad. Sus propósitos en apariencia contradictorios de acceder a la modernidad y 
reconstruir su identidad, es decir “reindianizarse” en la modernidad se enmarcan en ese 
proceso de construcción de esa identidad en la resistencia  desarrollado por Oslender 
(2008) para ser reconocidos como sujetos sociales y políticos pero en la diferencia.  
 
A partir de esas reflexiones el programa de educación bilingüe – PEB- se reorienta hacia 
una educación bilingüe ya no etnoeducativa sino intercultural – PEBI- entendida “como un 
diálogo entre las dos culturas para buscar una relación dinámica, pero en iguales 
condiciones” (Entrevista N°18). Por ello, se procede a incluir en los currículos elementos 
de la política e historia de Colombia y de otros países, las formas educativas de otros 
pueblos, incluyendo los modelos latinoamericanos de la educación escolarizada y las 
alternativas populares (Bolaños et al, 2004:56).  
 
Después de la constitución de 1991, la etnoeducación se amplía a los afrocolombianos y 
a los roms como componentes de la pluriculturalidad de la nación colombiana y se 
constituye en políticas públicas de educación diferencial. Consecuentemente las 
estructuras de estas políticas, antes marginales en el entramado estatal, lograron llegar a 
la categoría de división en el MEN con un equipo humano profesional e interdisciplinario 
incluyendo indígenas y afrocolombianos (Cortés, 2000). La integración de los nuevos 
actores multiculturales en la dinámica de estas políticas muestra diferentes ritmos para 
asumir el rol de mediadores es decir aquellos actores que ayudan a definir el problema y 
plantear soluciones. Lo que conlleva de nuevo a una reelaboración y readaptación de las 
políticas de educación indígena en el Cauca y a la participación del CRIC en tanto que 
mediador con el Ministerio de Educación a través del Programa de Educación Bilingüe e 
Intercultural- PEBI-  Aunque el PEBI no ocupa de manera  permanente esa posición 
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privilegiada mencionada por Muller, es importante destacar su participación e influencia 
en la reformulación de algunos dispositivos de estas políticas públicas 
 
Tal fue el caso de su participación como mediadores en la elaboración del Decreto 804 
de 1995 reglamentario de la Ley 115 de 1994 o Ley General de la Educación, 
derivándose en una especie de coproducción de esta política pública de educación con 
las entidades estatales.  
El decreto 804 de 1995 reglamenta los artículos 55 al 63 de la Ley General acerca de la 
atención educativa para los grupos étnicos (incluidos los afro y los rom) en los que se 
establece que “la educación para los grupos étnicos hace parte del servicio público 
educativo y se sustenta en un compromiso de elaboración colectivo20…” (Art.1, Ley 
115/1994). 
Igualmente este decreto reglamenta las condiciones particulares de los profesores 
pioneros de las políticas públicas educativas en el Cauca (profesores indígenas bilingües 
sin formación pedagógica) constituyéndose en acciones afirmativas para que sus 
profesores pudieran seguir asumiendo este reto. 
 
En el artículo 12 del decreto 804 de 1995 (Cap. III, Ley 115/94) se estipula: 
“de conformidad con lo previsto en los artículos 62, 115, 116 de la Ley 115 de 1994 y en 
las normas especiales vigentes que rigen la vinculación de etnoeducadores, para el 
nombramiento de docentes indígenas y de directivos docentes indígenas con el fin de 
prestar sus servicios en su respectivas comunidades, podrá eximirse del requisito del 
título de licenciado o de normalista y del concurso”. De acuerdo con este mismo decreto, 
en los cargos de docentes y directivos docentes en los territorios indígenas, no podrán 
ser nombrados personas que no cuenten con el reconocimiento de las comunidades 
indígenas y sus autoridades. 
 
En los años 2005 y 2006  los indígenas también participaron en las deliberaciones para la 
elaboración de los decretos 3323 de 2005 y el decreto 140 del 200621 sobre 
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 Negrillas nuestras 
21
Por el cual se reglamenta el proceso de selección mediante concurso especial para el ingreso de los 
etnoeducadores, afrocolombianos y raizales a la carrera docente, se determinan criterios para su aplicación y 




nombramiento de etnoeducadores. Aunque participar en el proceso de coproducción de 
estas políticas educativas no les garantiza la acción pública –la intervención del Estado- 
en sus territorios en este sector. 
 
El haber llegado a este punto de avance de estas políticas iniciadas de manera autónoma 
por una población marginalizada se explica, además de un contexto favorable visto 
anteriormente, por la creación de estructuras políticas en el seno de las cuales los 
indígenas del Cauca organizan su presión sobre el gobierno para la implementación de 
las políticas públicas no solamente las de educación sino de las otras problemáticas 
(salud, producción, ambiente…) 
 
El CRIC, cuyas unidades estructurales y funcionales son los cabildos, fue el instrumento 
político administrativo creado por los indígenas desde principios de los años setenta. A lo 
largo del tiempo se fueron ampliando, aumentando y fortaleciendo. Para responder a este 
fortalecimiento en la sede regional (Popayán) del CRIC se crearon otras estructuras: los 
proyectos político, socio-cultural y económico (fig.1) que se articulan con los cabildos de 
las nueve zonas indígenas a través de los comités (de educación, de territorio, de 
ambiente, de salud, mujer familia y género). Estas estructuras cuentan con sus 
respectivas autoridades tradicionales que tienen funciones de gobierno en los 
resguardos. En este entramado estructural se encuentra el Programa de Educación 
Intercultural Bilingüe – PEBI (fig.2)  
Más tarde, se crearon las asociaciones de cabildos en las nueve zonas indígenas del 
Cauca. Estas estructuras políticas son las que componen el gobierno “propio” con 
autonomía para gobernar en sus territorios. De tal manera que respaldados en estas 
estructuras organizativas los indígenas del Cauca entablan los diálogos con el Estado en 
espacios de concertación (mesas nacionales y regionales de concertación) para el goce 
efectivo de sus derechos en condiciones casi de igual a igual. De gobierno a “gobierno 
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3.2.3. Impacto de la descentralización en el desarrollo de las políticas 
públicas de educación indígena del CRIC  
 
El Estado colombiano adhiere a la tendencia descentralizadora mundial que pretende 
reequilibrar el poder central de las naciones con la periferia ante la crisis de la 
democracia representativa y la emergencia de nuevas problemáticas como el desempleo, 
la polución, el urbanismo, que requieren de políticas públicas locales. De esta manera 
toman auge las políticas públicas locales al  
transferirles competencias políticas a las entidades territoriales. En el caso de la 
descentralización en Colombia las presiones de los nuevos actores sociales como los 
movimientos sociales,  la  misma  guerrilla  impulsaron  este  proceso para brindar nuevos  
espacios políticos y empezó en 1986 con la elección popular de alcaldes. Luego se 
acentúo a mediados de la década de los noventa.  
El balance de la descentralización en Colombia sugiere de una parte que se abrieron 
espacios políticos a nuevos actores pero, de otra parte se afirma que las prácticas 
clientelistas se acentuaron en la escala local y que los funcionarios de las entidades 
territoriales todavía no estaban preparados para asumir estas responsabilidades.  
En relación a la educación, la descentralización significó el traslado de funciones a las 
secretarias departamentales y municipales y  reestructuraciones en el MEN. Y en relación 
a las políticas de etnoeducación “las estructuras responsables quedaron prácticamente 
desmanteladas y la acción del Estado central se fue debilitando debido al traslado de la 
responsabilidad hacia las administraciones departamentales y municipales que aún no 
estaban preparadas para asumirla” (Cortés, 2000: 17). 
 
Con autonomía política los entes territoriales definen su agenda política local y a veces 
entran en contradicción con la aplicación de las leyes nacionales. Fue el caso de la 
aplicación de la Ley general de educación, la Ley 115/1994.  El decreto 1860 exigía la 
elaboración de los Proyectos Educativos Institucionales - PEI, por cada institución 
educativa para orientar y decidir el tipo de educación que se necesita. El PEBI-CRIC ya 
venía construyendo de manera autónoma estos proyectos en sus territorios, aunque no la 
habían teorizado ni sistematizado. Estos eran los proyectos educativos comunitarios –
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PEC equivalentes a los PEI, e incluso estaban incorporados en sus Planes de Vida22. Es 
decir el PEBI tiene puntos de encuentro con el marco normativo del Estado y sus políticas 
educativas en los territorios indígenas. Como lo señalaba una profesora y líder indígena 
“Eso no era otra cosa que lo que veníamos haciendo hace rato con la comunidad” 
(Entrevista N°12). 
Cuando el CRIC solicitó la equivalencia de los PEC ante la Secretaría de educación, esta 
no la admite argumentando que no cumplen con la calidad exigida ni con los estándares 
de acuerdo a lo establecido en el sistema educativo general. De igual manera y alegando 
la autonomía territorial, las Secretarías de educación no aplican de manera consecuente 
la normatividad también en el caso del nombramiento de docentes idóneos. 
 
La negativa de esta institución ignoraba el proceso de coproducción de políticas 
educativas que se venía realizando entre el Estado central y el CRIC atendiendo a lo 
legislado en materia de educación para los indígenas. Esta situación ocasionó 
desacuerdos, rechazo y confrontación entre el CRIC y el Estado regional y central.  
Ante esta nueva situación los indígenas movilizan todas las estructuras del CRIC: 
cabildos, asociaciones de cabildos, comités) para realizar marchas, bloqueos de 
carreteras  con el fin de exigir la continuación del proceso de construcción de las política 
publicas de educación indígena y la necesaria reglamentación de su legislación. También 
exigían mayor autonomía para seguir construyendo propuestas educativas que 
compensaría en parte, la debilidad de la acción del Estado central y la poca preparación 
de los entes territoriales (Departamentos, municipios) para asumir la acción pública 
referente a la educación indígena. 
 
Es así como llegadas a este momento las políticas públicas de educación indígena 
revelan un nuevo problema: una descentralización poco preparada para administrar la 
educación indígena en las regiones. Lo cual produce un desencuentro entre las políticas 
educativas indígenas del CRIC y las del Estado traduciéndose en el inicio de dos ritmos 
de implementación de estas políticas donde el CRIC avanza más rápido que el Estado. 
 
                                                     
22
 Planes de Vida son los instrumentos en los cuales se diseña las políticas del Buen Vivir de las 
comunidades indígenas de acuerdo a la concepción de desarrollo de cada Pueblo Indígenas. En él se 
incluyen todos los aspectos de la vida: político, económico ambiental y sociocultural  de manera integral. Es 
el equivalente a los Planes de Desarrollo. 
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Con la experiencia adquirida del funcionamiento del Estado, la utilización de las 
transferencias y el apoyo internacional, el CRIC ha consolidado las estructuras del 
programa de educación formando comités de educación en la regional (Popayán), 
comités zonales (9 zonas indígenas) y comités locales (87 resguardos) articuladas a las 
autoridades tradicionales (consejería y gobernadores) para facilitar la tarea de asumir de 
nuevo la implementación de sus políticas educativas (fig.3). 
 
Constituida esta red estructural el CRIC empieza de nuevo a generar iniciativas de 
manera autónoma elaborando proyectos para ser presentados al MEN, y a la 
cooperación internacional con el fin de conseguir la adjudicación de recursos financieros.  
Estas propuestas desarrolladas por los indígenas, en ejercicio de su autonomía, son 
presentadas como solución al nuevo problema de disfuncionamiento de Estado regional y 
compensa en cierta medida el vacío institucional del debilitamiento del Estado central. 
Pero, cuando intenta obtener los recursos necesarios para el desarrollo de estas 
propuestas, o su legalización, el Estado no muestra voluntad política. “Es que al Estado 
no le interesa la educación de los indígenas” (Entrevista N°9).  
 
Además, a partir de mediados de la década de los noventa el CRIC se encuentra en un 
contexto que le es más adverso por la expansión de un modelo cultural y económico 
único donde la diversidad cultural no es relevante. Entonces para lograr poner en la 
agenda la problemática originada por la disfuncionalidad del Estado regional y la 
demanda de mayor autonomía utilizan dos medios: los argumentos y la presión social. 
Los indígenas ya han aprendido que en el debate político los argumentos son una 
herramienta política fundamental como lo afirma Majone (1997). Por eso sus 
intervenciones las fundamentan en el marco jurídico que ampara “el reconocimiento de su 
derecho a la autonomía territorial y política” y en el amplio conocimiento del problema 
educativo. Aunque saben del poder de la palabra, ellos la acompañan de la presión social 
a través de “vía de hechos” es decir manifestaciones, paros, bloqueos de carreteras para 
aumentar la presión y ser oídos. De esta manera convencen o presionan al otro (en este 
caso el Estado) de la legitimidad de sus demandas. 
 
Fue así como después de organizar una gran movilización en el Cauca, los indígenas 





































empezar a administrar algunas escuelas en la zona norte, Tierradentro, los 
reasentamientos, zona  centro  y  zona  occidente  y  obtuvieron  la  ampliación  de  cupos  
escolares y el nombramiento de maestros seleccionados previamente por la comunidad. 
Aunque, en este tiempo, todavía ocurre que la Secretaría departamental de educación 
nombra a algunos profesores no indígenas sin el consentimiento de la comunidad bajo el  
pretexto de la falta de profesores indígenas formados para cubrir las necesidades de la 
ampliación de cobertura. Pese a esto el CRIC va ganando terreno en el juego de poderes 
para administrar la educación.  
La presencia de profesores no indígenas impuestos por la Secretaría de educación como 
nuevos actores en las políticas educativas del CRIC no estaba planeada en su desarrollo, 
incluso es contraria a una de sus más convincentes argumentaciones cuando de escoger 
maestros indígenas se trataba en los inicios de sus políticas educativas…"si van ya 
maestros formados, eso no va a ser posible desarrollar algo nuevo” (Bolaños et al, 
2004:55). Efectivamente, los profesores mestizos desinteresados en este proceso van a 
desacelerar el ritmo de estas políticas educativas porque siguen reproduciendo el modelo 
de educación convencional e incluso ciertos profesores indígenas que no han logrado 
despojarse de este modelo también lo reproducen en las escuelas indígenas. Esta 
problemática va a ser una constante en la política de educación de los indígenas de este 
departamento. 
Pero, a medida que van ejerciendo el derecho a la autonomía pueden intervenir en la 
escogencia de los profesores para sus comunidades. “Ellos tienen la potestad de sugerir 
o rechazar a los profesores nominados a trabajar en sus territorios. Cuando la Secretaría 
de educación nombra a un profesor, el cabildo manda una nota de aceptación, si no 
piden cambio o le quitan los estudiantes al profesor para hacer presión” (Entrevista N°5). 
Aunque, en ciertos resguardos donde la comunidad todavía no está organizada ni logra 
ejercer autonomía política, algunos mandatarios regionales de turno logran hacer 
nombramientos inconsultos para cumplir con cuotas políticas. 
 
El avance de la propuesta educativa manifiesta la necesidad de formar a los profesores 
indígenas en niveles más altos de conocimiento, especialmente en pedagogía. El PEBI 
se da a la tarea de diseñar y coordinar un programa de pedagogía comunitaria para estos 
profesores. Este programa fue la génesis de la universidad indígena. “Se creó la 
licenciatura en pedagogía comunitaria en Caldono en 1998 con modalidad itinerante”. 
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Van de resguardo en reguardo y sus actividades académicas las concentra en las 
vacaciones escolares (enero, semana santa, julio) (Entrevista N°24). “Así ellos conocen 
otros territorios indígenas” (Entrevista N°12). Los estudiantes permanecen en el lugar a 
manera de un internado, incluso las mujeres pueden ir con sus bebés (visita al resguardo 
de Huellas –Caloto, 2010 y a la universidad indígena, Popayán, 2011). Profesores 
universitarios de Colombia y de otros países orientan estos programas. Acuden a la 
cooperación internacional para la financiación de algunos proyectos.  
El reconocimiento del Programa de Pedagogía Comunitaria por parte del CRIC se hizo en 
su décimo Congreso en 1997  “como condición para el desarrollo de la propuesta de 
educación bilingüe e intercultural de carácter universitario” (Memorias de los Congresos, 
CRIC, 2009:57)  
Persiguiendo el objetivo de crear una universidad indígena, el PEBI continúa generando 
iniciativas en este sentido creando otros programas de nivel superior como derecho 
propio, administración propia, producción agropecuaria y ambiente y lenguas aborígenes. 
El reconocimiento de esta universidad por parte de las autoridades indígenas, se hace en 
la Junta Directiva del CRIC mediante una resolución en el 2003. No sucede lo mismo con 
el reconocimiento de la licenciatura en pedagogía comunitaria por parte del Estado que 
implica largos trámites. Pese a que la normatividad nacional estipula:  
 
“Que la Constitución Política reconoce el país como pluriétnico y multicultural, oficializa 
las lenguas de los grupos étnicos en sus territorios, establece el derecho de los grupos 
étnicos con tradiciones lingüísticas propias a una educación bilingüe, institucionaliza la 
participación  de las comunidades en la dirección y administración de la educación y 
establece el derecho que tienen a una formación que respete y desarrolle su identidad 
cultural”. Ministerio de  Educación Nacional Diario Oficial Nº 41.853/18/ Mayo/ 1995 
Decreto 804/1995. 
E incluso la legislación internacional apoya estas iniciativas como el convenio 169 de 
1989 de la OIT que en su artículo 27 manifiesta: 
 
“los gobiernos deberán reconocer el derecho de esos pueblos a crear sus propias 
instituciones y medios de educación, siempre que tales instituciones satisfagan las 
normas mínimas establecidas por la autoridad competente en consulta con esos pueblos. 
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Deberán facilitárseles recursos apropiados con tal fin”23 (Articulo 27 del Convenio 
169/1989, OIT Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes. 
Departamento de Normas Internacionales del Trabajo OIT) Convenio ratificado por 
Colombia mediante  la Ley 21 de 1991. 
 
Mientras tanto estas experiencias educativas son consideradas “piratas”. 
Por eso la validación para la primera promoción de este programa implicó mucho tiempo 
e insistencia de parte del PEBI. Se debió establecer acuerdos con la universidad del 
Cauca como el seguir “otro” pensum elaborado por esa universidad. “Al principio la 
universidad del Cauca no dio el aval, lo negó hasta que en el 2002 entra a validar el 
título, fuimos también a la universidad de Pereira y también se negó” (Entrevista N°12). 
Esto significó alargar de manera considerable el tiempo de estudio. “fue como repetir la 
licenciatura y tuvieron que pagar mucho dinero a la universidad” (Entrevista N°6). La 
financiación de esta validación provino del BID. Actualmente, para las otras promociones, 
el PEBI busca alternativas de reconocimiento en universidades del extranjero como con 
la universidad URACCAN de Nicaragua.  
 
Enfin, la descentralización de las políticas públicas de educación indígena evidenció la 
falta de preparación del Estado regional y la recrudescencia de prácticas clientelares 
locales. Pero, al mismo tiempo este proceso permitió al CRIC tener nuevamente un 
margen de autogestión de sus políticas de educación. Es decir se estaban construyendo 
nuevamente políticas públicas de manera autónoma en sus territorios. Los resguardos 
eran (son) espacios de gobernanza local. Aunque, para lograr la legalización de estas 
políticas educativas por el Estado central los obliga a lanzarse con frecuencia a las 
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La tensión entre los actores sociales y políticos en la reelaboración de 
políticas públicas de educación indígena 
 
4.1. Educación indígena entre políticas inclusivas y excluyentes de la diversidad 
cultural 
 
El desarrollo de las políticas educativas del CRIC articuladas al Estado se acelera 
después de la nueva constitución de 1991 resultado de todos los cambios provocados 
entre ellos la declaración del carácter pluricultural y mulitétnico de la nación y el 
correspondiente reconocimiento de los derechos de los indígenas.  
La visibilidad de los indígenas sorprende a los colombianos que descubren con asombro 
a sus ancestros y sobre todo escuchan sorprendidos sus argumentos para reclamar sus 
derechos como primeros habitantes de estos territorios. Este descubrimiento despierta 
sentimientos de simpatía, compasión y de temor especialmente en el departamento del 
Cauca donde el “despertar” de este sector que ahora tiene autonomía territorial y política 
cambia el juego de poderes en ese departamento. En ese contexto de efervescencia 
social y política la población del Cauca asiste al fortalecimiento del CRIC y 
consecuentemente al de sus políticas de educación.  
Por su parte los indígenas aceleran su proceso de aprendizaje de la nueva carta magna 
donde se reconocen sus derechos, se forman en gestión pública y en política para poder 
ejercer su autonomía política y territorial con presupuesto –las transferencias – de la 
nación. Empiezan a visibilizarse como actores sociales y políticos en los escenarios 
políticos. 
 
4.2. Transformación del contexto y de los actores sociales (CRIC-Estado) 
 
No obstante, desde mediados de la década de los noventa, el Estado se va 
transformando presionado por políticas económicas internacionales de tipo neoliberal. De 
un Estado inclusivo de la diversidad cultural se va transformando en un Estado que 
impulsa la homogenización cultural transformando las normas para facilitar la intervención 
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de las reglas del mercado en sectores como la educación, la salud, que antes eran de su 
competencia.  
Siguiendo estas tendencias políticas se empieza a transformar la constitución de 1991 y 
es así como el gobierno de Andrés Pastrana mediante el Acto Legislativo 012 del 2001 y 
la Ley 715 del mismo año modifica el sistema de transferencia a las entidades territoriales 
(departamentos y municipios). Este sistema, en el caso de los indígenas, sigue sin dejar 
la posibilidad de transferir directamente recursos financieros a los resguardos. 
 
A partir de 2002 con el proceso de ajuste y reestructuración del sistema escolar, las 
demandas de los grupos étnicos quedaron supeditadas a una débil descentralización 
regida por la lógica neoliberal de reducción del gasto y mejoramiento del servicio 
educativo en la perspectiva de la estandarización y competencias (Castillo y al., 2009).    
Esta perspectiva ideológica que deja al mercado como un regulador determinante de las 
políticas en general y de las políticas de la educación en particular, hace perder el interés 
de la acción pública para atender a este sector de la población. Una líder se refiere así 
para este periodo. “Pasado el primer momento de euforia donde nos quedamos contentos 
y un poco dormidos disfrutando de los recursos (financieros) que nunca habíamos tenido. 
Fueron años felices de calma que duraron más o menos cinco años. Pero, cuando nos 
dimos cuenta que el gobierno incumplía con su función de aplicar la Constitución donde 
se reconocía nuestros derechos, que la violencia aumentaba en nuestros territorios, que 
nuevos problemas surgían, allí nos despertamos nuevamente y mediante la movilización 
presionamos al gobierno para ser oídos”. (Entrevista N° 23) 
 
Los incumplimientos de la implementación de políticas públicas en general y las de 
educación en particular acordadas con los indígenas se remontaban a diez años atrás 
(desde 1986) y eran exactamente 9 acuerdos referentes a educación, salud, medio 
ambiente, territorio, economía, derechos humanos24. Para presionar su cumplimiento, el 
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Acuerdo de Salvajina 1.986, Convenio binacional para la planta de celulosa de fique en Caldono 1.987, 
Convenio de Totoró 1.989, Convenio del Nilo 1.991, Acuerdo de Paz y Acta de compromiso Quintín Lame 
1.991, Acuerdo de Jambaló 1.992, Acuerdo CAPIC 1.992, Acuerdos de Minas de Azufre de Puracé 1.993, 




CRIC declara mediante una resolución La emergencia social, cultural y económica de 
los Pueblos Indígenas del Cauca en el marco de un congreso extraordinario. En este 
espacio de debate al que se invitó al gobierno, se logró que este firmara el decreto 982 
de junio de 1999 que sintetizaba estas problemáticas. La tensión entre estos dos actores 
es evidente y ella aumenta en la medida en que la transformación tanto del CRIC como 
del Estado se sitúa en orillas opuestas. El CRIC ya está empoderado y el Estado no está 
cumpliendo con lo estipulado en la Constitución en lo que concierne a los derechos de los 
indígenas, entre ellos el de su autonomía para elaborar políticas educativas. 
 
Respecto a la transformación de la legislación de educación indígena, esta se manifiesta 
en la Ley 715 de 2001 que desarrolla el principio de la educación como un servicio en 
lugar de considerarla como un derecho. Es así como la legislación educativa incentiva la 
reducción de la inversión estatal,  a nombre de la “racionalización del gasto público”. En 
la reglamentación de esta ley se obliga a la fusión y la asociación de los establecimientos 
educativos que no demuestren el cumplimiento de unos criterios de eficiencia, por 
ejemplo un cierto número de estudiantes por docente.  
Cuando se empieza a implementar esta Ley en los resguardos el gobierno departamental  
fusiona escuelas y colegios desconociendo las políticas educativas para los indígenas y 
su contexto social. Por ejemplo, se exigieron fusiones entre escuelas campesinas y 
escuelas indígenas alterando así todo el proceso que se venía realizando desde hacía 
casi cuatro décadas y generando confusiones y conflictos. 
 
Ante esta desventaja de poder y contra la imposición de políticas de educación 
elaboradas desde los dispositivos de poder central desconociendo todo el proceso de 
coproducción de estas políticas que venían realizando el CRIC y el Estado en sus 
territorios, los indígenas cuya marginalidad, al menos política, ha disminuido y cuentan 
con estructuras políticas más consolidadas y una normatividad más amplia para influir en 
el Estado, organizan movilizaciones, escriben comunicados para la opinión pública y al 
final demandan por vía judicial las resoluciones de fusiones que no fueron consultadas 
para restablecer el derecho al ejercicio de su autonomía en materia educativa en sus 
territorios. Después de múltiples reuniones, diálogos y tensiones entre estos dos actores 
los indígenas lograron que el Ministerio de educación expidiera la Directiva ministerial 08 
de 2003 en la cual se ordena que los procesos de reorganización educativa como las 
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fusiones o asociaciones de escuelas en los territorios indígenas deberán ser concertadas 
con las autoridades tradicionales o sus representantes legales de acuerdo a lo estipulado 
en la Ley 21 de 1991 y del Convenio 169 de 1989 de la OIT. Así, los indígenas lograron 
que se tenga en cuenta la vigencia del decreto 804 de 1995 en el que se estipula la 
autonomía política para construir en concertación con el Estado las políticas educativas 
en sus territorios.   
  
Pasado este conflicto, el CRIC se da a la tarea de reflexionar sobre la manera de 
adaptarse a la nueva legislación. Empieza a analizar la forma de realizar estas fusiones 
en los territorios indígenas. Cuentan con 634 establecimientos educativos- escuelas 
dispersas- y pretenden articularlos en Centros Educativos que pueda brindar la educación 
desde el grado 0 hasta el grado 5 y que fusionado a una institución educativa, pueda 
completar el ciclo educativo hasta grado 11. Es decir un ciclo completo de educación 
indígena, lo que no había sido posible por la misma dispersión de las escuelas en las 
veredas de los resguardos. Con la concentración se limita también el número de cargos 
administrativos y de rectores que requería cada escuela. “Este sistema organizativo tiene 
la ventaja de sumar potencialidades y permitir una continuidad pedagógica. Una escuela 
aislada no puede aprovechar la biblioteca o laboratorio de otra escuela. Los PEC, están 
yendo en esa dirección” (Entrevista N°18). De nuevo el CRIC encuentra concordancia 
entre sus propuestas educativas y la legislación, aunque las motivaciones son diferentes. 
  
Una profesora y líder indígena explica lo que significó las fusiones contenidas en la Ley 
715/2001: “Yo pienso que eso tuvo su lado negativo y positivo. Digamos que el hecho de 
fusionar, bueno en algunas zonas… como en el caso de Caldono la [Ley] 715 logró 
establecer una sola institución, juntar y fusionar las sedes dentro de una sola con un 
enfoque político y todo lo demás. Eso en el caso de Caldono, fue positivo, pero en el 
caso de otras comunidades no. En el caso de Caldono se llegó a nivel de consenso y 
acuerdo, era una buena oportunidad para unificar y establecer esas experiencias y esos 
esfuerzos que se estaban desarrollando aisladamente, porque el programa de educación 
no alcanzaba hacerlo, la descentralización desde una dinámica asumida por la zona fue 
bueno, pero en otras zonas hubo dificultades porque quizás primó el interés del manejo 
del recurso, entonces no se pudieron poner de acuerdo y algunas instituciones quedaron 
dentro de la línea CRIC y otras por fuera. Eso generó cierta rivalidad” (Entrevista N°13). 
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A lo largo de la coproducción de estas políticas educativas entre el CRIC y el Estado, ha 
habido momentos en que la falta de voluntad política para atender esta problemática ha 
sido más evidente y los indígenas se han visto obligados a utilizar con frecuencia 
mecanismos de presión para poner en la agenda pública sus problemáticas, como las 
movilizaciones, paros, marchas y hasta bloqueos de la carretera Panamericana25 que une 
el suroccidente con el resto del país. Estos mecanismos de presión se han vuelto 
reiterativos y con frecuencia alcanzan su objetivo.   
Para explicar este relativo éxito el modelo de la ventana de oportunidades propuesto por 
Kingdon, nos permite entenderlo. 
 
Kingdon (1984) explica que el modelo de ventana de oportunidades, contiene tres 
elementos: las corrientes, el acoplamiento y los emprendedores. 
Las corrientes son tres, la corriente del problema, la corriente de la política pública (la 
solución) y la corriente política. Cada una de estas tiene una dinámica autónoma, según 
una lógica y calendario propio. La primera corriente es la de los problemas (problem 
stream). Se puede hablar de problema desde el momento que la gente esté convencida 
de que se puede hacer algo para mejorar una situación dada. En el caso de los indígenas 
del Cauca, sus comunidades están convencidas que “La educación oficial es inadecuada 
a las necesidades culturales y políticas de los indígenas” 
Independientemente, continúa Kingdon, se desarrolla la corriente de las soluciones, de la 
política pública (policy stream), donde numerosas alternativas propuestas por 
emprendedores de política circulan. Los indígenas del Cauca proponen sus propuestas 
educativas como soluciones a esta problemática y el cumplimiento de la normatividad al 
respecto. Aunque Kingdon afirma que estas alternativas deben ser técnicamente 
posibles, compatibles con los valores dominantes de “los expertos en políticas públicas” 
(policy community).Si bien las soluciones propuestas por el CRIC son técnicamente 
posibles, ellas no son compatibles con los valores dominantes. De ahí la dificultad para 
ser legalizadas.  
Respecto a la tercera corriente, la política (political stream), Kingdon afirma que los 
eventos evolucionan según reglas y calendarios propios de la vida política dinamizada 
                                                     
25
 El bloqueo de la Panamericana de noviembre 1999 que duró dos semanas quedo en la memoria colectiva 
de los payaneses. Los indígenas no volvieron a repetirla porque indisponía a la población contra ellos. 
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por los cambios de la opinión pública, la política electoral, los cambios en el gobierno y la 
administración y las acciones de los grupos de presión (cabildeo, lobbies). Y es 
precisamente el detectar el momento adecuado para presionar al gobierno por “vías de 
hecho” que ha permitido a los indígenas del Cauca lograr poner sus problemáticas y la de 
educación en particular en la agenda del gobierno.  
Estos momentos son época de elecciones, debate de un proyecto en el congreso, un 
escándalo político. Por ejemplo cuando se estaba tramitando el proyecto de reelección 
del presidente Uribe en el 2005, los indígenas aprovecharon para hacer una gran 
concentración en Santander de Qulichao (Cauca) que se traslado luego al resguardo de 
Huellas –Caloto a donde el Ministro del Interior de ese entonces debió presentarse a 
firmar un acuerdo para resolverles sus demandas entre esas la del avance de las 
políticas de educación. Al gobierno no le convenía brotes de inconformismo en ese 
momento.   
  
La definición de Kingdon sobre los emprendedores políticos como  actores que invierten 
tiempo, energía y recursos para promover una alternativa y que deben ser líderes, con 
capacidad de negociación y sobre todo ser perseverantes, corresponde a las 
características de los emprendedores políticos del CRIC. Estos actores poseen una 
perseverancia que han forjado a lo largo de toda su resistencia que los induce a 
promover las soluciones todo el tiempo. Ensayan una y otra vez para provocar el 
acoplamiento de las tres corrientes (el problema, la solución y el contexto político) 
buscando el momento favorable y así forzar la apertura de esta ventana de 
oportunidades y lanzarse, pues saben que ella puede cerrarse inmediatamente. Estos 
constantes “empujones” de la ventana son evidentemente apoyados de los mecanismos 
de presión ya conocidos. De esta manera logran la inscripción de su problemática en la 
agenda del gobierno. Kingdon afirma que estos emprendedores la mayor parte de las 
veces fracasan, pero esperan y lo vuelven a intentar. Tal como lo hacen los indígenas del 
Cauca que han forjado a lo largo de su resistencia una paciencia infinita. Pese a que el 
autor afirma que estas corrientes tienen un desarrollo autónomo y su confluencia 
imprevisible hace casi inútil intentar abrir la ventana de oportunidades. 
 
La población observa en esta forma de protesta el fortalecimiento político y el poder de 
convocatoria de los indígenas. El temor es palpable cuando se anuncia una de sus 
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movilizaciones porque estos mecanismos con frecuencia afectan la dinámica económica 
y social de la población. Una actitud de rechazo contra estas formas de protesta y contra 
los indígenas empieza a generarse. 
 
Pero, los indígenas también se visibilizan en el ejercicio de su rol político al elaborar 
propuestas políticas,26 no solamente para resolver sus problemas sino para contribuir a 
buscar soluciones a la problemática del conflicto que vive Colombia. Se visibilizan 
también en el ejercicio de la resistencia civil contra los actores armados. Reciben el 
apoyo de personalidades internacionales27, de ONG, de la Comisión de Derechos 
Humanos de la ONU y de organismos internacionales que arriban hasta sus territorios en 
un acto que sella su reconocimiento como actores sociales y políticos. 
 
El protagonismo político y social que los indígenas van adquiriendo, la forma de exigir la 
intervención estatal para solucionar sus problemáticas, los resultados que obtienen, 
empieza a generarse un malestar en la población del departamento del Cauca. Este 
sector antes marginado pero que ahora “recibe plata del gobierno” y “del extranjero” se 
posiciona como un actor social con el que hay que contar en la región. Este malestar 
crecerá en la medida que se percibe un cambio en el comportamiento de los indígenas y 
se vislumbra brotes de caudillismo. 
 
En efecto, el CRIC, por primera vez desde su fundación, administra recursos financieros 
para su funcionamiento. Intereses ajenos a los de trabajar por la comunidad empiezan a 
generarse sobre todo en la nueva generación de dirigentes que no participó de las luchas 
para la recuperación de la tierra sino que goza de los derechos adquiridos. Es así como 
funciones de interés general como la de gobernador de cabildo es apetecida por 
administrar el presupuesto. Los cabildos se burocratizan. “Anteriormente, los 
gobernadores direccionaban la siembra, la cosecha y la distribución, en cambio, ahora los 
gobernadores ya no lo hacen, sino que compran los alimentos afuera y la gente se 
duerme sobre la tierra. Antes la unidad de la comunidad era bastante fuerte. Cuando 
                                                     
26
 Declaran al resguardo de la María-Piendamó “ Territorio de Convivencia, diálogo y negociación”  donde 
invitan a diferentes sectores sociales y organismos nacionales e internacionales y personalidades 
internacionales para deliberar acerca de las propuestas de paz para contribuir a buscar soluciones al conflicto 
armado. 
27
 Baltazar Garzón, Rigoberta Manchu (Premio Nobel de la Paz), el vicepresidente del parlamento italiano.  
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alguien tenía que viajar se hacía una recolecta y el comunero trataba de economizar 
hasta la última moneda” (Entrevista N°25). La imagen del indígena “sano” se va 
desdibujando y en su lugar se va construyendo una imagen del indígena “vivo” que ha 
copiado “los vicios de afuera”. Los ancianos dirigentes constatan que el CRIC “ya no es el 
mismo de antes”. 
En estas circunstancias la ampliación de las políticas educativas indígenas en el 
departamento del Cauca empieza a ser cuestionada tanto por la población regional (como 
por algunos indígenas que “no creen en el proceso”) porque perciben que la escuela 
fortalece ese empoderamiento. 
 
Muller (2010) afirma que toda política pública tiene su público o sus públicos, individuos, 
grupos u organizaciones que van a ser afectados por esas políticas. Unos serán pasivos, 
otros se organizarán para influir en la puesta en marcha de los programas políticos. Pero, 
en el caso de la ampliación de la política educativa de los indígenas hay cierto público 
que reacciona en contra de la implementación de estas políticas. 
Mientras sus políticas educativas se encontraban confinadas en lejanos resguardos, los 
conflictos que provoca toda política pública aún no se manifestaban, pero, desde el 
momento que llega a resguardos más centrales y con mayor mezcla de población 
(indígenas, mestizos, afrocolombianos)28 tocando diferentes intereses, los conflictos 
estallan y se suscita oposición a estas políticas. En previsión de esto el Estado estableció 
parámetros para decidir si una institución educativa va a ser o no administrada por los 
indígenas. Primero la institución debe estar en un resguardo, luego la población escolar 
indígena debe corresponder al  50% y por último, esta institución debe haber elaborado el 
PEC (Entrevista N°10). 
 
Si bien en la génesis de estas políticas fue posible implementar la propuesta educativa en 
resguardos caracterizados por el mestizaje cultural, hoy ya es más difícil. El 
posicionamiento político y social logrado por los indígenas molesta a algunos 
especialmente a las nuevas categorías sociales de excluidos (desplazados, 
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 Como resultado de las políticas de extinción de los resguardos, la población allí asentada se compone 
además de indígenas, de mestizos y afrocolombianos. 
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desempleados, clase media empobrecida) resultado de la disminución del Estado en el 
actual sistema de economía de mercado y que no han logrado organizarse como los 
indígenas para demandar la acción del Estado. Los comentarios son explícitos “Eso no es 
sino que los indios hagan una protesta y el gobierno corre”. De allí que las oposiciones 
contra la expansión del modelo educativo indígena se agudizan porque consideran que 
sus “demandas son exageradas” y que el gobierno “cede terreno”. 
La oposición de Inzá y Belalcázar en Tierradentro en el 2003 tuvo eco en los medios 
tanto radiales como escritos. Los titulares de la prensa regional así reportaban este 
hecho. “Población de Inzá y Paéz se opone a que la educación sea determinada por 
grupos indígenas” (El Liberal, Popayán, Diciembre 18, 2003). El secretario de educación 
de la época responde en otro artículo titulado “No se está entregando la Educación a los 
Indígenas, pero tendrán la participación ordenada por la ley”….”La participación que 
tendrán las autoridades indígenas en la educación que se imparte en sus territorios, ha 
sido ordenada por la ley y es de carácter técnico pedagógico y de veeduría social” 
(Construyendo Región, Popayán, Diciembre 2003). 
En términos generales la población ignora o no acepta la existencia de una legislación 
educativa que ampara a los indígenas para seguir construyendo su propia educación.La 
oposición a la ampliación de estas políticas se explica por una razón más profunda que 
es la persistencia de percibir al indígena con la imagen de “atraso” de “incivilizado” y 
todas las acciones derivadas de este actor social serán enmarcadas en esas categorías. 
Así que en este cambio de contexto, los intentos de construcción de una educación 
diferencial para fortalecer la diversidad de la nación no salió indemne de esta re-
homogenización cultural y una de sus manifestaciones es la progresiva pérdida de su 
carácter bilingüe. 
4.3. Influencia de la homogenización cultural en el carácter bilingüe de la educación 
indígena 
La homogenización cultural del mundo abarca todas las expresiones sociales, incluyendo 
el lenguaje. En la multiplicidad de lenguas, una de ellas se ha erigido en modelo. Es la 
lengua universal, la Novalengua: el inglés. Ella representa la práctica legítima lingüística y 
se origina en los dispositivos del poder mundial. “Del primer mundo”. A partir de este 
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modelo se valoran las otras prácticas lingüísticas y las categorías de “inferiores”, 
“atrasadas” se trasladan al lenguaje. 
La recuperación de las lenguas indígenas a través de la educación era un objetivo como 
medio para fortalecer o recuperar la cultura. Pero, ahora este intento se encuentra con la 
corriente cultural homogeneizadora del mundo que de manera subrepticia se adentra en 
las prácticas orales de las comunidades indígenas. La disminución de la práctica de las 
lenguas indígenas, presenta una situación paradoxal debido a que después de la 
constitución de 1991 se reconoce el derecho a su práctica y todas las barreras de 
prohibición cayeron. El esfuerzo para lograr una educación indígena bilingüe debe 
superar además del obstáculo de la lengua dominante universal, el de la imposición del 
español como lengua de la sociedad hegemónica. De ahí que en las comunidades cada 
vez está más presente la percepción de la inutilidad de recuperar o fortalecer sus 
lenguas. Ahora, los jóvenes especialmente asocian este saber a un saber de los 
“mayores” (los ancianos). “La lengua no la ven necesaria, es el español que domina” 
(Entrevista N°6).  
Bourdieu (1999:37) afirma que los diferentes usos de una lengua instauran relaciones de 
valoración entre lenguas diferentes, habladas por grupos políticos económicamente 
independientes. Todas las prácticas lingüísticas se valoran con respecto al modelo de las 
prácticas legítimas, las prácticas de los dominantes, y se establece relaciones de poder a 
través de la lengua. En el caso de los indígenas, que ya cuentan con antecedentes 
históricos de dominación a través de la lengua, el abandono de sus lenguas se facilita. Si 
al principio de su movimiento social y pese a las prohibiciones de hablar sus lenguas, en 
el contexto de rebelión osaron expresarse en público en lengua indígena29 manifestando 
una voluntad de romper con la imposición del español como otro medio de dominación, 
ahora ya no cuestionan el reestablecimiento de esta jerarquización lingüística.  
El carácter bilingüe de la escuela se está diluyendo dando paso al monolingüismo en 
español. Empezando por los mismos líderes que luchan por conservar su cultura han ido 
poco a poco abandonando la costumbre de expresarse en sus lenguas durante las 
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 En el Tercer Congreso del CRIC en 1973, realizado en Silvia, “por primera vez una mujer indígena de 
Tierradentro intervino hablando en Nasa Yuwe y a partir de ese momento lo hicieron los demás Pueblos 
Indígenas que asistían a ese Congreso” (Caminando La Palabra de los Congresos del CRIC, 2009:19). 
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asambleas, las juntas, los congresos y en sus propios hogares. Ante esta situación, el rol 
de la escuela como medio para fortalecer o recuperar las lenguas vernáculas se dificulta.  
Por ejemplo, en la primera escuela bilingüe de la Laguna de la Siberia predomina el 
monolingüismo. Ya no se habla el nasa yuwe, “los profesores bilingües se murieron y 
ahora hay los nuevos que no la hablan son mestizos” (Entrevista N°14). En el resguardo 
de Jambaló donde los hablantes del nasa yuwe eran casi más de la mitad de la 
población, se constató que “En 10 escuelas (1.500 niños matriculados) 21 niños de cada 
100 son bilingües y sus padres, de cada 100, solamente 41 hablan el nasa yuwe. En 
preescolar de los 115 niños matriculados solamente 7 son bilingües” (Entrevista N°18). 
El bilingüismo de la escuela indígena también se encuentra amenazado por la falta de 
suficientes recursos humanos y financieros. La producción de textos y material 
pedagógico bilingüe requiere equipos humanos especializados para la traducción lo que 
implica mayores recursos financieros. Aunque se han hecho intentos a pequeña escala, 
no han sido suficientes para dinamizar el complejo proceso de recuperación o 
fortalecimiento de las lenguas indígenas. 
  
La ampliación del PEBI agravó los problemas logísticos por la falta de personal del 
equipo administrativo (hasta el 2009). Las solicitudes del  equipo de diseño del PEBI al 
equipo de administración para la realización del material pedagógico bilingüe elaborado 
por las comunidades no eran siempre atendidas “Faltaba más interés de la administración 
del programa para escoger el material didáctico y no oían nuestras propuestas, tenían 
mucho trabajo, priorizaban otras cosas como la compra de diccionarios en inglés” 
(Entrevista N°6). 
 
La influencia del modelo cultural y económico a través de la lengua vehicula también los 
valores sociales del modelo en los cuales se sustenta como el individualismo (ante la 
orfandad de Estado). Bourdieu (1998:17) afirma que el neoliberalismo “es un programa 
de desestructuración de estructuras colectivas que sean capaces de obstaculizar las 
lógicas del mercado”. En ese sentido la existencia de los resguardos como propiedad 
colectiva albergando recursos naturales necesarios a la economía se constituyen en 
obstáculos para la expansión de este modelo económico y social. Si bien las 
comunidades indígenas no han sido todavía desestructuradas, legislaciones nacionales 
como el Decreto transitorio 2500 del 2010 para administrar la educación en los 
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resguardos contienen principios económicos neoliberales que se reflejan también en una 
limitación del presupuesto. 
Esta influencia de la sociedad hegemónica contradice el supuesto carácter cerrado, 
indigenista de la educación, al menos en ese aspecto. Pero, la pretendida educación 
intercultural todavía está lejos de lograr “el diálogo de saberes en iguales condiciones”. 
La educación de la sociedad mayoritaria no contiene elementos sobre los pueblos 
indígenas que podrían ayudar a forjar una educación intercultural en ambas direcciones. 
Esta educación adolece de la indiferencia hacia el conocimiento de las culturas indígenas 
como componente de la pluriculturalidad de la nación. Esta indiferencia tal vez se explica 
por la persistencia de nociones evolucionista de la existencia de culturas superiores e 
inferiores.  
 
De tal manera que las dificultades para imprimir el carácter bilingüe a la educación 
indígena han aumentado a medida que aumenta la expansión del modelo mundial 
cultural que intenta borrar las diferencias culturales. Los emprendedores políticos deben 
nuevamente inventar soluciones a los nuevos problemas que aparecen en la 
implementación de estas políticas. 
 
 
4.2.1. Creación de espacios de concertación con el Estado 
 
En una etapa más avanzada del desarrollo de las políticas públicas de educación 
indígena (mediados de la década de los noventa), estas requieren de nuevos espacios de 
concertación entre el Estado y autoridades indígenas ante la inadecuación del marco 
institucional. Pese a que el Estado en desarrollo de sus obligaciones constitucionales ha 
introducido una serie de cambios institucionales y normativos para atender de manera 
más eficaz el desarrollo de las políticas para los pueblos indígenas. Es así como a partir 
de 1991, el Ministerio del Gobierno (posteriormente del Interior) contó con una Dirección 
General de Asuntos Indígenas a la cual se le atribuyó en 1995 la tarea, mediante un 
Documento CONPES 2773 titulado “Programa de apoyo y fortalecimiento étnico de los 
pueblos indígenas 1995 – 1998”, de coordinar  “un proceso de adecuación institucional 
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ben los diferentes sectores y niveles de gobierno, con el fin de atender eficaz y 
eficientemente el desarrollo de la política para los pueblos indígenas.”30 
 
Posteriormente, se creó una Consejería Presidencial para la Diversidad Étnica y el 
Decreto 200 de 2003 estableció las funciones de la Dirección de Etnias adscrita al 
Ministerio del Interior. Dirección que se transformó luego, con el Decreto 1720 de 2008, 
en una Dirección de Asuntos Indígenas, Minorías y Roms.  
Igualmente, el Estado ha promulgado también una cantidad importantes de normas 
(leyes, decretos), algunas de ellas incluso anteriores a la Constitución de 1991. Así 
mismo se han aprobado algunos Documentos CONPES y distintos convenios y 
compromisos regionales o sectoriales31. Sin embargo, la multiplicación de textos 
normativos, muchas veces resultantes de coyunturas particulares, no es garantía de una 
ejecución satisfactoria, efectiva y adecuada. En esta multitud de normas tiende a 
prevalecer una sensación de dispersión y de soluciones coyunturales más que una visión 
de conjunto organizada con responsabilidad y con un camino institucional claro. Es por 
ello que la necesidad de nuevos escenarios para atender las problemáticas de los 
pueblos indígenas se revela urgente (Galeano et al, 2013). 
 
Por su parte, los indígenas del CRIC, desde mediados de la década de los ochenta se 
encuentran articulados en una red de organizaciones indígenas regionales y nacionales. 
El empoderamiento del movimiento indígena nacional se evidencia en la existencia de 
cuatro organizaciones nacionales: la Organización Nacional Indígena de Colombia-ONIC, 
el Consejo Indígena Tayrona-CIT, la Organización de Pueblos Indígenas del Amazonas 
Colombiano-OPIAC, y la Asociación de Autoridades Indígenas de Colombia-AICO. El 
CRIC contribuyó a conformar la ONIC y hace parte de ella. De tal manera que la presión 
que pueden ejercer sobre el gobierno para que cumpla con su mandato constitucional se 
encuentra reforzada con la existencia de estas organizaciones indígenas a escala 
nacional. Fue así como lograron que el Estado creara nuevos “escenarios que reconocen 
la autonomía, principios, derechos e identidad de los pueblos”. 
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 DNP, Programa de apoyo y fortalecimiento étnico de los pueblos indígenas 1995 – 1998, Documento 
CONPES N°2773, Bogotá, 1995 
31
 Ver DNP- DDTS, Información sobre acciones y procesos institucionales para los pueblos indígenas de 




4.2.1.1. La Mesa Permanente de Concertación y la Mesa Nacional de 
Educación Indígena - CONCEPI 
 
Esther Sánchez (2009:57) define estos espacios de concertación como “Las Mesas para 
el diálogo y la concertación constituyen el espacio formal de participación de los pueblos 
indígenas y el mecanismo de relación con la institucionalidad del Estado. Estas instancias 
del orden nacional, regional y departamental tienen como objetivo presentar y debatir 
asuntos para la toma de decisiones sobre aspectos que inciden directamente en los 
pueblos indígenas”. 
Su creación también necesitó de presiones desde la vía pública. En 1996 “tras [una] 
avalancha de asesinatos y actos de violencia contra las comunidades indígenas”, logró 
engendrar una importante movilización nacional que obligó al gobierno de turno negociar 
la creación de una Comisión de Derechos Humanos (CDH), de un Programa especial de 
atención a los pueblos indígenas; de una Comisión Nacional de Territorios Indígenas y de 
una Mesa Permanente de Concertación (Galeano et al, 2013). La proposición de la 
creación de esta mesa fue iniciativa de la ONIC en el 2002. 
Creadas mediante los decretos 1396 y 1397 de 1996, estas Mesas se han convertido en 
la actualidad en el mecanismo principal de relacionamiento de los pueblos indígenas con 
la institucionalidad estatal. Representan también una respuesta institucional a las 
exigencias de la nueva normatividad constitucional. Se crearon expresamente con el fin 
de “concertar entre éstos y el Estado todas las decisiones administrativas y legislativas 
susceptibles de afectarlos, evaluar la ejecución de la política indígena del Estado, sin 
perjuicio de las funciones del Estado, y hacerle seguimiento al cumplimiento de los 
acuerdos a que allí se lleguen”32  
Al mismo tiempo o posteriormente, en complemento a la Mesa permanente, se crearon 
otras Mesas temáticas o regionales, tal como la Mesa Regional Amazónica (Decreto 3012 
de 2005). Entre las mesas temáticas se encuentra la Mesa Nacional de Educación 
Indígena o la Comisión Nacional de Trabajo y Concertación para la educación de los 
pueblos indígenas CONTCEPI (decreto 2406 del 2007), así como la de territorio y 
derechos humanos. En las sesiones de trabajo participa el Ministerio del Interior y de 
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 Decreto 1397 de 1996, art. 11.Como se nota allí el Decreto 1397, al asignar la tarea de concertar “todas las 
decisiones administrativas y legislativas susceptibles de afectarlos”,  retoma casi textualmente una regla 
establecida por el Convenio N°169 de la OIT. 
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Justicia, el Ministerio de Cultura, la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la 
Nación. De parte de los indígenas asisten los representantes de las organizaciones 
nacionales (ONIC, CIT, OPIAC, AICO), representantes de las macro regionales, los 
senadores indígenas y los ex constituyentes. El MEN financia el desarrollo de estos 
espacios de concertación. 
 
En estos escenarios de debate donde se intenta realizar la coproducción de políticas 
públicas educativas entre el Estado y las autoridades indígenas la tensión siempre está 
presente entre estos dos actores motivada, entre otras razones, por la poca claridad para 
implementar las normas y las continuas modificaciones de estas con resultados muchas 
veces contradictorios.  
Es el caso de la Ley 715 de 2001. Esta Ley al ser el resultado del cumplimiento a los 
mandatos del Banco Mundial del Programa de Reforma educativa para América Latina y 
el Caribe, reglamenta la administración de la educación a partir de criterios de eficiencia 
homogéneos bajo los principios neoliberales de ajuste fiscal. De ahí que esta ley se 
presenta como una contrarreforma a la Ley General de Educación (Ley 115 de 1995) que 
intentaba una educación integral para formar ciudadanos críticos y no solamente formar a 
los ciudadanos de acuerdo a las necesidades del mercado (Rodríguez, 2011). 
 
En atención a esta Ley los avances normativos alcanzados para una educación 
específica indígena se desecharon como el decreto 804 de 1995 que exime de las 
exigencias académicas usuales a los profesores indígenas y reconoce la participación de 
las comunidades indígenas en la dirección y administración de su educación. En su lugar 
se expidió el decreto 1278 de 2002 que reglamenta la carrera docente a los profesores 
que atienden a la población indígena. Cuando no logran llegar a un acuerdo, los 
indígenas acuden, algunas veces, también a otras instituciones como la Corte 
Constitucional33.  
 
Pese a ello, los indígenas siguen apelando al decreto 804 de 1995 para exigir autonomía 
en la construcción y administración de sus políticas educativas. 
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 Entablaron una acción de inconstitucionalidad para que se instaure una inexequibilidad parcial al decreto 
1278 de 2002. 
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Es así como a partir del año 2000, atendiendo a esta legislación nacional que 
“institucionaliza la participación de las comunidades en la dirección y administración de 
la educación34 y establece el derecho que tienen a una formación que respete y 
desarrolle su identidad cultural” (Ministerio de Educación Nacional Diario Oficial Nº 
41.853/ 18/ Mayo/ 1995), los indígenas pretenden administrar toda la educación en sus 
territorios de tal manera que puedan “incidir en la elaboración curricular y de material con 
los cuales se va a educar a los miembros de nuestras comunidades, controlar los 
nombramientos y traslados de maestros” (Entrevista N°26). 
  
No obstante, fuerza es de admitir que se han logrado consolidar, en cierta medida y en 
ciertos territorios indígenas estas políticas así como sensibilizar a algunos funcionarios de 
las respectivas entidades nacionales lo que permitió la expedición de la directiva 
ministerial 08 de 2003 que precisa la aplicación de la Ley 715 de 2001 y sus decretos 
reglamentarios de la educación indígena atendiendo a lo establecido en la Constitución 
sobre el derecho de todos los grupos étnicos a una educación que respete y desarrolle su 
identidad cultural (art.68). 
  
Pese a la creación de escenarios de concertación y la presión que pueden ejercer los 
indígenas ya organizados en todo el país, las restricciones ligadas a las políticas globales 
que persiguen la eficiencia desde la perspectiva de lo privado reduciendo el rol del 
Estado, las limitaciones de las políticas públicas se acrecientan. Por ello, estas 
comunidades han tenido que plegarse a ciertas políticas aunque estén en contra de sus 
intereses. De nuevo, la dinámica de la construcción de políticas públicas requiere 
inventarse nuevas soluciones a los nuevos problemas a veces derivados de las mismas 
soluciones que se han planteado. 
Según los mandatos de la Ley 715 de 2001, el Estado no administra la educación, está 
es concedida a otros actores sociales. Este procedimiento llamado tercerización es el 
traspaso de las funciones de la administración pública a entidades privadas y 
organizaciones indígenas regionales mediante convocatorias públicas realizadas por los 
departamentos y los municipios. Esta tercerización está reglamentada por el decreto 
2355 del 2009, aunque ya se venía realizando desde mediados del 2005. Las entidades 
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 Negrillas nuestras 
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territoriales deben conformar un banco de oferentes (art.8) para valorar la “trayectoria e 
idoneidad en la prestación o promoción del servicio35 de la educación formal” (art.2) de 
estos. La afectación presupuestal corresponde a montos fijos por alumno atendido y por 
periodo lectivo contratado (artículo 4) llamado “canasta básica” y cuyo monto es definido 
por la administración pública central (Baronet y Mazart, 2009). 
 
El CRIC, ante este cambio de políticas donde la educación se concibe como un servicio y 
no como un derecho, no tuvo otra alternativa que inscribirse al banco de oferentes 
organizado por la Secretaria departamental de educación y concursar, ante la amenaza 
que sea otro actor que administre su sistema de educación con desconocimiento de todo 
el proceso que venían realizándose desde hace casi cuatro décadas. Es así como en el 
2005, el programa de educación del CRIC participó en el Banco de Oferentes convocado 
por la gobernación para otorgar a entidades la prestación del servicio educativo en los 
territorios indígenas. El CRIC tuvo el mejor puntaje debido a su experiencia. De esta 
manera logró obtener este “contrato” con una ampliación de cobertura de 3.080 niños. Lo 
que representa un total de 7.874 niños y 358 profesores para dos años” (Entrevista 
N°18). 
 
Los críticos de la participación del CRIC en esta convocatoria manifiestan que “los 
indígenas le están haciendo el juego al gobierno para privatizar la educación” (Entrevista 
N°7). De su parte, el CRIC argumenta que “participa en estos concursos porque si no lo 
hace otra entidad como una fundación o una universidad y viene a administrar la 
educación indígena sin ningún conocimiento de todo el proceso” (Entrevista N°3). 
 
Pese a esta modificación de las reglas, la ampliación de estas políticas públicas empieza 
a abarcar a los siete pueblos indígenas del Cauca. De manera que aparte de los nasa y 
de los guambianos quienes fueron los iniciadores de este proceso, se incluye ahora a los 
kokonucos, totoroes, yanaconas, eperara-siapidara e ingas quienes cuentan con 
diferentes historias de aculturación y de formas de resistencia. De su parte, los Eperara-
Siapidara se encuentran asentados en lejanos territorios como la selva del Pacífico 
caucana. Estos pueblos apenas se inician en la construcción de estas políticas, lo que 
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aumenta la complejidad de la implementación de las políticas públicas de educación 
indígena.  
La diversidad de estos actores impone diferentes ritmos de socialización y capacitación 
para entender la problemática de la educación indígena y construir las soluciones. Por 
ejemplo mientras en el resguardo de Jambaló o en Pueblo Nuevo, los nasas (uno de los 
pueblos indígenas del Cauca que empezó a construir las políticas de educación) ya tiene 
construido el PEC, en el resguardo de Kokonuco y Puracé apenas están socializando 
ante la comunidad estos proyectos. Pareciera que el desarrollo de estas políticas está 
siendo víctima de su propio invento en el sentido que “no da abasto” para atender tantas 
demandas de orientación de las diferentes zonas indígenas del Cauca. La llegada de 
estos nuevos actores demanda mayores recursos humanos y financieros y los 
representantes de los indígenas elevan la demanda al Estado en el seno de la 
CONTCEPI e insisten en obtener mayor autonomía para la administración educativa. Por 
el momento, el MEN está financiando la construcción de más de 80 PEC de diferentes 
pueblos y propuestas curriculares en todo el país con proyectos implementados de 
manera autónoma por las organizaciones. 
No obstante el reto que presenta la tarea, la ampliación de cobertura es evidente. De las 
seis escuelas fundadores de finales de los años setenta se pasó a 454 instituciones 
educativas (centros y sedes educativas incluidas según la ley 715/2001). De un puñado 
de profesores bilingües y con escasa formación pedagógica, hoy el PEBI cuenta con 930 
docentes (Septiembre del 2012) que atienden a 34.844 estudiantes. En el año 2009, el 
número de estudiantes era solamente de 14.636 (Administración del SEIP, CRIC, 2012). 
Estas cifras se refieren solamente a los estudiantes, profesores e instituciones educativas 
que trabajan bajo la modalidad de contratación con el CRIC y no a los profesores 
contratados de tiempo atrás por la Secretaría de Educación que trabajan en el marco del 
Programa Educativo Bilingüe e intercultural. 
A la par del desarrollo de estas políticas de educación, las críticas se manifiestan por 
parte de algunos sectores sociales como los profesores no indígenas sindicalizados en 
ASOINCA36 porque consideran que los indígenas han pérdida autonomía al acogerse a 
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los parámetros exigidos por el gobierno para administrar su educación: “Los indígenas 
tienen que cumplirle estándares al gobierno: costo de la canasta escolar por niño, por 
profesor y directivos, por año, tasa técnica (número de niños por profesor), estándares 
curriculares, qué autonomía va a ser esa” (GF-2c-Aso). “¡Qué autonomía! Si el Ministerio 
les mandó una persona para que les construya los parámetros curriculares y ellos solo le 
hacen unas modificaciones” (Entrevista N°7). Evidentemente que las críticas se centran 
sobre todo en los lugares en donde este proceso es aún  incipiente. Aquellas que están 
más avanzadas (desde hace cuatro décadas) por encontrarse descentralizadas 
geográficamente son menos conocidas.  
Por su parte el CRIC también reflexiona y se cuestiona sobre esta modalidad 
administrativa. En una de las sesiones de la Mesa Permanente de Concertación con los 
Pueblos y Organizaciones Indígenas exigieron al gobierno tomar medidas para dejar sin 
aplicación el decreto 2355 del 2009 que reglamenta la contratación de la administración 
de la Educación indígena con las organizaciones regionales de los pueblos indígenas. Y 
de manera interna, en el XII congreso del CRIC del 2005, uno de los planteamientos 
manifiesta que es “El Programa de Educación en Junta Directiva, [quien] debe abordar 
una evaluación de los procesos de contratación con el Estado y establecer si han 
contribuido al mejoramiento de la calidad educativa” (Memoria colectiva de los 
Congresos, CRIC, 2009:84). Al respecto una entrevistada afirma “yo misma los oí en una 
asamblea que criticaban a nosotros por estar justificando las políticas estatales nos 
estamos olvidando de los objetivos propios” (Entrevista N°7). 
 
4.2.1.2. Tensión entre el gobierno y las organizaciones indígenas en la 
implementación de las políticas públicas de educación Indígena 
Las tensiones entre los actores que conciben, diseñan, normativizan e implementan las 
políticas públicas es un elemento recurrente. Pero, la persistencia de la tensión entre el 
gobierno y las organizaciones indígenas, obedece al incumplimiento de las obligaciones 
el Estado para consolidar las políticas públicas en general y las educativas en particular 
de este sector social. Esta problemática no le interesa al Estado. En el inconsciente 
colectivo tanto de los funcionarios como de la sociedad en general todavía se asocia a la 
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población indígena con la imagen de “atraso” de “salvaje” de “incapaz” (heredados de la 
concepción de la teoría evolucionista) que reafirma una forma de vida incongruente con 
los postulados del actual modelo de sociedad. De ahí el desinterés por sus 
problemáticas. 
No de otra manera se explica que pese a la adaptación de las instituciones del Estado al 
nuevo contexto de reconocimiento de los derechos colectivos de los indígenas y de la 
creación de estructuras políticas por los indígenas a escala nacional, regional y local que 
daría como resultado condiciones de igualdad entre estos dos actores; la acción del 
Estado en general y la de educación en particular muestre una constante falta de 
voluntad política y cuando se implementan las políticas públicas de educación indígena 
se realicen frecuentemente de manera coyuntural, circunstancial, sin cuestionar los 
fundamentos o el núcleo de estas políticas. En un permanente ajuste, como para “salir 
del paso” sin ninguna transformación de fondo. 
Esta explicación a partir de la persistencia de concepciones evolucionistas y del contexto,  
toma más fuerza al constatar que la acción del gobierno está supeditada al cumplimiento 
del mandato constitucional que entre sus disposiciones cuenta con un amplio marco 
normativo relacionado, de manera directa o indirecta, con los pueblos indígenas. Por 
ejemplo el reconocimiento de la diversidad cultural de la nación colombiana (art. 7) y la 
obligación de protegerla. Así como el cumplimiento de una amplia normatividad 
internacional como el Convenio N°169 de 1989 de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) que ha sido integrado a la normatividad colombiana mediante la ley 21 de 
1991. Este Convenio, titulado “Convenio sobre pueblos indígenas y tribales en países 
independientes” es particularmente importante por la obligación impuesta al Estado de 
“proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad” (Art.2). 
Lo que implicaría sin duda un cambio de perspectiva sustancial para el desarrollo 
institucional del país en cuanto a una redefinición de las relaciones entre el Estado y las 
poblaciones indígenas y demás grupos étnicos. Pero, la falta de voluntad política del 
Estado para actuar sobre sus problemáticas, como lo expresan constantemente los 
indígenas, es permanente. 
Esta falta de voluntad política también se evidencia en el CONTCEPI, donde se supone 
es el escenario para una especie de coproducción de las políticas públicas de educación 
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indígena entre el gobierno y ya no solamente con el CRIC, sino con las organizaciones 
indígenas nacionales. En términos generales, los funcionarios delegados a estos 
espacios no tienen el suficiente conocimiento ni la sensibilización de la problemática a 
tratar. Debido entre otras al frecuente cambio de estos funcionaros, así como el constante 
traspaso de esta problemática a diferentes dependencias. Por ejemplo, en un momento 
dado, la Dirección de Poblaciones tenía a su cargo las políticas de educación indígena, 
luego se la asignó a la Subdirección de esta dependencia y finalmente se decidió que 
esta problemática era transversal al Ministerio de educación (Rodríguez, 2011). Esta 
decisión era una manera de eludir el problema. Incluso, cuando se llega a acuerdos la 
dilación de las decisiones es también evidente y la acción pública se efectúa de manera 
coyuntural. Tal fue el caso de la tardía refrendación que tomó cinco años del acuerdo 
logrado entre la viceministra del MEN y los indígenas en el 2004 para empezar a 
coordinar el trabajo del SEIP  (Rodríguez, 2011) y se procedió a adecuar las estructuras 
institucionales para abordarlo. 
Y para evitar respuestas estatales coyunturales, las organizaciones indígenas nacionales 
y regionales propusieron que las políticas públicas de educación se atiendan en la 
modalidad de un sistema:  El Sistema Educativo Indígena Propio – SEIP- que permitiría 
un funcionamiento orgánico de las políticas públicas de educación indígena en toda 
Colombia. Este sistema constaría de los componentes político, pedagógico y 
administrativo semejante a como está estructurado el Programa Bilingüe e Intercultural 
del CRIC, logrando una transformación de fondo y no serían políticas educativas 
coyunturales como para “salir del paso” (fig.4)  
Si a nivel central se percibe esta actitud dilatoria en los escenarios de debate, en los 
departamentos y municipios es aún más notorio. No solamente por lo anteriormente 
señalado, sino porque en las regiones ceder –como lo exige la normatividad- la 
administración de la educación indígena a sus propias autoridades se traduce en la 
pérdida de la administración de los recursos financieros y en la limitación de poder 
político y clientelar. En consecuencia, las organizaciones indígenas nacionales y 

























sucedió entre el 2006 y 2009  suspender las sesiones en la Mesa nacional de 
concertación de Educación (Entrevista N°2)  o  acudir a los  tribunales  para exigir  el  
respeto y la aplicación de los principios constitucionales. De ahí que la Corte 
Constitucional ha expedido numerosas sentencias para obligar el gobierno el 
cumplimiento de su deber. 
Para dar cuenta de estas intervenciones por vía jurisprudencial, basta con señalar que 
entre 1992 y 2012, la Corte Constitucional profirió 160 sentencias que tenían una relación 
con el tema indígena, con un número record de casos en el año 2011 con 30 sentencias. 
Para el año 2012, el alto tribunal falló con 18 sentencias relacionadas con el tema 
indígena. Sin embargo, estas sentencias también tardan en cumplirse. 
Respecto al tema educativo se resalta la sentencia C- 208 del 2009 en la cual se declara 
exequible el Decreto-Ley 1278 de 2002, “por el cual se establece el estatuto de 
profesionalización docente”, siempre y cuando se entienda que el mismo no es 
aplicable a las situaciones administrativas relacionadas con la vinculación, 
administración y formación de los docentes y directivos docentes en los 
establecimientos educativos estatales ubicados en territorios indígenas que 
atienden población indígena37, con la aclaración de que, mientras el legislador procede 
a expedir un estatuto de profesionalización docente que regule de manera especial la 
materia, las disposiciones aplicables a los grupos indígenas serán las contenidas en la 
Ley General de Educación y demás normas complementarias. No obstante, las 
sentencias no se acatan con la premura requerida e incluso en algunos lugares se la 
ignora completamente. 
El no acatamiento de la anterior sentencia de la Corte constitucional ha originado una 
situación de interinidad para los docentes indígenas nombrados en provisionalidad pues 
no tienen escalafón docente. Su reacción ha sido la de presionar a las autoridades 
indígenas para que concierten con el Estado un estatuto docente indígena, pero, “las 
organizaciones plantean que TODO debe ser en el marco del SEIP, y mientras no haya 
SEIP no hay nada” (Entrevista N°10) 
                                                     
37
 Negrillas nuestras y las siguientes 
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En el curso de estos debates las tensiones aumentan entre el gobierno y las  
organizaciones indígenas precisamente por los desacuerdos para la aplicación de la 
normatividad ocasionando anomalías administrativas. Tal fue el caso en 2010 cuando se 
retrasó la renovación de los contratos de los profesores en territorios indígenas afectando 
la normalidad académica de 35.000 niños en los departamentos del Cauca y de la Guajira 
(Entrevista N°3).  
Para solucionar esta problemática, los indígenas se vieron obligados a exigir medidas 
transitorias y a insistir en una mayor autonomía para administrar la educación en sus 
territorios ante la incapacidad o más precisamente la falta de voluntad política de los 
entes territoriales. Esta situación llevó a la expedición de la Directiva 01 de 2010 que 
ordenaba a los entes territoriales concertar de manera urgente con las organizaciones 
indígenas regionales la contratación para administrar la educación. 
En este caso, el desacuerdo se traslada a otros espacios y otros actores. El problema 
surge entre el MEN y las gobernaciones y alcaldías, entre el gobierno central y los 
gobiernos de las entidades territoriales. Es así como la Gobernación de la Guajira se 
negó a acatar la Directiva ministerial alegando que una Directiva no tenía la competencia 
para derogar el Decreto 2355 de 2009 (Rodríguez, 2011). 
De igual manera en el Guainía, Vaupés y Tierrita, las secretarias de educación se 
negaron a aceptar esta Directiva ministerial a pesar de la interposición de tutelas y de 
medidas cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Y en otros 
casos como donde los Awá del departamento de Nariño la contratación de la 
administración de la educación se hizo con instituciones privadas como el Colegio 
Musical Británico sin la autorización de la organización indígena, lo que generó protestas 
de los indígenas y la intervención del MEN para llegar a un acuerdo que permitiera la 
normalización académica (Rodríguez, 2011). 
Estos ejemplos nos demuestran que cuando se trata de implementar políticas públicas 
para los indígenas las tensiones surgen también entre las diferentes instituciones del 
Estado. El desconocimiento de la normatividad que rige los derechos de los pueblos 
indígenas, en este caso el derecho a participar en la elaboración y administración de la 
educación, es también el resultado del desinterés que las comunidades indígenas 
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despiertan y la constante creencia en la incapacidad de los indígenas para asumir este 
reto.  
En este marco de relaciones de tensión entre el Estado y las organizaciones indígenas, 
son estas quienes proponen y exigen para avanzar en el diseño e implementación de las 
políticas públicas educativas. Es así como después de los problemas encontrados con la 
directiva ministerial 01 del 2009, los indígenas exigen en el CONTCEPI la expedición de 
un decreto transitorio para construir el Sistema Educativo Propio –SEIP– y la 
reglamentación de la contratación en los territorios indígenas. En estas deliberaciones se 
esgrimieron dos argumentos. Uno, el de la necesidad de una mayor autonomía para 
administrar la educación en sus territorios. Este argumento fue desarrollado sobre todo 
por los indígenas del Cauca quienes se sienten preparados para asumirla dada su 
experiencia. Otro argumento manifestado por otras organizaciones indígenas con menos 
experiencia de organización política, es el de la necesidad de una gradualidad y de una 
transitoriedad para asumir el SEIP (Relatoría sesión CONTCEPI, Abril 29, 2009). La 
exposición de estos argumentos nos demuestra el desigual grado de organización política 
de los diferentes pueblos indígenas de Colombia. 
El resultado de estas exigencias y concertaciones entre el gobierno y las organizaciones 
indígenas en el seno de la mesa de Educación –CONTSEPI - fue del decreto transitorio 
2500 de julio 12 de 2010 que 
“reglamenta de manera transitoria la contratación de la administración de la atención 
educativa por parte de las entidades territoriales certificadas, con los cabildos, 
autoridades tradicionales indígenas, asociación de autoridades tradicionales indígenas y 
organizaciones indígenas en el marco del proceso de construcción e implementación del 
sistema educativo indígena propio SEIP” (MEN, 2010). 
La implementación de esta norma va a permitir a los pueblos indígenas ejercer la 
autonomía en la administración de la educación en sus territorios disminuyendo el poder 
que todavía la iglesia tiene sobre la educación en algunos resguardos. Esta autonomía se 
encuentra consignada no solamente en la constitución sino en la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional.  
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Así, la sentencia T-601 de 2011 considera que: “Los derechos que se desprenden de la 
autonomía de los pueblos indígenas deben armonizarse con el principio de unidad 
nacional, ya que los pueblos indígenas no son -y no se consideran- naciones 
independientes. Sus miembros ostentan la nacionalidad colombiana, pero como 
comunidad dotada de una singularidad cultural reclaman amplios espacios para la 
determinación de sus prioridades y el desarrollo de su proyecto de vida.” 
Las organizaciones indígenas que asumieron este reto fueron el CRIC, la Yanama de la 
Guajira, los indígenas Inga de Nariño. Mientras que los pueblos indígenas de la Sierra 
Nevada de Santa Marta han manifestado no tener interés en administrar su educación y 
han solicitado al MEN que trabaje con ellos en el fortalecimiento del proceso educativo 
para que la entidad territorial no ponga obstáculos y los acompañe (Entrevista N°3). 
Los obstáculos a esta autonomía administrativa se van a encontrar de una parte, en la 
falta de voluntad política para la adecuación institucional en las entidades territoriales 
(gobernaciones, alcaldías, secretarías de educación), y también porque esta autonomía 
ya está enmarcada en leyes gubernamentales de tendencia privatizadora. De otra parte, 
en la oposición de algunos sectores sociales. Es así como en el departamento del Cauca, 
donde la autonomía de la administración indígena está más avanzada se está 
consolidando una oposición en el sector campesino, en el sindicato de profesores 
ASOINCA, en el gobierno departamental originando tensiones entre estos actores 
sociales. 
Pese a todos los obstáculos es evidente el desarrollo, aunque lento, que han tenido las 
políticas públicas de educación indígena construidas desde las bases comunitarias desde 
hace cerca de cuatro décadas. Del decreto 1142 de 1978 que legalizaba las experiencias 
de políticas educativas del CRIC (y de otros pueblos indígenas) dando inició a la 
Etnoeducación se ha pasado al decreto transitorio 2500 de 2010 que permite la 





4.3. Desarrollo de la autonomía administrativa de educación indígena por el CRIC 
en un contexto de economía neoliberal 
Situación del PEBI antes del decreto 2500 del 2010 
Cuando el CRIC asume la administración de la educación indígena en el marco del 
decreto 2500 de 2010 ya disponía de una estructura educativa consolidada aunque con 
una cobertura limitada. El programa de educación bilingüe e intercultural- PEBI- se 
fundamenta en los componentes político, pedagógico y administrativo al interior de los 
cuales se formaban equipos de trabajo que se encontraban en la sede del CRIC de 
Popayán y se desplazaban a algunos resguardos de las 9 zonas indígenas en las cuales 
se articulaban con los comités de educación de los cabildos orientados por un (a) 
coordinador (a) para apoyar la elaboración de los PEC (Fig.3. p.62).  
El funcionamiento de esta estructura se realiza a la manera de una red que donde los 
comités de educación de los cabildos se articulan a los equipos de trabajo del PEBI. Pero 
estos equipos eran desbordados ante la demanda de orientación de las zonas. Y la 
posibilidad de ampliación resultaba difícil porque se enmarcaban en pequeños proyectos 
financiados por la cooperación internacional  con un limitado recurso humano. Por 
ejemplo hubo un momento en que el componente pedagógico contaba con un equipo de 
solamente 8 personas cuya función de seguimiento a la elaboración de los PEC se 
limitaba a ciertos resguardos de los 93 distribuidos en nueve zonas del departamento 
(Entrevista N°9). Se necesitaría al menos 9 equipos de estos para atender a las nueve 
zonas.  Pese a todo, estas políticas se van desarrollando paulatinamente. Es así como 
para el año 2004 el PEBI debe orientar a 1.200 profesores indígenas que trabajan en 62 
instituciones educativas y en 84 centros educativos donde 58.000 estudiantes indígenas 
asisten. (Entrevista N°18). 
Pero, lo importante  a destacar es que el CRIC ya venía administrando la educación en 
algunos de sus territorios (Zona norte, Tierradentro, los reasentamientos, zona centro y 
zona occidente) desde 1996. Esta autonomía se logró después de una gran movilización 
en el Cauca que se concluyó con la firma del Convenio de La María de 1996, en el que el 
gobierno acordó  la ampliación de cupos escolares (2.559 niños para incorporarlos en el 
sistema escolar) y el nombramiento de maestros seleccionados previamente por la 
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comunidad. Luego, en el 2005 al ganar el concurso de “operadores” para administrar la 
educación se logró una nueva ampliación de cobertura de cupos escolares para 3.080 
niños (Entrevista N°18). 
La consolidación y la originalidad del programa de educación intercultural bilingüe del 
CRIC han tenido reconocimientos nacionales e internacionales. En el 2002, el Convenio 
Andrés Bello en el Concurso Internacional “Somos Patrimonio” otorgó un Premio por la 
unificación del alfabeto nasa yuwe que “contribuye a la unidad del pueblo nasa alrededor 
de su lengua y su cultura”. El primer maestro indígena de la Laguna de Sibería, Roberto 
Chepe, obtuvo también un reconocimiento por esta misma institución. Y el “Consejo 
Iberoamericano en honor a la Calidad Educativa” otorgó también un premio al programa 
de educación en el 2004 (Galeano, 2006). 
Desde 1998 se inició el Programa de Pedagogía Comunitaria de nivel superior. Este fue 
la semilla, la génesis de la universidad autónoma indígena e intercultural - UAIIN - 
(aunque todavía no tiene reconocimiento del Estado) con los programas de licenciatura 
en pedagogía comunitaria (aprobado), administración y gestión propia, programa de 
derecho propio, desarrollo comunitario y programa de salud propia. Además de sus 
centros de investigación y escuelas de saber. 
De tal manera que el CRIC contaba con un programa de educación consolidado y una 
experiencia en su administración que le permite aceptar el reto de administrar la 
educación en todo el departamento como preámbulo a la construcción del Sistema 
Educativo Intercultural Propio-SEIP. Esta decisión fue tomada por las autoridades 
tradicionales y las comunidades en el XIII Congreso del CRIC (2009) en el resguardo de 
La María Piendamó. No obstante, esta autonomía se encuentra enmarcada en principios 
neoliberales  explicitados en el decreto transitorio 2500 del 2010.  
Es por ello que en el mismo Congreso del CRIC donde se impulsó la construcción del 
SEIP se presentó ante la comunidad otra posición en relación a la forma de la 
contratación de la administración. “El congreso ratifica que la oferencia es una medida 
transitoria y estratégica hacia el fortalecimiento del SEIP a través del PEBI, el cual asume 
la responsabilidad en seis meses de presentar en una junta directiva una propuesta de 
reestructuración administrativa en un único estudio”38 (Memorias de los congresos, CRIC, 
                                                     
38
Este estudio contiene a) tipología integral para la SEIP incluyendo la dimensión de las lenguas indígenas y 
los PEC b) el camino jurídico para el reconocimiento de la SEIP c) la reestructuración del PEBI en el marco 
90 
 
2009:89). En este mismo congreso la Universidad Autónoma Intercultural Indígena –
UAIIN es reconocida  por las autoridades tradicionales y la comunidad para que forme 
parte del SEIP. En estas condiciones el CRIC asume desde el 2011, la autonomía 
administrativa de la educación indígena en todo el departamento. Para ello amplia 
su estructura administrativa con el recurso humano procurado por el decreto 
2500/2010  (fig. 5). Organizados de esta manera tiene la potestad de nombrar 
profesores en sus territorios y elaborar los  currículos y el PEC para aquellos 
pueblos indígenas que aún no lo han hecho. Para implementar esta 
administración se firma un convenio interinstitucional con la Secretaria de 
educación y bajo el cumplimiento de estándares administrativos se traslada los 
recursos financieros al CRIC (Entrevista N° 9). 
Los rumores empezaron a circular en Popayán y en los sectores vinculados con la 
educación. “Les ha llegado millones a los indígenas”, “ahora tienen mucha plata”, “el 
abogado anda en carro blindado”, “se están comprando fincas y casas para la 
universidad”. El terreno está preparado para originarse tensiones que a veces 
desembocan en confrontación entre el CRIC y los sectores de profesores, campesinos y 
afrocolombianos en el Cauca. 
La tensión entre el CRIC y los sectores de profesores, campesinos y 
afrocolombianos 
La mayor parte de la sociedad caucana así como los sectores involucrados en la 
educación ignoran y no les interesa el proceso educativo que los indígenas del Cauca 
vienen realizando desde hace casi cuatro décadas, ni tampoco saben de la existencia de 
una normatividad tanto nacional como internacional que existe al respecto. Pero, cuando 
se visibiliza el alcance de las políticas públicas de educación indígena y sobre todo la 
autonomía de los indígenas para administrarla con disponibilidad de recursos financieros, 
las reacciones de oposición de todos estos actores hacia los indígenas es casi visceral, 
incluso racista.  
                                                                                                                                                                
del SEIP d) elementos para una política laboral coherente con la administración propia. Memorias de los 
























Esta oposición se construye a partir de la imagen siempre presente de incapacidad de los 
indígenas. Incapacidad per se sin ningún alusión a factores históricos y con 
desconocimiento del grado de organización política que han alcanzado. Las categorías 
establecidas por la teoría del evolucionismo cultural de “atrasado” “incivilizado” persisten 
no solamente en los funcionarios sino también en la sociedad civil. Pero, el móvil que 
incita a esta oposición es precisamente la constatación del protagonismo político y social 
logrado por los indígenas en la región, lo cual genera inquietudes y nutre la oposición a la 
ampliación de un modelo educativo administrado por los mismos indígenas.  
Esta tensión se agudiza cuando ciertos centros educativos donde trabajan profesores 
mestizos van a ser administrados por los indígenas implicando cambios y afectando 
algunos intereses. O sea, los indígenas de un lado y los profesores nombrados por la 
Secretaría de educación del otro. Para los primeros el interés primordial es el ejercicio de 
la autonomía para administrar su educación y para los segundos, especialmente para los 
docentes sindicalizados, es la defensa de bastiones de poder en algunas instituciones 
educativas, así como los derechos laborales referidos especialmente a la estabilidad del 
lugar. 
Las críticas empiezan por cuestionar el modelo educativo. La educación de los indígenas 
es de “baja calidad” y tiene un “carácter indigenista”.  
Por ello, algunos padres de familia indígenas o mestizos que tenían a sus hijos en la 
escuela indígena prefieren matricular a sus hijos en otros establecimientos. “Cuando mi 
hija tenía que ir a la escuela no quería que vaya a la escuela de la comunidad, la 
profesora [indígena] enseña hasta cierto punto, quería que mi hija aprendiera otras cosas 
por eso la matriculé en Popayán” (Entrevista N°11). Los dirigentes indígenas “prefieren 
mandar a estudiar a sus hijos a otros lugares para que regresen a administrar el territorio”  
(GF-2c-Aso). 
Por otro lado se justifica también la construcción de una educación autónoma por la 
añoranza del “buen salvaje”. “Está bien que ellos hagan su propia educación, así ellos 
pueden conservar su cultura, pero ese aislamiento no está bien, pero a la vez si aprende 
lo del mestizo se corrompe su tradición” (Entrevista N°5). 
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“Falta nivel pedagógico y académico, la escuela indígena es más política que académica, 
es muy cerrada” (Entrevista N°6). “Quieren estar en una urna de cristal” (Entrevista N°4). 
El carácter político de la escuela indígena en tanto que instrumento para escapar de la 
dominación de la cosmogonía mayoritaria era lo que precisamente buscaban los 
indígenas. Y este carácter político lo logran articulando la escuela a la dinámica de la 
organización indígena el CRIC de la cual participan los profesores, los niños y los padres 
de familia. Lo que significa asistencia a las reuniones comunitarias y eventos del CRIC 
tanto en los resguardos como en Popayán e incluso en otras ciudades en donde se van 
formando como sujetos sociales y políticos y siempre en la posición de presión sobre el 
gobierno para que cumpla con lo legislado no solamente en educación sino en todos los 
aspectos de la vida comunitaria.  
En la práctica esto se refleja en las frecuentes ausencias de los profesores que 
generalmente son líderes comunitarios. La pregunta que surge sería ¿en qué medida sus 
frecuentes ausencias para atender a los eventos de la comunidad y del CRIC pueden 
afectar el aprendizaje y el interés de los niños por la escuela?  “los dejan mucho solos por 
irse a las reuniones y es un pesar porque los niños indígenas son muy curiosos tienen 
ganas de descubrir cosas” (Entrevista N°11).  
Se resalta también la falta de preparación de los docentes en las escuelas indígenas en 
la metodología de aprendizaje a partir de la práctica – método inductivo- y que en el PEBI 
se practica fuera de las aulas con las salidas al campo y con métodos lúdicos. Según 
algunos críticos en algunas zonas y con el paso del tiempo este método pedagógico 
todavía no ha sido comprendido y para algunos profesores se convirtió en “una 
paseadera”. “Los profesores los sacan mucho” (Entrevista N°11). “Cuando yo veo 
algunos profesores que no juegan con los niños, quiere decir que no están dirigiendo, 
orientando el juego” (Entrevista N°6). 
Y también empiezan las dudas sobre la capacidad administrativa del CRIC en su 
educación. “No tienen una estructura administrativa sólida” (Entrevista N°5) “copian 
modelo administrativo tradicional” (Entrevista N°6). Se ignora que el CRIC fundó el PEBI 
como un instrumento para las políticas educativas desde finales de la década de los años 
setenta y que además coadyuvaron a la elaboración de la propuesta administrativa y 
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jurídica para consolidar el SEIP a escala nacional tomando precisamente el programa de 
educación del CRIC como modelo (fig.5. p.91)  La propuesta administrativa del SEIP fue 
acogida por otras organizaciones indígenas del país para llevarla a discusión a la Mesa 
nacional de concertación de educación –CONTCEPI.  
Aunque estas dudas sobre la capacidad administrativa la fundamentan en la mala 
“administración” de sus territorios. “Ellos tienen una propiedad colectiva, la pueden 
aprovechar, pero hasta la cebolla la llevan en las chivas a los resguardos…la autonomía 
de un pueblo empieza por lo económico, hasta ahora no hay ninguna comunidad que 
tenga autonomía económica. La educación tiene que ser un instrumento para crear esa 
economía” (GF-2b-c-e Aso).  
El cuestionamiento de los profesores sindicalizados se centra en la pérdida de autonomía 
del CRIC al haber aceptado una administración de la educación indígena condicionada a 
criterios de racionalización del gasto público. Consideran que el Estado ha cooptado al 
CRIC al implementar estas políticas educativas en esas condiciones. “El Estado está 
llevando al movimiento indígena a que no tengan la autonomía que están buscando” (GF-
2c-Aso).  
“El mecanismo que utilizan está con la privatización”, (en alusión a la figura de la 
contratación). “Eso de la descentralización es descargarse de la responsabilidad” 
(Entrevista N°7). “No prevalece la administración propia, ellos venden la autonomía 
curricular” (GF-2e-Aso). 
En efecto, sobre lo que se denomina “contratación de prestación de servicios”, no 
solamente para la educación sino también para la salud, Baronet y Mazarts (2009) 
consideran que es la aplicación de la política neoliberal y la responsabilidad de las 
políticas sociales interculturales en regiones diversas y marginadas tiende a ser 
traspasada a ciertas organizaciones regionales de los pueblos indígenas que asumen su 
gestión directa en condiciones fijadas por la normatividad en vigor, gracias a recursos 
públicos, pero con sus propias orientaciones y acciones de desarrollo. A pesar de ser 
parciales estas experiencias de administración directa de los recursos públicos son 
inéditas en América Latina. 
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A su turno los indígenas argumentan que  “son cosas de procedimientos administrativos 
que son más mecánicas que hacen quitar tiempo (más) que otra cosa, si nos vamos por 
ejemplo a las condiciones de la canasta educativa, eso sí tiene fondo porque recibir un 
recurso que no corresponde a la realidad, o al desarrollo de una realidad, la lejanía de las 
viviendas con respecto a los centros educativos, las mismas condiciones que se 
necesitan para el desarrollo pedagógico, en esos aspectos pueden haber… pero lo que la 
organización ha pedido no compensa lo que necesita la educación propia, no significa 
que no se esté haciendo nada. Al contrario con las uñas se están haciendo cosas, y se 
siguen haciendo. Sí hay avances… De todas maneras es un problema grande” 
(Entrevista N°13). 
El problema grande es ante todo administrar la educación con los efectos que se derivan 
de una normatividad sin reglamentar, pese a la jurisprudencia existente en la materia, 
como el decreto 3020 de 2003 en el que se estipula parámetros diferenciales, por 
ejemplo para la tasa técnica (relación estudiantes/docente). Lo estipulado de manera 
general es una relación de 22 estudiantes por docente para primaria y 32 para 
secundaria, pero esta relación es inviable en la mayoría de los territorios indígenas 
porque las condiciones socio demográficas y geográficas son diferentes. Ante esta 
carencia de reglamentación y el desconocimiento de la legislación especial en materia de 
educación por la mayoría de los funcionarios de las secretarías departamentales y 
municipales de educación, estas  obligan a los directivos indígenas a cumplir con la 
legislación general como en el caso de la tasa técnica en los resguardos. Incluso en 
conocimiento de la legislación, las secretarías de educación son reacias a la aplicación 
del Decreto 2500, pues implica la pérdida del control de la educación y del manejo del 
personal docente , lo cual ha sido un bastión burocrático para los mandatarios regionales. 
(Entrevista N°18) 
Y las cosas que están haciendo con las uñas, es decir con pocos recursos, es porque las 
tipologías construidas por el MEN y el Departamento Nacional de Planeación no 
consideran que la educación indígena requiere de recursos superiores a los de la 
educación convencional, en la medida que se requieren materiales didácticos específicos 
para cada pueblo, investigación lingüística, rescate de saberes comunitarios, etc. De ahí 
que esta realidad no es considerada por el Estado y le asignan a la educación indígena 
los mismos recursos por estudiante que para el resto de la población. 
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Además, la falta de personal formado para trabajar esta propuesta educativa diferenciada 
hace que en la mayoría de los establecimientos educativos, no haya didácticas 
específicas desarrolladas para las áreas y asignaturas para los currículos indígenas. La 
mayoría de los establecimientos educativos indígenas no cuentan con el personal 
administrativo necesario. Colegios sin secretarias, personal de servicios generales, 
pagadores, etc. (Entrevista N°18 y visita a algunas escuelas, octubre, 2012). Estas 
escuelas que intentan desarrollar propuestas pedagógicas específicas para los 
indígenas, ante la falta de voluntad política de asignar recursos humanos y financieros 
adecuados se empiezan a transformar en escuelas rurales pobres.  
Respecto a las críticas de aceptación de una administración condicionada un indígena 
manifiesta  “Para nosotros aceptar esto es estratégico, si no otra entidad sin experiencia 
vendría a nuestros resguardos a administrar la educación, pero por eso estamos 
peleando por el decreto autonómico, pero, vea, ya llevamos más de dos años con el 
transitorio” (Entrevista N°3). 
Los opositores también expresan sus dudas respecto a la buena administración de estos 
recursos: “Al interior de los resguardos se está construyendo clientelismo político, se 
reproducen vicios de afuera, del sistema capitalista”. “Aunque en la cúpula hay vicios en 
las bases no es así” (GF-2c-Aso).  “Quien gana son las directivas del CRIC, no la van a 
hacer gratis, todos esos van a ganar” (GF-2e-Aso). 
Los indígenas responden: “Lo negativo sería que la organización hubiera recibido el 
recurso y se hubiera olvidado de lo que tiene que hacer. Están dadas las herramientas 
necesarias para que dentro de cada comunidad se desarrolle la política educativa propia. 
Los equipos zonales están trabajando, las autoridades también, bueno, lo malo de las 
autoridades (gobernadores de los cabildos) es que se cambian cada año” (Entrevista 
N°13). 
Otra persona añade “De pronto puede haber riesgo, pero si no se muestran desarrollos 




Otro argumento de los opositores al tipo de administración “autónoma” de la educación 
indígena  es que la calidad de la educación se verá afectada: “para ganar, entonces 
contratan barato a esos profesores bachilleres pedagógicos que tienen, no a los 
especialistas entonces eso va en detrimento de la educación” (Entrevista N°7). 
Esos profesores bachilleres pedagógicos son los maestros pioneros (algunos aún en 
ejercicio) que en la génesis de estas políticas educativas era el único recurso humano 
disponible y adecuado para esos momentos. “Si no hubieran echado mano del recurso 
indígena, de los profesores bilingües, no hubiera arrancado” (Entrevista N°13). Si bien es 
cierto que no tenían un nivel académico adecuado según los parámetros de la educación 
convencional, ellos contaban y cuentan con el conocimiento de su comunidad y de su 
territorio así como de la dinámica política de su organización (CRIC) hecho que les facilita 
enseñar primero lo local, según los propósitos de la propuesta educativa indígena, para 
dedicarse luego al conocimiento universal. Algunos han seguido su formación en la 
universidad indígena como licenciados en pedagogía comunitaria. Otros, tienen 
formaciones técnicas (agrícola, enfermería). Una minoría, los de la nueva generación 
también van a estudiar a otras universidades e incluso a otras ciudades, pero, “a ellos ya 
le lavaron el cerebro y vienen a repetir el modelo tradicional” afirma una profesora 
indígena. 
Respecto al condicionamiento de la autonomía administrativa de educación según 
criterios y principios  basados  en la racionalización del gasto público que concibe a la 
educación como un servicio, y no como un derecho, este se expresa en la normatividad 
del decreto 2500 de 2010 de donde se deriva la precariedad laboral de los docentes. 
Así se lee en el     
“Capítulo 11, Artículo 9.  Inexistencia de vínculo laboral.  
En ningún caso, la entidad territorial contraerá obligación laboral con las personas 
que los cabildos, autoridades tradicionales indígenas, asociación de autoridades 
tradicionales indígenas y organizaciones indígenas contraten para la ejecución de 
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los contratos39 de que trata el presente decreto. En consecuencia, el personal de 
dirección, administración y docente que contraten los cabildos, autoridades tradicionales 
indígenas, asociación de autoridades indígenas y organizaciones indígenas para la 
ejecución de los contratos de administración de la prestación del servicio educativo de 
que trata el presente decreto en ningún caso formará parte de la planta oficial de la 
entidad territorial”. 
La precariedad del trabajo se encuentra en los contratos a término definido de diez 
meses. Estas limitaciones económicas consideradas de tendencia privatizadora y que se 
extienden a las condiciones laborales de los profesores son cuestionadas. “No respetan 
los derechos laborales” (GF-2e- Aso). Pero, hay una cierta tendencia a creer que son los 
indígenas quienes impusieron estas condiciones. A pesar de que en el Parágrafo 2° del 
capítulo II del decreto transitorio 2500/2010 se estipula  “Los contratos que se celebren 
con los docentes, directivos docentes y administrativos que prestarán sus servicios para 
la atención educativa de la población estudiantil por parte de los cabildos, autoridades 
tradicionales indígenas, asociación de autoridades tradicionales indígenas y 
organizaciones indígenas deberán suscribirse por el término de duración del 
calendario escolar y acorde con lo establecido en el Decreto 804 de 1995”. 
Muchos profesores, incluyendo los de ASOINCA, no han leído el decreto, no les interesa 
o simplemente repiten lo que sus otros compañeros dicen. Pero, incluso aquellos que 
conocen la normatividad plantean que “ellos (los indígenas) hubieran podido negarse con 
el poder de convocatoria que tienen” (GF-2c-Aso). Incluso afirman “fueron capaces de 
recuperar la tierra, ahora se patreasearon” (Entrevista N°6). 
 A estas críticas los indígenas responden; “¿Si no administramos?, eso tendría un costo 
político y económico, el gobierno diría no hay un peso…, como está la Ley puede darle la 
educación a otro oferente, o a otro operador,  es decir, lo hacemos nosotros o no lo 
hacemos, ahora todo es así, es un lenguaje empresarial” (Entrevista N°13). 
                                                     
39
 Negrillas nuestras y las siguientes en citación de normatividad 
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Pese a esto, los indígenas tratan de adaptar esos condicionamientos de la autonomía a 
sus propios desarrollos. Por ejemplo la figura de la contratación a término fijo que dura 
diez meses, la adaptan a los objetivos de sus políticas educativas, que es fortalecer 
políticamente a su organización. La “inestabilidad laboral” la convierten en algo positivo 
para la organización mediante un sistema de rotación de personal. Esta rotación la 
conciben como una oportunidad de aprendizaje. Es la metodología que se ha venido 
desarrollando en el programa de educación que es aprender desde la práctica. “La 
rotación es un potencial de aprendizaje porque en la medida que más gente se involucre, 
que pasen a la regional (CRIC-Popayán) que después vuelvan al nivel local (CRIC-
resguardos). Entre más se foguee la gente en esta dinámica mejor porque a partir de la 
experiencia permite entender lo que antes no entendía. Si uno lo ve en términos laborales 
no es nada bueno, por eso las familias de las personas que están en la dinámica 
comunitaria se disgustan. La organización (CRIC) hace eso con todos los programas 
desde antes del 2500” (se refiere al decreto transitorio del 2010) (Entrevista N°13).  
A este trabajo rotativo tratan de involucrar al mayor número posible de personas ya sea 
en sus resguardos o en Popayán, ya sea en la administración o como docentes. Es usual 
encontrarse con comuneros en sus resguardos trabajando en los cabildos o en su parcela 
o en el “rebusque” en el pueblo, después de haber estado en las oficinas de Popayán. 
Pero la mirada de afuera, la cosmovisión occidental, lo mira desde la individualidad como 
precariedad laboral y sin tratar de entender la lógica comunitaria de aprendizaje. Así lo 
manifiestan “Esos contratos tan cortos no permiten la consolidación de procesos” 
(Entrevista N°9) y lo ven como simples contratos transitorios de trabajo: “Mijo, Ud. ya 
comió dos años ahora le toca a otro” (Entrevista N°9). Pese a este cambio de personal, 
los lineamientos de las políticas educativas permanecen porque se construyeron a largo 
plazo. Desde la perspectiva occidental estas políticas se las podría asemejar a políticas 
de Estado y no de gobierno. No dependen de la voluntad de los consejeros ni de los 
gobernadores, es una decisión de toda la organización indígena CRIC por eso 
permanece en el tiempo. 
Con respecto al tipo de contratos con los profesores explican que “se hace  la 
contratación del maestro. Se procura al máximo, no desmejorar frente al otro sistema. La 
organización ha intentado que al maestro se le reconozca una dotación anual, como lo 
hace el otro sistema, porque los maestros empezaban a comparar con el otro sistema. 
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Decían: miren que el sistema oficial tiene vacaciones, auxilio de transporte, dotación, etc. 
Entonces lo que la organización ha hecho es buscar que el maestro se vea beneficiado 
en esas cosas, sean indígenas o sean mestizos” (Entrevista N°13). 
Con el ánimo de hacer rendir el presupuesto, desde el ejercicio de esta autonomía 
administrativa han creado (2011) en algunos resguardos, la figura de voluntariado como 
en los tiempos de la creación de las primeras escuelas. Para aquellos interesados se les 
propone un año o un año y medio de voluntariado en las escuelas de básica primaria con 
la esperanza que con un buen desempeño laboral serán contratados por el CRIC. En la 
visita a ciertas escuelas se constato que a veces estas personas voluntarias están lejos 
de tener claros los objetivos de la propuesta educativa indígena y de la organización 
indígena en general. Distan mucho de aquellos primeros profesores indígenas que 
sabían lo que significa construir una educación propia. Se evidencia que la motivación 
principal es la de tener a corto plazo una oportunidad de trabajo. Aunque se dan casos 
que durante esta experiencia laboral se han apasionado por este trabajo. Algunas 
personas de estos voluntarios son indígenas urbanizadas con capacitaciones técnicas 
sea en agricultura o en enfermería. Esta afirmación no pretende asegurar que es una 
tendencia general de los voluntarios dado las pocas escuelas visitadas con esta figura.  
Lo que sí se advierte en los nuevos profesores un débil conocimiento de la metodología y 
principios que intenta construir el PEBI. Así como el objetivo de formar a nuestros 
comuneros para que no abandonen el territorio.  “A un amigo mío lo sacaron porque 
empezaba a decirles a los estudiantes que sería bueno que salgan para que conozcan 
otras cosas” (charla informal, 10.12.2012). 
Ante estas dificultades los indígenas han optado por establecer mecanismos de selección 
a los profesores que postulan para trabajar en sus territorios como la realización de un 
examen sobre el conocimiento de su organización (CRIC). “A los maestros nuevos que 
han entrado sin experiencia, se les da su direccionamiento político y las orientaciones 
pedagógicas para que puedan hacer un buen desempeño” (Entrevista N°13). Sin 
embargo, esto no es suficiente “Hay maestros que no entienden, otros que por capricho 
no quieren que la comunidad esté evaluándolos, o les exija, ellos hacen lo que les da la 
gana, esas son en últimas las palabras, hay casos en donde el maestro ve que la 
comunidad está encima, y no puede hacer nada, entonces ellos renuncian y se van, 
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piden traslado” (Entrevista N°13). Es evidente la falta de personal formado para trabajar 
en esta nueva escuela. La ampliación de cobertura ha aumentado las demandas de 
acompañamiento de las zonas para hacer el seguimiento a la construcción del PEC. Y el 
tipo de autonomía otorgada por el decreto 2500 de 2010 impide responder a todas estas 
demandas. “En algunas zonas, la formación pedagógica de los profesores no es buena, 
falta acompañamiento y seguimiento al proceso” (Entrevista N°9). 
Además, la resistencia al cambio pedagógico de algunos profesores, aumenta la 
complejidad de la implementación de estas políticas públicas. Pese a esto, la ampliación 
de la autonomía administrativa ha permitido a los indígenas hacer mejor la evaluación de 
los profesores. “Es la comunidad quien tiene el poder para decidir si el maestro puede 
continuar o no, la organización no se puede meter porque es la comunidad cuando 
evalúa define si puede continuar o no. Pero con los profesores vinculados por la 
Secretaría de educación  “no dependen de la organización, cuando la comunidad es clara 
y sabe lo que  pretende con la educación, le exigen al maestro, o lo pueden sancionar, es 
decir hay muchas formas pero no lo pueden echar, o le piden el traslado” (Entrevista 
N°13).  
A medida que avanza la autonomía administrativa educativa de los indígenas, la tensión 
entre el CRIC y los sectores educativos del Cauca se intensifica. En algunas zonas esta 
tensión se ha manifestado de manera violenta. Tal fue el caso del resguardo de San 
Andrés de Pisimbalá (municipio de Inzá) en el 2010. Esta oposición se agudizó hasta tal 
punto que se convirtió en un problema de orden público. Las comunidades campesinas e 
indígenas se confrontaron hasta llegar a las agresiones físicas.  
El resguardo de San Andrés de Pisimbalá arrastra en su reciente historia (los últimos 50 
años) un problema territorial. Los mestizos declararon en este resguardo un centro 
poblado para ellos violando la legislación respecto a los resguardos. Este hecho 
demuestra el persistente rechazo entre estas dos comunidades resultado del trabajo 
educativo de la iglesia que inculcaba el rechazo a la cultura indígena en este territorio – 
Tierradentro- bastión de la resistencia indígena y luego sede del episcopado para 
contrarrestar esta resistencia. Cuando la institución educativa de este resguardo debía 
pasar, según la normatividad a ser administrada por el CRIC, la oposición de los 
directivos y de los profesores se va extender a toda la población “ellos (los indígenas) 
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querían administrarla para obtener los recursos” (GF-2c-Aso). Entre los profesores que se 
oponían a la administración indígena, además de los mestizos había algunos indígenas, 
pero que no se reconocían como tales (Entrevistas N°3, N°2, N°23).     
La solución del gobierno departamental a este problema fue la de construir otra institución 
educativa para que sea administrada por la comunidad campesina y la otra por los 
indígenas. Los que se oponían a que esta institución fuera administrada por los indígenas 
consideraban que “los recursos son tan pocos y ahora toca dividirlos” (GF-2e-Aso). La 
oposición entre estos actores aumenta cuando se enteran que los indígenas van a 
administrar los recursos financieros.   
Otro caso de oposición a la autonomía administrativa de las políticas educativas de los 
indígenas se presenta en la zona centro donde habitan los kokonucos, uno de los 
pueblos indígenas con un alto grado de aculturación, pero con una reciente historia de 
reconstrucción de identidad y organización política a partir del proceso de la recuperación 
de la tierra.  
Estas oposiciones son impulsadas por profesores nombrados en propiedad por la 
Secretaría de Educación y algunos sindicalizados. Para estos profesores el hecho que su 
institución educativa sea administrada por el CRIC significa estar bajo las exigencias 
pedagógicas del PEBI y por lo tanto bajo la evaluación de la comunidad. Si bien su 
estabilidad laboral no sufrirá modificación, su estabilidad geográfica puede variar en el 
caso que los indígenas consideren que su trabajo está al margen de los propósitos del 
programa educativo del CRIC. En ese caso el cabildo y la comunidad indígena pueden 
solicitar su traslado.  
Aunque, existe otra razón para oponerse a que el CRIC administre la educación. Las 
exigencias de trabajo a los profesores que laboran en territorios indígenas son mayores 
que si trabajarán con otro tipo de población. Estas exigencias se vuelven obligación 
cuando el profesor es contratado por el CRIC.  
Dado que el modelo de educación indígena se fundamenta en la articulación con la 
comunidad porque consideran la educación como la base de los Planes de Vida de los 
resguardos, los profesores deben asistir a las actividades de la comunidad. O sea 
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reuniones del cabildo,  asambleas comunitarias, juntas directivas, congresos, participar 
en las mingas, que en general se realizan los fines de semana. “Eso con los indígenas es 
trabajar al sol y al agua. Un ritmo de trabajo parecido al de un apostolado” (Entrevista 
N°27). En suma es una entrega a la comunidad. Esta dinámica no es aceptada ni 
entendida por los profesores mestizos que todavía son mayoría (por la insuficiencia de 
profesores indígenas formados) porque desconocen este proceso educativo (y muchas 
veces no les interesa conocerlo)  “yo no conozco eso porque no acudimos a las 
reuniones” (Entrevista N°7). La exigencia de involucrar los profesores a la dinámica 
comunitaria es percibida por los profesores mestizos e incluso, a veces por algunos 
indígenas con alto grado de aculturación, como una violación a sus derechos laborales 
porque “quieren que alarguemos nuestra intensidad horaria porque hay que ir a sus 
actividades, minga y todo eso” (Entrevista N°8).  
En este escenario se presentan dos tipos de situaciones laborales: profesores 
contratados por el CRIC quienes deben en principio acogerse a las leyes indígenas 
referentes a educación en los resguardos y aquellos nombrados por la Secretaría de 
educación a quienes no les cobija la obligación de participar de estas actividades 
comunitarias. Aunque como se vio anteriormente, la comunidad puede ejercer presión 
para que sea trasladado. Pero, la ley ordinaria de educación los cobija aunque estén en 
territorios indígenas. Las dos jurisdicciones, la de la Ley ordinaria y la del Derecho propio 
coexisten en un mismo territorio originando algunas veces confusiones que obstaculizan 
la implementación adecuada de políticas públicas de educación indígena. 
De modo que el temor a la pérdida de estabilidad del sitio de trabajo, la obligación de 
asistencia a los eventos de la comunidad, del Cabildo y del CRIC y la precariedad laboral 
para aquellos que vayan a trabajar con el CRIC, son los motivos de oposición. Aunque 
también estos profesores invocan otras razones para oponerse al CRIC y es la 
inadecuada forma como los indígenas empiezan a ejercer su autonomía política. “No nos 
gustó la forma, “ahora mandamos nosotros”…” (GF-2e-Aso).  
En este contexto los indígenas kokonucos están iniciando el proceso de construcción del 
PEC e invitan a las reuniones a toda la comunidad educativa. Los profesores opositores 
afirman “Nos hemos declarado en resistencia contra la administración de la educación 
por los indígenas aquí porque con la contratación se abre paso a la privatización”, por eso 
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“hemos declarado a la cabecera municipal de Kokonuco zona de exclusión de la 
administración de la educación por los indígenas y por eso no vamos a sus 
convocatorias” (Entrevista N°8).  
 
“La propuesta educativa hay que construirla con la comunidad” (Entrevista N°7). Pero si 
Uds. no van a las reuniones, “si pero, ellos no empezaron desde el principio, lo que les 
interesa es la plata, que son muchos millones” (Entrevista N°7). “La orden de ASOINCA 
es desobediencia: no vamos a una invitación por muy linda que sea, imagínese llegó una 
invitación de Quintana40 y nos dice que llevemos cobija y cuchara, no les vamos a facilitar 
las cosas, no se las vamos a servir en bandeja, ellos no son nuestros jefes, al menos por 
ahora, pueda que más tarde” (Entrevista N°8).  
No obstante, “los desarrollos se van viendo, es como que la casa se va armando más y lo 
que implica ir construyéndola, se van dando pasos, unas partes más fortalecidas que 
otras pero la dinámica sigue, a pesar de los problemas y dificultades internas y externas” 
(Entrevista N°13). 
En esta situación se encuentra la administración autónoma de la educación del CRIC 
desde el 2011. Un logro demandado desde algunos años atrás, pero cuya autonomía se 
encuentra ahora condicionada a las exigencias del decreto transitorio 2500 del 2010 que 
reglamenta la Ley 715 de 2001 donde priman los principios del mercado antes que el 
derecho a una educación intercultural. En este estado del desarrollo de las políticas 
públicas de educación nuevamente los indígenas se encuentran con soluciones 
coyunturales, circunstanciales como lo demuestra la vigencia de más de dos años de ese 
decreto transitorio. Su demanda de construir esta política pública como un sistema 
obedece precisamente a buscar soluciones de largo plazo. Pero el SEIP todavía no tiene 
una ruta jurídica clara. Existe la propuesta de que sea a través de un decreto presidencial 
expedido al amparo del artículo transitorio 56 de la Constitución Política. Pero el MEN 
aún está consultando esta figura jurídica. De todas maneras, el CRIC como ha sido su 
costumbre trata de ir construyendo este sistema en el Cauca apoyándose con los 
recursos del sistema general de regalías que le corresponde a los cabildos.  
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A lo largo de este trabajo hemos analizado el proceso de construcción de las políticas 
públicas de educación indígena por el Consejo Regional Indígena del Cauca-CRIC y su 
influencia en la transformación de las políticas públicas homogeneizantes de educación 
para estas comunidades vigentes hasta 1978. 
 
Los conceptos y modelos teóricos utilizados para analizar este estudio de caso, nos 
permitieron entender la complejidad del proceso de la construcción de las políticas 
públicas. El concepto de referencial permitió evidenciar la existencia de dos visiones de la 
sociedad colombiana: una homogeneizante y la otra heterogénea culturalmente 
generando así dos referenciales opuestos: el del Estado, que se puede sintetizar con la 
idea: “La construcción de una nación homogénea necesita una educación igual para 
todos”. Y el de los indígenas, que se puede resumir como “Una educación diferencial 
fundamentada en los valores y normas de la cultura indígena”. En base a la construcción 
de esta imagen de su realidad, los indígenas empezaron de manera autónoma la 
elaboración de sus políticas educativas en sus territorios. 
 
El concepto de mediadores nos permitió develar que ciertos indígenas y algunos 
colaboradores académicos y militantes conocedores del problema educativo dinamizaban 
el debate político constantemente alimentados por las discusiones de la comunidad para 
lograr definir el problema de la educación indígena y tratar de construir propuestas de 
solución.  
Por su parte Muller y Tilly con sus conceptos de resistencia al cambio y el de la 
desigualdad persistente nos ayudaron a entender la resistencia de algunos indígenas al 
cambio del modelo educativo y del tipo de profesor que se requería en las nuevas 
políticas educativas. El apego al modelo convencional de educación, incluso si los 
mantenía en condiciones de subordinación, se explica por la aceptación, la 
“normalización” - incluso por los mismos excluidos- de un orden social que establece las 
categorías sociales de dominados y dominantes. Y Bourdieu con su análisis del ejercicio 
del poder a través del lenguaje, nos permitió entender la dificultad de recuperar el 
carácter bilingüe de la educación indígena. 
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La construcción de políticas públicas autónomas de educación indígena por parte de un 
sector marginalizado social, política y económicamente como los indígenas del Cauca, se 
entiende a partir de su legendaria resistencia y que a principios de la década de los 
setenta encuentra el momento propicio para organizar su resistencia en una estructura 
política el Consejo Regional Indígena del Cauca – CRIC. En pleno auge de los 
movimientos sociales de esa época en Colombia que reclamaban una participación 
política negada por el bipartidismo, los indígenas del Cauca visualizan su levantamiento 
con la recuperación de sus territorios. La génesis de las políticas públicas autónomas de 
educación indígena tuvo precisamente lugar en la efervescencia de estos 
acontecimientos. De ahí que la construcción de las políticas de educación indígena está 
íntimamente articulada a la recuperación del territorio. 
  
Más tarde, la articulación al Estado de esta experiencia educativa autónoma se entiende 
por los cambios operados en Colombia y en el mundo respecto a la concepción de la 
diversidad cultural la cual ya se valora como patrimonio de la humanidad y no como 
estados orientados a imitar un modelo cultural único. En sintonía con estos cambios el 
Estado se vio obligado a elaborar un nuevo referencial de la educación indígena y a 
efectuar las modificaciones normativas necesarias para implementar las políticas públicas 
de educación indígenas acorde con sus características culturales. Pero, son sobre todo, 
las experiencias educativas en curso realizadas por los indígenas del Cauca (y los 
arhuacos de la Sierra Nevada y los sikuani del Vichada) que impulsaron una nueva 
legislación de políticas públicas de educación indígena e incluso influyeron en la 
elaboración de su marco normativo. De lo que se llamó en su tiempo etnoeducación a 
partir de 1978.  
 
Así que la particularidad de las políticas públicas de educación indígena en Colombia en 
comparación con otros países como México o el Ecuador, radica en que su construcción 
se generó en las bases comunitarias como consecuencia del cuestionamiento de la 
educación convencional y la presión que el movimiento indígena ejerció sobre el Estado 
para que las propuestas educativas en curso sean legalizadas. 
  
Es así como el referencial que construye el Estado a finales de la década de los setenta 
converge con el referencial de los indígenas construido unos años antes y se logra 
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articular esta propuesta educativa al Estado central. La convergencia de estos dos 
referenciales da inicio a un proceso de coproducción de las políticas públicas de 
educación indígena entre el CRIC y el Estado fundamentado en un generoso marco 
normativo (década de los ochenta) que permitió la ampliación del programa de educación 
del CRIC. En términos normativos este cambio comienza a reflejarse en el artículo 6 del 
Decreto 1142 de 1978 donde la educación para los pueblos indígenas de Colombia 
asegurará el respeto de su patrimonio económico, natural, cultural y social. 
Posteriormente la Constitución de 1991 ratificará estas políticas y establecerá la 
legislación educativa reconociendo el carácter pluricultural y multiétnico de la nación 
colombiana integrando también a los afrocolombianos, los roms y raizales. 
 
Su posterior desarrollo también se explica porque coincide con la tendencia 
descentralizadora, que en Colombia empieza a mediados de la década de los años 
ochenta, donde el traslado de competencias hacia las entidades territoriales permite 
diseñar políticas públicas territoriales y la emergencia de líderes locales conocedores de 
sus problemáticas para ejercer “gobernanza local”. La descentralización implica una 
diversificación territorial de la agenda política. En ese proceso, los resguardos se definen 
como espacios políticos propios donde se construyen políticas públicas de educación 
autónomas con los indígenas como actores colectivos. Aunque esta autonomía territorial 
es definida como un derecho de los pueblos indígenas, la descentralización le 
proporciona mayor funcionalidad y en cierto sentido mayor legitimidad.  
Las políticas públicas de educación indígena también encuentran fundamento jurídico en 
una legislación internacional y la puesta en marcha de un dispositivo administrativo y de 
la asignación de presupuesto para estas políticas le aseguran su implementación. Sin 
embargo, esta se va a realizar de manera lenta y circunscrita a ciertos territorios. De ahí, 
el surgimiento de continuas manifestaciones de insatisfacción, de constantes presiones 
sobre el gobierno para que “cumpla su obligación con los pueblos indígenas”, no 
solamente con los del Cauca sino con los indígenas de toda Colombia. Es que 
paradójicamente la descentralización va a revelar la falta de preparación de los entes 
territoriales y la práctica clientelista local va impedir muchas veces acelerar la 
implementación de estas políticas.  
Estos hechos evidencian la complejidad inherente a la implementación de las políticas 
públicas en general y a las políticas públicas de educación indígena en particular. 
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En el avance, retroceso o estancamiento de estas políticas también influía la relación de 
fuerza y los diversos intereses de los múltiples actores sociales, políticos, administrativos, 
como el Estado, la iglesia, los terratenientes, la sociedad civil, el sindicato de profesores 
del Cauca. Lo que corrobora la afirmación de Muller (2008) en cuanto a las reacciones de 
los públicos, individuos, grupos u organizaciones que van a ser afectados por las políticas 
públicas. La afectación a un cierto público en la implementación de estas políticas era el 
despojo del monopolio de la construcción de la educación para indígenas como 
instrumento de dominación. Los indígenas del Cauca al construir sus propias políticas de 
educación intentan precisamente convertirla en un instrumento político pero para 
equilibrar las relaciones de poder con la sociedad hegemónica.  
 
Sin embargo, el mayor de los obstáculos en la implementación de las políticas educativas 
indígenas es la “falta de voluntad política”. Esta causa fue expresada a lo largo de este 
trabajo tanto por las fuentes primarias como por las fuentes secundarias y pese a la 
abundante normatividad al respecto. Lo que demuestra que la existencia de una 
normatividad no garantiza la implementación de las políticas públicas. La frecuencia de la 
realización de las movilizaciones de los indígenas ya no solamente los del CRIC sino de 
todas sus organizaciones nacionales y regionales para lograr que sus políticas educativas 
(entre otras políticas públicas) sean puestas en la agenda pública para su debate 
evidencia la necesaria utilización de este medio de presión por las poblaciones como los 
indígenas que no cuentan con acceso ni influencia en los dispositivos del poder.   
En la organización de estas formas de presión que van acompañadas del debate político, 
las capacidades de los emprendedores políticos indígenas se forman, se desarrollan. No 
obstante, la respuesta estatal ha sido frecuentemente de emergencia, de tipo coyuntural, 
es decir con medidas que no resuelven el problema de manera fundamental. Dando 
como resultado un desarrollo desigual de la educación indígena, no solamente en el 
Cauca, sino en toda Colombia, afectando su calidad.  
Paradójicamente, estos ritmos lentos de la implementación de las políticas públicas de 
educación indígena, inducen a la activación de la elaboración de propuestas educativas 
autónomas en el seno del CRIC con mayor consolidación política. Tal es el caso de la 
creación de nuevos programas de educación superior para consolidar la universidad 
indígena en el Cauca. Actualmente los indígenas del Cauca están consolidando su 
universidad autónoma indígena e intercultural –UAIIN –con cinco programas y su lucha 
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es lograr el reconocimiento por parte del Estado de esos programas. Es un nuevo 
comienzo de construcción de iniciativas desde la base comunitaria pero esta vez con una 
comunidad más experimentada en gobernanza territorial y con otros aliados como la 
cooperación internacional. 
 
Si este caso de construcción autónoma de políticas públicas de educación indígena se 
generó y desarrolló en un contexto favorable por el reconocimiento de la diversidad 
cultural y la vigencia de un Estado de bienestar; las dificultades de su implementación se 
explican por el cambio de concepción del rol del Estado atendiendo a la ideología 
neoliberal donde el mercado es el referencial de la acción pública. El principio de 
eficiencia  entendido como racionalización del gasto público orienta la acción pública y los 
métodos de administración de la empresa privada son incorporados a la administración 
pública. Las políticas públicas se elaboran a partir de ofertas del Estado y no sobre las 
demandas de las necesidades de la población. El ciudadano que demanda derechos en 
educación o salud se lo transforma en un cliente quien consume “servicios”. La 
descentralización se enmarca en esta racionalización del gasto público y el debilitamiento 
del rol del Estado es compensado con agentes privados que administran la acción 
pública. Por su parte, la educación indígena no escapa a este modelo político y amenaza 
con generar retrocesos en un proceso viejo de cuarenta años.    
 
Es el caso del ejercicio de la autonomía administrativa. Sus constantes luchas para 
obtenerla se plasmaron en el decreto transitorio 2500 de 2011, pero esta autonomía ya 
se encuentra condicionada a los requerimientos de las reglas y valores del mercado. Es 
así como los indígenas deben aceptar un presupuesto limitado donde se precariza las 
condiciones laborales de los profesores para una educación que requiere de un 
presupuesto mayor por sus condiciones diferenciales. El ejercicio de esta autonomía 
dificulta el alcanzar el objetivo de fortalecerse políticamente y reconstruir su identidad a 
través de una educación propia. E incluso en algunos territorios la administración de la 
educación por el CRIC bajo esos parámetros impuestos por el gobierno está llevando a 
una  precariedad educativa comparable al de las escuelas rurales donde van los “pobres” 




La experiencia política adquirida por los indígenas del Cauca les permite a veces adaptar 
estos condicionamientos a la dinámica de sus comunidades. Sin embargo, la limitación 
presupuestal se manifiesta sobretodo en la ausencia de profesores formados para esta 
propuesta alternativa de educación. 
El desarrollo actual de las políticas de educación indígena del CRIC es la administración 
autónoma condicionada en todo el departamento del Cauca pero tratando de impulsar 
con los otros pueblos indígenas de Colombia la acción pública a través de un sistema 
educativo intercultural propio, el SEIP, cuyo propósito es desarrollar una administración 
autónoma para impedir condicionamientos que alteran los objetivos de la educación 
indígena. Otro propósito es lograr que estas políticas públicas se implementen de manera 
sistemática y no respondan de manera coyuntural, para “salir del paso” de las presiones 
que ejercen las organizaciones indígenas. Los indígenas del Cauca por su experiencia y 
legitimidad en el tema, están de nuevo ocupando el rol de mediador ante el gobierno y los 
otros pueblos indígenas de Colombia para poner en la agenda política el tema del 
sistema educativo intercultural propio. 
Este sistema que incluiría todo los niveles de educación (pre-escolar, primaria, 
secundaria, universitario) revela su pertinencia cuando se observa la desigual 
implementación de las políticas públicas de educación indígena, no solamente en el 
Cauca sino en toda Colombia. Además al constatar las dificultades de adaptación cultural 
y académica de los indígenas que logran ingresar a las universidades de educación  
convencional. Por ejemplo de acuerdo a las estadísticas de la universidad nacional de 
Medellín en el periodo de 1997 al 2007 solamente 7 estudiantes indígenas lograron 
terminar su carrera. Sus mayores dificultades según el mismo informe se encuentran en 
matemáticas y en español, debido a la precaria formación básica en la primaria y 
secundaria que tienen en sus resguardos “porque en las comunidades indígenas la 
educación está enfocada a preservar la cultura” (UN periódico, publicación mensual de la 
Universal Nacional, septiembre 2009:11). 
 
La pertinencia de políticas públicas de educación indígena en el marco de un sistema 
cobra su pertinencia al tratarse de comunidades fragilizadas culturalmente y cuyo 
contexto de expansión de un modelo cultural único aumenta su vulnerabilidad. 
El necesario repliegue, en un primer momento, sobre su historia de resistencia, su 
organización política, en suma sobre el saber local, se comprendería a partir de la 
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necesidad de reconstruir su identidad y de reafirmarse en tanto que sujetos sociales y 
políticos. Es necesariamente, en un segundo momento que el saber universal en un 
proceso de aprendizaje intercultural tendría cabida en la educación indígena. De ahí la 
necesidad de fortalecer los niveles secundarios y universitario en los territorios indígenas 
como la experiencia de la universidad autónoma indígena e intercultural – UAIIN – que 
está realizando la organización indígena en el Cauca – CRIC.        
 
Al término de este trabajo se impone un balance en relación a los objetivos aquí 
propuestos y las dificultades que se presentaron para alcanzar algunos de manera 
adecuada. El objetivo general de la tesis era dar cuenta del proceso de elaboración 
autónoma de políticas públicas de educación indígena por el CRIC y su incidencia en las 
políticas estatales de estas políticas, el cual se desarrolló a lo largo del trabajo. El intento 
de dar cuenta de la complejidad de este proceso dificultaba, a veces, concretar las 
prácticas políticas de los indígenas cuando se las explicaba a partir de marcos teóricos 
como fue el caso del modelo teórico de la ventana de oportunidades de Kingdon. Por otro 
lado, a la reelectura del capítulo IV referente a la administración autónoma de la 
educación indígena por el CRIC en un contexto de economía liberal, observé la 
necesidad de ampliar el marco teórico para sustentar las reacciones de los diferentes 
públicos en relación a este logro político de los indígenas. 
 
El desarrollo de este trabajo puede abrir otras perspectivas para futuras investigaciones 
del tema. Si nuestro decisión fue la de escoger a dos actores sociales y políticos 
principales: el CRIC y el Estado para analizar su interrelación en la construcción de las 
políticas educativas indígenas, se podría pensar en los próximos trabajos en escoger la 
interrelación entre el CRIC y el Estado departamental, la gobernación del Cauca a través 
de la Secretaría de educación en la implementación de estas políticas. De esta manera 
se evidenciaría la permanente tensión (derivada de los hechos históricos de la 
recuperación de tierra por los indígenas y del abandono de la condición de terrajeros) 
existente entre estos dos actores y las formas de lucha políticas para defender los 
intereses de cada uno de ellos. 
 
En relación con el aprendizaje de la realización de estos trabajos, cabe mencionar en 
este caso varios. Uno de ellos es el haber corroborado la importancia que adquiere la 
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organización de la comunidad en estructuras políticas con funciones definidas para lograr 
construir políticas públicas de manera autónoma. Igualmente, la valoración del 
conocimiento de la comunidad de la problemática que facilita la elaboración de las 
soluciones o de las políticas públicas.  
Por otro lado se evidenció la influencia del contexto mundial, nacional, regional que a la 
manera de una red iba articulando las acciones de los indígenas, las acciones del 
Estado, las acciones de las instituciones supranacionales (ONU) en la construcción de 
estas políticas públicas y su referencial. 
 
Por último, el aporte que modestamente puede hacer este trabajo a las políticas públicas 
es el de haber analizado la construcción de un caso de políticas públicas autónomas, 
desde la periferia hacia el Estado, desde las bases comunitarias hacia el Estado (bottom-
up) por una población carente de poder y de instrumentos políticos, financieros y 
humanos y que a lo largo de este proceso los fue adquiriendo e incluso logró incidir en la 

























N°1- Ana Garcia, ex - trabajadora del Programa de Educación Bilingüe e 
Intercultural CRIC Septiembre 2012 
N°2 - Wilson Maca, coordinador equipo de educación en el resguardo de 
Poblazón, 19 Octubre 2012 
N°3- Arcadio Aguilar ex - gobernador del Resguardo de Kokonuco y líder de la 
zona, Junio 12, 2012 
N°4- Sivia Revelo, ex -funcionaria Secretaría de Educación del Cauca, 20 
Septiembre 2012 
N°5 –Carmen Barco antigua Secretaria de Educación del Cauca, Popayán 23 
Septiembre, 2012 
N°6- Emiluth Collo, ex – trabajadora del Programa de Educación Bilingüe e Intercultural 
CRIC, ex colaboradora de la producción de materiales pedagógicos, Popayán, 24 
Septiembre, 2012 
N°7 – Ermencia Carvajal, profesora mestiza sindicalizada en territorios indígenas, 26 
septiembre 2012 
N°8 – Carlos Méndez, profesor mestizo sindicalizado del resguardo de Kokonuco,  3 
Octubre 2012 
N°9 – Alvaro Cabrera, ex– colaborador del Programa de Educación Bilingüe e 
Intercultural CRIC, Popayán, 13 Octubre, 2012 
N°10 – Lucelia Montenegro, coordinadora equipo de administración del Sistema de 
Educación Indígena propio, SEIP, Popayán 10 Octubre,  2012 
N°11 –Soledad Prefetti, ex - profesora mestiza en el reasentamiento de Cxayu’ce Fiw, 
corregimiento del Rosario, municipio de Cajibio, Popayán, 4 Octubre 2012 
N° 12 – Luz Mary Niquinás, profesora indígena y lideresa en La escuela de Musse Ukwe 
del reasentamiento de Tierradentro, en el municipio de Morales, 11 Octubre, 2012 
N°13- Yamilé Nené, colaboradora del Programa de Educación Bilingüe e Intercultural 
CRIC y lideresa indígena en el resguardo de Caldono, 6 Octubre, 2012 
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N°14– Hair Mosquera, profesor mestizo en La escuela del Porvenir en el municipio de 
Pescador Cauca, 23 Octubre 2012 
N°15 – Lina Ma. Hurtado, profesora mestiza en La escuela del Porvenir en el municipio 
de Pescador Cauca, 23 Octubre 2012 
N°16 – Zoraida Hurtado, profesora mestiza en La escuela de la Laguna de Siberia, 
resguardo de Siberia, 23 Octubre, 2012 
N°17 – Johnny Fernández, profesor indígena en La escuela de la Laguna de Siberia, 
resguardo de Siberia, 23 Octubre, 2012 
N°18- Jorge Tamayo, asesor del Programa de Educación Bilingüe e Intercultural en 
Popayán y Resguardo de Jambaló,  8 Mayo, 2012 
N°19-  Senaida Isco, profesor indígena en La escuela de Musse Ukwe del 
reasentamiento de Tierradentro, en el municipio de Morales, 25 Octubre, 2012 
N°20- Germán Molina, profesor mestizo en La escuela de Musse Ukwe del 
reasentamiento de Tierradentro, en el municipio de Morales, 25 Octubre, 2012 
N°21- Johanna Carrillo, profesora mestiza en La escuela de Musse Ukwe del 
reasentamiento de Tierradentro, en el municipio de Morales, 25 Octubre, 2012 
N°22- Delmer Tenorio, profesor indígena en La escuela de Musse Ukwe del 
reasentamiento de Tierradentro, en el municipio de Morales, 25 Octubre, 2012 
N°23-  Feliciano Valencia, líder indígena, entrevista realizada en 2004 
N°24-  Alicia Chocué, coordinadora programa de educación del CRIC y lideresa (2010-
2012), entrevista realizada en 2005 
N°25-  Alicia Villegas, colaboradora del Programa de Educación del CRIC, Septiembre, 
2012 
N°26-  Elides Pechené, líder indígena, entrevista realizada en 2004 
N°27-  Adelina Pancho, profesora y líderesa indígena, entrevista realizada en 2005 










Grupo focales – GF-1- Profind 
 
Profesores indígenas de la Institución Educativa Dxi’ Phaden, en el resguardo de López 
Adentro, 17 Septiembre, 2012 
 
A1- Fidel Sécue, profesor indígena fundador del programa de educación indígena, aún en 
actividad 
a- Idalia Trochez, profesora indígena fundadora del programa de educación indígena 
b- Diego Mayo, profesor mestizo 
c- Florinda Ramos, profesora indígena 
d- Eduardo Camayo, profesor mestizo del resguardo de Honduras, municipio de Morales 
 
Grupo focales – GF-2- Aso 
 
Profesores del sindicato del magisterio del Cauca ASOINCA 
 
a- Helena Daza, profesora La Arrobleda, municipio de Piendamó 
b- Miguel Burbano, directivo ASOINCA 
c- María del Carmen Valencia directivo ASOINCA 
d-Yeisy Narváez docente institución educativa José María Mosquera, cabecera municipal 
de Kokonuco 
e-Ermencia Carvajal docente institución educativa Colonia Escolar de Kokonuco. 
 
 




1- Por qué consideran necesario que la experiencia de la  propuesta educativa del CRIC 
que surgió de manera autónoma sea enmarcarla en un sistema educativo indígena propio 
para todos los Pueblos Indígenas de Colombia? 




3- Qué opinan de las críticas respecto a la “baja” calidad de educación indígena y de su 
carácter auto centrado? 
4-  Qué piensa de las críticas que se formulan respecto a la cooptación de la autonomía 
de los indígenas por el Estado al aceptar administrar la educación bajo las condiciones 
que imponen las reglas del mercado? 
 
 





1 – Cuál es su visión respecto al desarrollo de las políticas públicas de educación 
indígena que el CRIC viene desarrollando desde hace 38 años? 
2 – Cómo considera la administración de la educación indígena por el CRIC en sus 
territorios? 
3 – Cómo evalúan la acción del Estado en relación a las políticas públicas de educación 
indígena? 
4- Cómo explican las tensiones entre los indígenas, los profesores y la población mestiza 
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